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Resumen 
La tesis que se presenta a continuación y que se estructura en tres capítulos, pretende 
identificar en la Carta Fundamental dos cláusulas de interpretación de disposiciones que 
reconocen derechos fundamentales: La fórmula política del Estado Social de Derecho y 
el interés superior del menor. 
 
Para tal cometido, se analiza desde la doctrina y la jurisprudencia una serie de 
razonamientos que bien podrían justificar no sólo esta influencia hermenéutica de las 
cláusulas propuestas, sino además, observarlas como criterios de validez jurídica para el 
resto del Ordenamiento jurídico y en general, fuente de Derecho.  
 
En suma, se trata de recrear en estas páginas la confianza por conservar la Unidad del 
Ordenamiento Jurídico cuya base y fundamento siga siendo la Constitución Política y, 
frente a la cual la actitud que se asuma, soportada en una lectura de los derechos, no 
sea otra que la protección de las minorías. 
 
Palabras Clave: Cláusulas Hermenéuticas, Derechos Fundamentales, Estado Social de 
Derecho, Interés Superior del Menor, Interpretación Constitucional, Constitución Política 
y Jurisprudencia. 
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Abstract 
This thesis t is structured in three chapters which tries to identify in the Constitution two 
clauses of interpretation of the regulation that recognize fundamental rights: The political 
form of the Social State of Law and the top interest of the minor. 
 
For such an assignment, there is analyzed from the doctrine and the jurisprudence a 
series of reasonings that well might justify not only this hermeneutic influence of the 
proposed clauses, but in addition, observe them as criteria of juridical validity for the rest 
of the juridical Classification and in general, source  of Law.  
 
In sum, it is a question of recreating in these pages the confidence for preserving the Unit 
of the Juridical Classification which base and foundation continues being the Political 
Constitution and, opposite to which the attitude that is assumed, supported in a reading of 
the rights, is not other one(different) that the protection of the minorities. 
 
Key Words: Hermeneutic clauses, Fundamental Laws, Social State of Law, Top Interest 
of the Minor, Constitutional Interpretation, Political Constitution and Jurisprudence. 
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 Introducción 
El interés que suscita el impacto de la Carta Política del año 91 en la resolución de casos 
que involucran normas de derecho fundamental, reserva para sus intérpretes la tarea de 
atribuir un significado a tales disposiciones, orientando su labor, precisamente, conforme 
al contenido normativo de la Carta. Sin duda, estamos frente a una Norma Fundamental 
que, ubicándose en la “cúspide de la jerarquía normativa”1, es concebida como “…criterio 
hermenéutico fundamental de todo el ordenamiento jurídico”2. Constituye, de éste modo, 
un verdadero criterio de validez para el resto del Ordenamiento.  
 
En consecuencia, parece sensato considerar que sea del mismo contenido 
constitucional, que deba extraerse una serie de parámetros hermenéuticos exigibles en la 
actividad del intérprete. Por lo pronto, y, para efectos de la investigación propuesta, se 
han sugerido dos cláusulas hermenéuticas para la interpretación de enunciados que 
reconocen derechos básicos: La fórmula política del Estado Social de Derecho y el 
principio del interés superior del menor. 
 
Qué más podría anticiparse en favor de la primera de éstas cláusulas, la fórmula política 
del Estado Social de Derecho, además de la certidumbre por hallar en ella la tranquilidad 
de escribir estas líneas, sin más temores que las críticas académicas. Es la pretensión de 
realizar la libertad, la dignidad, la igualdad, la tolerancia, en fin, los derechos que nos 
hacen sujetos partícipes; lo que explica procurar en esta fórmula una medida inexcusable 
para el intérprete constitucional. Cómo pueda la comunidad estatal definirse y cuál sea su 
función, interfiere de manera inevitable en cómo pueda comprenderse y cómo deba 
                                               
 
1
 PEREZ LUÑO, Antonio. Derechos Humanos, Estado de Derecho y Constitución, Madrid, Ed. 
Tecnos, 2005, p. 274. 
2
 Ibíd. 
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definirse el contenido de las normas que la organiza.3 Y del interés superior del menor, 
de este principio insoslayable, sólo basta admitir que: “(…) Una comunidad que no 
proteja especialmente a los menores mata toda ilusión de avanzar en la convivencia 
pacífica y en el propósito de lograr un orden justo”4 
  
La tesis presentada a continuación se estructura en tres grandes capítulos cuyo 
contenido representa el problema de investigación y la hipótesis sugerida al respecto. Se 
han dispuesto, de tal forma, que arranca con aspectos generales sobre la interpretación 
jurídica y constitucional, pasando por algunas consideraciones referentes a los derechos 
fundamentales, culminando con el análisis particular de la fórmula política del Estado 
Social de Derecho y el principio del interés superior del menor como ejemplos 
significativos de cláusulas hermenéuticas para la interpretación de éste tipo de 
disposiciones. Adicionalmente, parece importante advertir de entrada que para efectos de 
ofrecer una mayor claridad argumentativa y lograr articular, continuamente, el problema, 
la hipótesis y los resultados del proceso investigativo; en cada uno de los capítulos se 
apuntan, en términos generales, algunas conclusiones, las cuales  se ajustarán, 
brevemente, en un aparte final del trabajo para no caer en reiteraciones.  
 
Inicialmente, la pregunta a resolver concierne la existencia o no de un conjunto de 
cláusulas hermenéuticas que dirijan la interpretación de las disposiciones que reconocen 
derechos fundamentales, en la Constitución de 1991. La hipótesis y sub-hipótesis 
planteadas a partir de este interrogante, se inclinan a resolver afirmativamente esta 
cuestión, destacando: De un lado, ciertas características de las disposiciones que 
reconocen garantías fundamentales en el marco de la interpretación constitucional, su 
influencia para el resto del ordenamiento jurídico y el peso elocuente de las cláusulas 
hermenéuticas en la delimitación de su contenido normativo. De otro lado, el papel del 
juez constitucional –Corte Constitucional- como sujeto cualificado que, al intervenir en el 
                                               
 
3
 De acuerdo con la Corte Constitucional, en sentencia T-571/92, M.P. Jaime Sanin Greiffenstein, 
en el caso colombiano: “El Estado se califica y define en función a su capacidad para proteger la 
libertad y promover la igualdad, la efectiva realización y el ejercicio de los derechos por parte de 
todos los miembros de la sociedad. Como el Estado se crea y justifica es con ese fin, él se califica 
como <<Estado Social de Derecho>>" 
4
 Corte Constitucional de Colombia, sentencia T-514/98 M.P José Gregorio Hernández. Disponible 
en la página web www.corteconstitucional.edu.co 
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proceso interpretativo, informa esta serie de criterios o cláusulas a través de la resolución 
de casos concretos y mediante el examen abstracto de constitucionalidad de las leyes. 
No quiere ello decir que sea el único intérprete o el único que pueda hacer uso de estas 
cláusulas, el legislador bien podría llevar a cabo esta misión, pero como podrá percibirse 
en las páginas que siguen, hay razones suficientes para confiar, en la actividad del juez 
constitucional, la garantía de los contenidos constitucionales si es la minoría la que 
reclama su lugar. Por último, deba indicarse, además, que estas cláusulas apuntan, 
necesariamente, una lectura de la Constitución, esto es, uno de los caminos 
hermenéuticos posibles para entender el alcance de la interpretación de la Constitución y 
desde la Constitución.  
 
La metodología igualmente propuesta, cuenta con dos granes etapas: Una etapa positiva 
y una etapa hermenéutica. 
 
Tratándose de un ejercicio fuertemente exploratorio y analítico, en la etapa positiva se 
recolectó información de diversos autores nacionales e internacionales,  de la 
jurisprudencia de la Corte Constitucional y de otros instrumentos, tratados y convenios 
internacionales; para examinarlos conjuntamente en el contexto colombiano. 
 
En la etapa hermenéutica 1, fueron desarrolladas en la investigación una variante de 
orden descriptivo y una variante de orden prescriptivo5; con el fin de: A) organizar la 
información ofrecida por la jurisprudencia y la doctrina en tres capítulos principales, 
titulados respectivamente: Interpretación constitucional; derechos fundamentales y 
cláusulas de interpretación; dos cláusulas de interpretación de los derechos 
fundamentales en la Constitución Política de 1991. B) proponer, posteriormente, en el 
capítulo tercero, a modo de cláusulas hermenéuticas, la fórmula política del Estado 
Social de Derecho y el principio del interés superior del menor.  
 
En la etapa hermenéutica 2, y, optando por el uso del método cualitativo, el trabajo de 
investigación encierra un análisis hermenéutico de los enunciados y normas de derecho 
fundamental a la luz de las cláusulas del Estado Social de Derecho y del interés superior 
                                               
 
5
 COURTIS, Christian Observar la Ley. Ensayos sobre metodología de la Investigación jurídica, 
Madrid, Ed. Trotta, 2006, p. 113-114 
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del menor, revisando algunos casos concretos. Esta es la razón por la cual, en los 
capítulos dos y tres se termina con el análisis de sentencias puntuales.  
  
En síntesis, es un trabajo de dogmática jurídica, diseñado de tal forma que repercuten 
correlativamente elementos examinados en uno u otro capítulo, dada la preocupación por 
conservar la unidad y coherencia del esquema sugerido. Así, pese a que, en principio, el 
problema de investigación es desarrollado en el capítulo primero, el marco teórico en el 
segundo y la comprobación de la hipótesis en el tercero; no es posible renunciar a 
empatar correlativamente entre los capítulos, supuestos básicos que logramos identificar 
en cada uno de ellos, a partir de la información suministrada en la doctrina y la 
jurisprudencia.  
 
El primero de los capítulos tiene por objetivo demarcar el escenario en el cual se plantea 
el problema de investigación para luego esclarecerlo. En éste sentido, el punto de partida 
es el tipo de interpretación que abordará la pregunta formulada y las razones que 
justifican una interpretación especial de los contenidos constitucionales. Se describirá un 
modelo general de interpretación constitucional compuesto por un sujeto que interpreta, 
un objeto sobre el cual recae el proceso de interpretación y un método o unos métodos 
que ofrecen el camino propicio para adelantar ésta labor; se resaltará el particular valor 
que encarna la Norma Fundamental, esto es, parafraseando a Konrad Hesse, su fuerza 
normativa y,  simultáneamente, se expondrán dos ideas más: La Constitución como 
fuente de Derecho y, siguiendo al maestro Rubio Lorente, la Constitución como límite 
jurídico y político al poder legislativo. Deba reconocerse, de manera más amplia, en 
términos kelsenianos, que tal límite jurídico y político que deviene de la Norma de 
normas, se impone sobre el comportamiento de todos los órganos del poder público, 
sujetos a ella. 
 
En el capítulo segundo, se plantea una suerte de conceptos que dispondrán el marco 
teórico y que nos permitirán adentrarnos en la comprensión de las alternativas que se 
han sugerido desde la hipótesis y sub-hipótesis. Para cumplir este objetivo, es preciso 
convenir que: “Las normas que enuncian derechos fundamentales y los derechos por 
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ellas enunciados no son…realidades jurídicas idénticas…”6. Lo anterior expresa, por 
tanto, las viejas lecciones que recrean la diferencia entre derecho objetivo - derecho 
subjetivo, y que se han recogido en esta investigación para distinguir entre varias 
entidades a saber, potestad, disposición de derecho fundamental, enunciado 
interpretativo y norma de derecho fundamental.  
 
Ahora bien, si el objetivo es identificar la tradición jurídica acogida en nuestro contexto 
actual; en éste capítulo se refieren, al menos, ciertos contenidos teóricos para intentar 
conseguirlo. La presencia de uno de los métodos recurrentes por el juez constitucional 
para resolver conflictos entre principios, esto es, la ponderación; una propuesta sugestiva 
planteada por Enst Bockenforde y el reconocimiento de un contenido constitucional 
posible y vigente de los derechos básicos explicado por el maestro Rodríguez-Toubes; 
conforman buena parte de éstos contenidos en nuestra dinámica constitucional.  
 
Finaliza la tesis presentada, con un capítulo que abarca junto a nociones teóricas, una 
fuerte carga ideológica. Al parecer la elección de este trabajo de investigación está 
soportada en ello, de lo contrario el tema hubiese sido sustancialmente distinto. De 
hecho, es la responsabilidad asumida para quienes aceptan que el “derecho…no es un 
instrumento aséptico que pueda ser aplicado sin sustrato político alguno…”7  
 
Es el capítulo en el cual, dando aplicación al marco teórico sobre el problema de 
investigación propuesto e ilustrar la hipótesis y sub-hipótesis, conduce a la viabilidad de 
extraer del contenido constitucional dos cláusulas hermenéuticas para dar sentido a los 
disposiciones de derecho fundamental: La fórmula política del Estado Social de Derecho 
y el principio fundamental del interés superior del menor.  
 
Aunque éstas no son las únicas cláusulas, pues, el principio pro actione, pro homine, pro 
libertate, el indubio pro operario, la primacía de los derechos inalienables, y la 
conformidad de sentidos normativos a los tratados y convenios internacionales; pueden 
también ser una muestra reveladora, no es esta la ocasión para su debida revisión y 
                                               
 
6
 JIMENEZ, Javier. Derechos Fundamentales. Concepto y garantías, Madrid, Ed. Trotta, 1999,  p. 
31 
7
 CANOSA, Raúl, Interpretación Constitucional y Fórmula Política, Madrid, Centro de Estudios 
Constitucionales, 1988, p. 307. 
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análisis. De momento, la esperanza en ofrecer una lectura más firme en favor de los 
derechos de los niños y niñas y, la inclinación hacia un Estado que se caracterice por 
abandonar prácticas abusivas contrarias a la dignidad de las personas, aceptar en la 
diferencia y la tolerancia la efectiva realización de la igualdad e inclusión social y confiar 
en el ordenamiento y, especialmente, en la Constitución su materialización; han ocupado 
estas modestas líneas. 
 
La justica constitucional encuentra, así, en la interpretación de la Carta Fundamental, ese 
engranaje entre la mera formalidad de sus contenidos y la realidad práctica. Situación 
ésta que comporta un gran compromiso para el intérprete, nada ajeno a sus 
convicciones, principios, a su propia personalidad afirmaría Ross. No obstante, restringir 
(no anular) ese margen de subjetividad es posible a través del ordenamiento jurídico y, 
esa ha sido, en verdad, la tarea principal de la investigación: Hallar en ese mismo 
ordenamiento y, específicamente, en la Constitución Política límites convencionales a la 
labor desempeñada por quien deba dotar de sentido enunciados que reconocen 
derechos fundamentales. En suma, insistir que la Constitución “puede dar <<forma y 
modificación>> a la realidad a la que se dirige…puede, además, ella misma convertirse 
en la fuerza actuante que opera en la realidad social y política, condicionándola.”8 
 
 
 
                                               
 
8
 HESSE, Konrad. Escritor de Derecho Constitucional, Trad. Pedro Cruz Villalón, Madrid, Centro 
de Estudios Constitucionales, 1983, p. 75 
  
 
1. Interpretación constitucional como especie 
de la interpretación jurídica 
1.1 La interpretación constitucional como especie de la 
interpretación jurídica 
Uno de los supuestos básicos de la interpretación constitucional, es que se trata de una 
especie de interpretación jurídica; ello implica que, buena parte de su explicación deberá 
tener en cuenta criterios que delimitan y hacen comprensible el proceso mediante el cual 
se logra dotar de significado a una disposición jurídica9. En otras palabras, si el proceso 
de interpretación refiere un acto de naturaleza constructiva10 y no un acto puramente 
cognoscitivo; la interpretación que se efectúa de los contenidos constitucionales no 
escapa de las valoraciones y elecciones que haga el intérprete conforme las 
herramientas-base que ofrece la interpretación jurídica, como género más amplio. Razón 
por la cual, se expondrán, brevemente, algunos de los contenidos teóricos de la 
interpretación jurídica.  
 
Sin embargo, como se verá más adelante, no sería admisible reducir por completo una 
concepción de la interpretación constitucional respecto de la interpretación jurídica, pues 
de aquélla se alcanza a percibir ciertos elementos teóricos que condicionan una especial 
atención.  
 
                                               
 
9
 En éste punto, y de acuerdo con Isabel Lifante Vidal, se entiende que el proceso de 
interpretación se efectúa desde su doble connotación: como actividad y como resultado. Puede 
consultarse de ésta autora la obra titulada La interpretación jurídica en la teoría del derecho 
contemporáneo, Madrid, Ed. Centro de Estudios Políticos y constitucionales, 1999, p. 27-35 
De igual manera se refiere en el texto Estudios sobre la interpretación Jurídica de Ricardo 
Guastini, México, Ed. Porrúa, 2011 
10
 ROSS Alf. Sobre el Derecho y la Justicia, Trad. Genaro Carrió, Buenos Aires, Ed. EUDEBA,  
1994, p. 133 
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Tal como podrá advertirse, la pretensión del grueso de este primer capítulo se orienta a 
identificar aquellos aspectos característicos de la interpretación jurídica, la interpretación 
constitucional y el Texto Constitucional, por constituir tres piezas esenciales para la 
elaboración y desarrollo del problema de investigación.  
 
Precisamente, si asumimos que la Constitución se percibe como una norma cuya 
estructura y contenido difiere de otro tipo de disposiciones y la ubica jerárquicamente en 
un lugar preferente; parecería equivocado ignorar que una mayor o mejor claridad de su 
contenido material se haría imprescindible no solo para su propia concreción, sino 
también, para la eficacia del Ordenamiento Jurídico en general.  
1.1.1 Interpretación Jurídica 
La necesidad por el proceso interpretativo en el contexto jurídico es, sin lugar a dudas, 
fundamental para asimilar, en la mejor forma posible, el contenido del Ordenamiento que 
pretende ser aplicable en circunstancias particulares, pues justamente, afirma el profesor 
Gregorio Peces Barba, “…la claridad de las normas es algo que viene después de la 
interpretación y no antes”.11 
 
Si al mismo tiempo consideramos que la interpretación jurídica se caracteriza, según el 
maestro Emilio Betti, por su función normativa12, en cuanto a su destinación13; la finalidad 
de la interpretación jurídica consistirá en suministrar no sólo la máxima para la acción, 
esto es, para la realización forzosa de la norma14, para su aplicación en casos concretos; 
                                               
 
11
 PECES–BARBA, Gregorio. Curso de Derechos Fundamentales. Teoría General, Madrid Ed. 
BOE, Carlos III de Madrid, 1995, p. 570  
12
 BETTI, Emilio. Interpretación de la Ley y de los Actos Jurídicos, Trad. José Luis de los Mozos, 
Madrid, Ed. Revista de Derecho Privado, 1971, p 95 - 99 
13
 En este caso, el profesor Emilio Betti, hace una distinción entre la destinación normativa de la 
interpretación con su eficacia vinculante, puesto que, afirma el autor, la eficacia vinculante 
corresponde a la fuerza normativa adquirida a propósito de la competencias normativas 
adjudicadas al intérprete (como es el caso del juez y del legislador en su calidad de sujetos 
cualificados en virtud del ordenamiento).  
Realiza esta distinción con el fin de permitir involucrar otro tipo de interpretaciones, consecuencia 
de otros intérpretes distintos del órgano jurídico, como por ejemplo, dice Betti: el dictamen, la 
consulta, la exégesis científica... Ibíd., p. 102 
14
 Ibíd., p. 100 
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sino que conjuntamente, suministrará la máxima de la decisión, en la cual el intérprete 
podrá, por ejemplo, elegir una entre las varias posibilidades para asumir una posición.15  
 
De esta manera, es posible coincidir en que la interpretación jurídica se justificaría, entre 
otros, por su pretensión de dotar de eficacia al Ordenamiento Jurídico y para procurar 
conservar su vigencia mediante la conformidad del contenido normativo a la práctica 
social.16  
 
Conviene, entonces, referir de manera sencilla, un esquema muy general de la 
interpretación jurídica que incluya un concepto y sus elementos más importantes, a 
saber: sujeto, método y el objeto propio de este procedimiento. 
 
Inicialmente, por interpretación se entiende la acción y efecto de interpretar, es decir, que 
desde su acepción más básica es posible descubrir en la interpretación, al menos dos 
momentos: Interpretación como actividad e interpretación como efecto o resultado17. 
Significa que, cuando interpreto no solo efectúo una actividad para la comprensión de 
aquello que requiere ser interpretado, sino que además el producto de ese proceso es 
también parte constitutiva de la interpretación. 
 
Por otro lado, si bien es fácil identificar una multiplicidad de asertos frente al concepto de 
interpretación jurídica, siguiendo al profesor Ricardo Guastini puede definirse 
preliminarmente como la atribución de significado a una formulación normativa o 
disposición jurídica, sea esta realizada en presencia o no de dudas o controversias en 
torno a su campo de aplicación18.  
 
                                               
 
15
 Ibíd., p. 97. 
16
 Al respecto afirma Emilio Betti: “…La verdad es que para hacer efectiva actuación en el 
comportamiento a cuya disciplina es destinada, la ley necesita de una serie de operaciones –de 
adaptación y de adecuación, de desarrollo complementario-, las cuales, renovadas de continuo, 
hacen que la norma no quede en letra muerta, sino que se mantenga viva y vigente en la órbita 
del orden jurídico a la que pertenece.” Ibíd., p. 99 
17
 En este sentido afirmaría Raúl Canosa: “…en efecto, interpretación puede significar dos cosas: 
la actividad del operar jurídico…y el resultado de la misma”. Ver Interpretación Constitucional y 
Fórmula Política, Madrid, Centro de Estudios Constitucionales, 1988, p. 9 
18
 GUASTINI, Ricardo. Estudio sobre la Interpretación Jurídica, Trad. Marina Gascón y Miguel 
Carbonell, México, Ed. Porrúa, 2011, p. 3-4 
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En el primer caso, es decir, cuando se atribuye un significado a un texto oscuro en una 
situación dudosa, afirma Guastini, este es un concepto  restringido de interpretación 
jurídica. Interpretación, que por demás, afirma el profesor italiano, será concebida como 
adecuada cuando en ella se hagan presentes argumentos que permitan justificar su 
decisión. Ahora, cuando es efectuada dicha atribución independientemente de la 
existencia de dudas o controversias, se trataría de un concepto de interpretación en 
sentido amplio. 
 
No obstante, esta distinción de la interpretación en sentido estricto y en sentido amplio 
puede tornarse innecesaria, de acuerdo con el profesor Abraham Sánchez Sánchez; 
debido a lo cuestionable que resulta separar, con absoluta claridad, los casos dudosos 
de los casos que no generan controversia y, por las diversas consecuencias proyectadas 
al emplear la interpretación en uno u otro sentido19.  
 
Parece más afortunado sostener, tal como lo explica el maestro Sánchez Sánchez, un 
“sentido unitario” del concepto de interpretación jurídica, al encontrarse continuamente 
presente la necesidad de interpretar y, por ser un proceso que se ve matizado tanto por 
el carácter cognoscitivo y volitivo de la actividad efectuada por el intérprete como por la 
relación inescindible entre las disposiciones a interpretar y el contexto en el que han de 
ser interpretadas.20 
 
Al punto que, quien realiza la tarea interpretativa debe asumir no ya a las normas como 
objeto de interpretación sino como resultado o producto de la actividad interpretativa. Lo 
que presupone distinguir, necesariamente, entre enunciado o disposición jurídica y 
norma.21 
 
                                               
 
19
 SÁNCHEZ S., Abraham. Sentencias Interpretativas y Control de Constitucionalidad en 
Colombia, Bogotá, Ediciones Jurídicas Ibáñez, 2005, p. 461 
20
 Ibíd., p. 463-464  
21
 Ricardo Guastini, señala: “…La disposición constituye el objeto, de la actividad interpretativa, y 
la norma, su resultado. La disposición es un enunciado del lenguaje de las fuentes sujeto a 
interpretación y todavía por interpretar. La norma es una disposición interpretada, y de este modo, 
reformulada por el intérprete: es un enunciado del lenguaje de éstos…”. Estudio sobre la 
Interpretación Jurídica. Op. Cit., p. 11 
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En la labor interpretativa, aquello que pretende ser interpretado, esto es, el objeto de 
interpretación, se identifica como disposición o enunciado normativo; mientras que el 
resultado, una vez se ha efectuado el proceso de atribución de significado, es la norma. 
Y el argumento a través del cual se adscribe tal sentido a un enunciado normativo, se 
denominaría enunciado interpretativo. 
 
Un ejemplo que ilustraría estas tres figuras en el proceso interpretativo es ofrecido por 
Isabel Lifante Vidal, a propósito de la Constitución Española: 
 
1) <<Todos tienen derecho a la vida>>  (art. 15 CE) 
2) <<“Todos” en el art. 15 de la CE, significa “todos los nacidos”>> 
3) “Todos los nacidos tienen derecho a la vida”.22 
 
En este ejemplo, explica Lifante Vidal, 1) representaría el enunciado a interpretar, es 
decir, el enunciado o disposición jurídica, 2) representaría el enunciado interpretativo y 3) 
representaría el enunciado ya interpretado, esto es, la norma.23 
 
Finalmente, quién realiza y cómo efectúa este proceso, pone de presente la cuestión 
sobre los sujetos y métodos de la interpretación jurídica que será revisado ligeramente a 
continuación. 
1.1.1.1 Sujetos y métodos de la interpretación jurídica 
Si la pregunta es quién puede interpretar, la respuesta, en principio, es: Cualquier 
persona. Solo que la diversidad de sujetos que interpretan proporciona la descripción de 
un sinnúmero de clases de interpretación jurídica, cuya eficacia normativa, muy 
seguramente, también variará. Entre las numerosas clases de interpretación 
encontramos: 
 
                                               
 
22
 LIFANTE, Isabel. “La interpretación jurídica y el paradigma constitucionalista”, en Interpretación 
y argumentación jurídica. Problemas y perspectivas actuales. Coordinadores Carlos Alarcón y 
Rodolfo Vigo, Buenos Aires, Ed. Marcial Ponds, 2012, p. 257 
23
 Ibíd., p. 257 
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 Interpretación auténtica24: Es la realizada por el órgano autor del enunciado a 
interpretar 
 
 Interpretación oficial25: Corresponde con aquella interpretación realizada por un 
órgano del Estado en ejercicio de sus funciones  
 
 Interpretación judicial26: Es la efectuada por un órgano jurisdiccional 
 
 Interpretación doctrinal27: La realizada por juristas o por quienes tienen un interés de 
orden académico.  
 
 Interpretación consuetudinaria28: La llevada a cabo por la sociedad a través de la 
costumbre 
 
 Interpretación consensuada o conmutativa29: Es producto de la voluntad de las partes 
a través de una norma jurídica individual (por ej.: contrato) 
 
En relación con los métodos, Savigny es, quizá, quien originariamente nos ofrece una 
explicación que hoy señalamos como “tradicional”. Con todo, la exposición siguiente se 
verá matizada por las ilustraciones de Alonso García, Raúl Canosa y Antonio Pérez 
Luño, propio de la atención del contexto de la interpretación constitucional.  
 
 Método literal: Refiere la interpretación de los enunciados normativos conforme a  su 
literalidad. Es un método al que se recurre inicialmente, entendiendo que “…es al texto 
a lo que primero se aproxima el intérprete para encontrar la solución al problema 
planteado”30 
                                               
 
24
 GUASTINI, Ricardo. Op. cit. p. 19 
25
 Ibíd., p. 19 
26
 Ibíd., p. 19 
27
 Ibíd., p. 19 
28
 VIGO, Rodolfo. Interpretación Jurídica, Argentina, Rubinzal-Culzoni editores, 2006, p. 25 
29
 Ibíd. 
30
 CANOSA, Raúl, Interpretación Constitucional y Fórmula Política, Madrid, Centro de Estudios 
Constitucionales, 1988, p. 93 
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Si el “texto” a interpretar es la Constitución, Alonso García sostiene que los 
“argumentos <<literales>> son especialmente relevantes para los supuestos de hecho 
aproblemáticos y para las interpretaciones sintácticas y semánticas contextuales”31.  
 
 Método sistemático: Concierne una técnica que tiene como requisito la consideración 
del ordenamiento como un sistema cuya conformidad es procurada por las normas 
que lo componen. 
 
De usarse este método en la interpretación constitucional, una condición se hace 
imprescindible: “…el contenido infraconstitucional se interpretará en clave 
directamente derivada de la Norma Fundamental”32 
 
 Método histórico: Tiene por objeto “…el proceso de creación del texto a interpretar ya 
que interesa conocer la opinión de quien creó la ley…”33 
 
El “originalismo”, se traduce en un modo mediante el cual se busca dotar de 
significado el contenido constitucional, acudiendo a la voluntad o intención del 
constituyente34. Situación compleja si pensamos por un momento en las no pocas 
dificultades para la consecución de los medios aptos que permitan, al intérprete, 
desentrañar la voluntad de los constituyentes, o por lo menos, tener certeza de que 
esa ha sido su intención y no otra. 
 
 Método teleológico: Es la interpretación que se realiza teniendo en cuenta la finalidad 
por la cual se prescribe la disposición a interpretar. 
 
Su revisión más pausada, junto con el método evolutivo y otras técnicas,  se hará en 
las páginas siguientes cuando se perfile el esquema general de la interpretación 
constitucional  
                                               
 
31
 GARCÍA, Alonso. La Interpretación de la Constitución, Madrid, Ed. Centro de Estudios 
Constitucionales, 1984, p. 115 
32
 CANOSA, Raúl. Op. Cit., p 100 
33
 Ibíd., p. 101 
34
 GARCÍA, Alonso. Op. Cit. p 137-142 
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1.1.1.2 Finalidades de la interpretación jurídica 
El profesor Raúl Canosa señala algunos fines de la interpretación jurídica que pueden 
sintetizarse de la siguiente manera:  
 
a) Una finalidad práctica: La extracción de la norma jurídica aplicable a  situaciones 
concretas dada la función normativa de la interpretación jurídica.35  
 
Este es un de los móviles que caracterizan la actividad desarrollada por los sujetos a 
quienes el ordenamiento jurídico les ha otorgado una serie de competencias específicas 
para desempeñar su actividad, llámese juez u otro operador jurídico.  
 
Valga advertir que es precisamente esta cualificación jurídica del sujeto la que permite 
distinguir la actividad propiamente interpretativa de la que concierne a la aplicación. En la 
interpretación, explica Guastini, el objeto sobre el cual se realiza esta actividad son los 
enunciados normativos y no las normas, pues estas, como resultado de la actividad 
interpretativa, son las que recibirán aplicación por el órgano competente. La aplicación, 
en cambio, afirma el italiano, involucra otro tipo de operaciones, junto a la interpretación 
propiamente dicha, como la calificación de un supuesto de hecho concreto y la eventual 
decisión de una específica controversia.36 Esto conduciría a aceptar que, en principio, 
cualquier persona puede interpretar enunciados normativos; pero sólo una parte de ellos 
(los que cuenten con ciertas competencias otorgadas por el ordenamiento) puede 
además dar aplicación a las normas producto de esa misma actividad interpretativa, es 
decir, que la labor del intérprete cualificado cuenta, a su vez, con eficacia normativa. 
 
En el caso puntual que analizamos, la atención está centrada en la tarea desarrollada 
particularmente por el juez como órgano competente de aplicación del ordenamiento37, 
                                               
 
35
 CANOSA, Raúl. Op. Cit., p. 15 
36
 GUASTINI, Ricardo. Op. cit., p. 9-10 
37
 No significa que otros órganos jurídicos no tengan esta competencia; el legislador, por ejemplo, 
también debe aplicar una norma general – La Constitución- en su actividad propia de creación de 
normas generales. Se trata de identificar entre la multiplicidad de posibilidades, al juez, como 
sujeto cualificado al cual se le ha adjudicado la tarea particular de aplicar  las normas en la función 
jurisdiccional.    
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cuya labor le permite, dada las competencias normativas, la posibilidad de hacer uso de 
la fuerza por el incumplimiento o inobservancia de ese mismo ordenamiento.38 
 
Así, esta finalidad práctica, implicará entonces, indicar “bajo qué circunstancias ha de ser 
aplicada, y en tal caso, cómo ha de conducirse el juez”39 
 
La pregunta que merecería formularse en este sentido, es si esta finalidad práctica 
supone un proceso puramente cognoscitivo por el intérprete o si es de naturaleza 
únicamente valorativa, o si consiste en un procedimiento que involucra uno y otro 
elemento conjuntamente. En otras palabras, si la actividad del intérprete es consecuencia 
o no de meras elecciones, o de la racionalidad que ofrezca su apego al ordenamiento, o 
de una u otra simultáneamente. 
 
Muchas son las respuestas y buena parte de su ilustración parece corresponderse con 
los diferentes modelos de interpretación jurídica, como el ofrecido por el formalismo, el 
positivismo jurídico, el realismo jurídico y las teorías de argumentación jurídica, por citar 
algunos ejemplos. Con todo, no es el objeto de la presente investigación dar cuenta 
exhaustiva de cada uno de estos modelos, aunque vale la pena referir este escenario 
como una fuente plausible para la explicación del modo en el que podría conducirse el 
juez. 
 
Como finalidad práctica, la decisión del juez en definitiva, y a pesar de las prevenciones 
del maestro Emilio Betti40, se traduce al mismo tiempo en “…creación y aplicación de 
derecho”41. Su carácter constitutivo es muestra de la “…individualización y concreción 
                                               
 
38
 En palabras de Kelsen, la decisión adoptada por el juez tendría un carácter constitutivo, “en 
cuanto ordena que una sanción concreta sea ejecutada contra un infractor individualmente 
determinado. Pero tendría además un carácter constitutivo, en cuanto comprueba los hechos 
condicionantes de la sanción” Teoría General del Derecho y del Estado, México, Trad. Eduardo 
García Maynez, Universidad Nacional Autónoma de México, 1995, p. 160 
39
 ROSS, Alf. Op. Cit. p 105 
40
 BETTI, Emilio. Op. Cit. p 101  
41
 KELSEN, Hans. Op. cit. p. 19 
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necesarias de la norma general y abstracta“42, y su propósito último comporta “…quedar 
en contacto con la vida social...”43 
 
b) Una finalidad no solo práctica sino también teórica: Referida en términos de 
“orientar al sujeto en la scelta de una norma que  primero: se integre en la vida a la que 
aspira a regular; y segundo, que complemente la legislación”44  
 
Inicialmente, el acto de complementación de la legislación, siguiendo a Kelsen, permite 
percibir al orden jurídico desde la consideración del sistema como una unidad, “…en 
cuanto la producción de cada norma perteneciente a ese sistema, se encuentra 
determinada por otra norma del sistema y, en última instancia, por su norma fundante 
básica.”45  
 
De manera que, una norma de inferior jerarquía encontraría por fundamento  para su 
validez otra norma de mayor jerarquía, pues ésta última establecería la competencia y 
procedimiento de creación de aquélla. Sistema de normas cuya estructura, por tanto, se 
da en forma escalonada, precisamente, para representar la producción de cada norma 
conforme al fundamento que constata la existencia de cada una de ellas.46  
 
Por ejemplo, si una Ley en nuestro Estado se reputa válida, lo es en cuanto ha sido 
producida por el órgano que la Constitución del año 91 (norma de mayor jerarquía) ha 
designado como el competente, y porque además se ha producido siguiendo cada una 
de las etapas que esta misma Constitución ha previsto como necesarias para tal fin (Art 
150 y 157 Constitución Política) 
 
Ahora, si la cuestión se refiere a la decisión judicial, ésta también constituiría parte de 
ese sistema, como una norma válida, si ha sido producida por el órgano y el 
procedimiento que normas de superior jerarquía hayan prescrito previamente como las 
                                               
 
42
 Ibíd., p. 19 
43
 Ibíd., p. 19 
44
 CANOSA, Raúl. Op. Cit., p. 18 
45
 KELSEN, Hans. Teoría Pura del Derecho, Trad. Roberto Vernengo, México, ED. Porrúa, 2007, 
p. 243  
46
 Ibíd., p. 243 
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adecuadas, esto es, se trata de un acto jurídico válido orientado a prescribir una 
conducta determinada mediando la posibilidad de ejercer la fuerza. 
 
Empero, esta norma individual para su integración al sistema, al igual que las otras que 
conforman el Ordenamiento, requiere contar, además, con un mínimo de eficacia. Nos 
referimos a la vigencia de la norma. En consecuencia, ésta no debe haber sido derogada 
“bien en la forma del desuso o por el hecho de que el orden jurídico, considerado como 
un todo, ha dejado de ser eficaz”47 
 
Vigencia del orden jurídico que, en términos de Ross e incluso de Hart, se haría palpable 
en la función desempeñada por los Tribunales – Jueces- como destinatarios de las 
normas; teniendo en cuenta que, a través de su efectiva aplicación por estos órganos, 
lograría identificarse, desde su experiencia, aquellas normas del ordenamiento que 
operan como socialmente obligatorias. Aunque, será en otra oportunidad una de las 
diferencias conceptuales que deba retomarse entre estos tres juristas48 
                                               
 
47
 KELSEN, Hans. Teoría General del Derecho y del Estado. Op. cit. p. 141 
48
 En la exposición de sus teorías, Ross y Hart comparten un supuesto: el fundamento último del 
ordenamiento jurídico es la práctica social. En el caso de Ross, explicado a través de las 
decisiones de los tribunales por ser los responsables de determinar cuáles de esas normas se 
consideran socialmente obligatorias y de ahí la posibilidad de predecir la actividad de los jueces –
Tribunales-  frente a situaciones particulares. Afirma Ross: “...derecho vigente significa el conjunto 
abstracto de ideas normativas que sirven como un esquema de interpretación para los fenómenos 
del derecho en acción, lo que a su vez significa que estas normas son efectivamente obedecidas, 
y que lo son porque ellas son vividas (experienced and felt) como socialmente obligatorias” ROSS, 
Alf. Op. Cit. p 18.  
En Hart la práctica social como fundamento último del ordenamiento jurídico parece mostrarse, 
entre otros, como presupuesto de existencia de la regla de reconocimiento.  
Es una regla cuyo objetivo se orienta a reconocer cuáles reglas tienen la naturaleza de ser 
primarias y cuáles no; por lo tanto, su función principal, desde el punto de vista interno, es ofrecer 
el criterio último de validez del sistema jurídico. En consecuencia, la primera fase de surgimiento 
de la regla de reconocimiento, a diferencia de otras reglas, implica su observancia en la práctica 
como socialmente obligatoria. Sobre este particular afirma H.L.A. Hart “…la regla de 
reconocimiento sólo existe como una práctica compleja, pero normalmente concordante, de los 
tribunales, funcionarios y particulares, al identificar el derecho por referencia a ciertos criterios. Su 
existencia es una cuestión de hecho.” HART, H.L.A El concepto de Derecho, Buenos Aires. Trad. 
Genaro Carrió, Ed. Abeledo-Perrot, 1961, p. 137 
Por su parte Kelsen, contrario a estas posturas, considera que el fundamento de validez de una 
norma no podría hallarse más que en otra norma jurídica y, entendiendo que la práctica implica la 
remisión al ámbito de los hechos, admitir este último como fundamento del sistema conduciría a 
una falta de rigurosidad y distinción teórica respecto de los ámbitos del “ser” y del “deber ser”, esto 
es, comportaría la denominada falacia naturalista. Sobre éste asunto, afirma Kelsen “…la 
pregunta por la validez de una norma –es decir, la pregunta por qué un hombre debe comportarse 
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Especialmente, cuando el juez en su tarea de creación de normas individuales o de 
subreglas de aplicación para casos futuros que guardan circunstancias similares, permea 
la integración y complementación del Ordenamiento, en aplicación de contenidos 
constitucionales, es posible advertir objetivos específicos propios de su actividad 
interpretativa, tal como lo revisaremos más adelante.  
 
c) Una finalidad de orden valorativo: Se refiere a “la aspiración legítima a una 
resolución justa del caso”49.  
 
Ideal este bastante complejo si la pregunta inicial que podríamos formular se tropieza con 
la ambigüedad ofrecida por el término justicia50. 
 
No  obstante, la multiplicidad de significados y contextos que definirían “justicia”, es dable 
asumir de entrada que, para efectos de la presente investigación, la aceptabilidad de la 
decisión del juez en términos de lo “justo” equivale, al menos de manera contingente, a la 
imperiosa adecuación de su decisión conforme a los criterios que el ordenamiento 
jurídico ofrece en particular. Criterios que involucran, a la par, una fuerte carga 
axiológica. 
 
Ahora, en nuestra experiencia normativa, la Constitución parecería configurar esa norma 
jurídica cuyo contenido recrea, de manera legítima, este mínimo axiológico. Al punto que, 
la congruencia normativa con el contenido material de la Constitución daría cuenta de, 
eventualmente, decisiones justas por los órganos correspondientes. 
 
Hasta este punto, podríamos simplificar el esquema51 del proceso de interpretación 
jurídica, señalando como elementos constitutivos:  
                                                                                                                                              
 
así-, no puede ser contestada mediante la verificación de un hecho empírico, ya que el 
fundamento de validez de una norma no puede ser semejante hecho. De que algo sea,  no puede 
seguirse que algo deba ser; así como de que algo sea debido, no puede seguirse, que algo sea” 
KELSEN, Hans.Teoría Pura del Derecho, Op. cit. p. 201 
49
 CANOSA, Raúl. Op. Cit., p. 18 
50
 Ver. KELSEN, Hans. ¿Qué es justicia?, Trad. Albert Calsamiglia, Barcelona, Ed. Ariel, 1992 
51
 Esquema diseñado y recreado por el profesor Carlos Alberto Torres Ruíz en las sesiones por él 
impartidas en diversos cursos de hermenéutica e interpretación jurídica y constitucional. Y es 
quien, precisamente, dirige la presente tesis de maestría 
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a) Un sujeto: Quien realiza la labor interpretativa 
b) Un Objeto: Sobre lo que recae el proceso interpretativo, lo que requiere ser 
interpretado. 
c) Un método: Instrumento o  camino a través del cual se efectuará dicho proceso 
interpretativo 
 
En el acápite siguiente, se recrea este mismo esquema, con el fin de identificar cada uno 
de estos elementos, en la situación específica de la interpretación constitucional. 
 
De otro lado, y cerrando este esbozo general, parece razonable recordar que parte de la 
justificación de un proceso de asimilación y atribución de significado a enunciados o 
disposiciones jurídicas tenga que asociarse, al menos de manera eventual, a la 
consecución de su eficacia. Por este motivo, brevemente traeremos a colación algunos 
referentes teóricos expuestos por Kelsen, Hart, Ross y Dworkin, a propósito de una 
reflexión interesante, la presencia o no de la discrecionalidad. 
 
Hay una exigencia de interpretar normas jurídicas52, afirma el jurista Austro Húngaro 
”…en tanto deben recibir aplicación”, debido a que, de ellas resultan actos de 
indeterminación intencional y actos de indeterminación no intencional del acto de 
aplicación de derecho53, los cuales deberán quedar sujetos a la discrecionalidad del 
órgano competente de aplicación.54  
 
La indeterminación intencional del acto de aplicación de derecho, afirma Hans Kelsen, es 
“establecida por voluntad del órgano que instauró la norma que ha de aplicarse”55   
 
Ejemplo de esta clase de indeterminación puede explicarse revisando nuestro 
Ordenamiento. Así, en nuestro Código Penal el legislador (órgano que instauró la norma) 
prescribió en el Art 103: “El que matare a otro, incurrirá en prisión de trece (13) a 
                                               
 
52
 En el caso de Kelsen no habría una distinción entre norma y enunciado normativo sino que este 
último es subsumido por la noción norma. 
53
 KELSEN, Hans. Teoría Pura.  Op. cit. p 350 - 351 
54
 En síntesis señala Hans Kelsen: “…Hasta la orden más minuciosa tiene que dejar al ejecutor 
una cantidad de determinaciones…” Ibíd., p. 350 
55
 Ibíd., p. 350  
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veinticinco (25) años.” Enunciado en el cual el legislador intencionalmente dejó abierta 
una serie de posibilidades, de indeterminaciones, para ser resueltas por el juez (órgano 
de aplicación) en situaciones particulares, como la condena en años, meses y días que 
deba cumplir X por la comisión de un homicidio en contra de Y, el lugar de reclusión, el 
día exacto en que opera la medida, si procede o no una medida carcelaria, etc. Todas 
estas indeterminaciones son voluntariamente dejadas por el órgano que instaura la 
norma, en tanto debe ser el órgano de aplicación quien las determine atendiendo 
circunstancias o intereses específicos, los hechos que motivan la acción en su contra, el 
modo, tiempo, lugar, etc.   
 
La indeterminación no intencional del acto de aplicación de derecho, por el contrario, no 
resultaría de la voluntad del órgano que instauró la norma sino que es “…la consecuencia 
no buscada de la forma de ser de la norma jurídica que debe ser aplicada…”56, es el 
caso, afirma Kelsen, de la ambigüedad de una palabra, la discrepancia entre la expresión 
lingüística de la norma y la voluntad a través de ella expresada de la autoridad que dictó 
la norma, o, la posible contradicción entre normas válidas vigentes57 
 
Siguiendo con nuestra Ley penal, otro ejemplo que denotaría ya no este grado de 
indeterminación intencional sino una indeterminación no intencional del acto de 
aplicación de derecho por el órgano que la instaura, lo hallamos en el contenido del Art. 
104, a propósito de las circunstancias de agravación del homicidio. En este artículo el 
legislador señaló como una de las circunstancias gravosas, cometer el acto con sevicia, 
aumentando la pena de 25 a 40 años de prisión. La pregunta inicial que deberá 
formularse el órgano de aplicación, que puede ser el juez, es ¿qué se entiende por 
sevicia? ¿Qué hechos son constitutivos de un acto desplegado con sevicia? ¿En el caso 
concreto, X desplegó contra Y actos de sevicia o de tortura? 
 
Estamos, pues frente a un caso típico de ambigüedad, debido a que el término sevicia 
ofrece más de una definición. En este caso el legislador (órgano que instauró la norma) 
no quiso voluntariamente prescribir una conducta ambigua; sin embargo, su admisibilidad 
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resulta de la necesidad por identificar una serie de circunstancias que causarían un daño 
mucho mayor a las víctimas y consecuentemente, atribuir al responsable una sanción 
proporcional a la conducta efectuada. Se deja, así, al órgano de aplicación, en este caso 
al juez, la responsabilidad de elegir una de las varias definiciones del término sevicia y 
examinar cuáles hechos en la situación particular lo llevarán a concluir la presencia o no 
de este agravante en la conducta desplegada por X frente a Y. 
 
En suma, en cualquiera de estos casos será el intérprete, quien decida 
discrecionalmente, dentro de las diversas posibilidades que ofrece el Ordenamiento, cuál 
es el contenido aplicable en los casos concretos; viéndose limitado simultáneamente en 
su labor interpretativa, según esta concepción positivista, por el mismo Ordenamiento 
Jurídico que le otorga tal competencia.  
 
“…en la aplicación del derecho por un órgano jurídico, la interpretación 
cognoscitiva del derecho aplicable se enlaza con un acto de voluntad en el 
cual el órgano de aplicación de derecho efectúa una elección entre las 
posibilidades que la interpretación cognoscitiva muestra…” 58 
 
Como ha de generarse un acto de voluntad mediante el cual el intérprete deba elegir 
entre las distintas posibilidades que el ordenamiento le ofrezca, Kelsen explica, que tal 
elección “…no conduce necesariamente a una decisión única, como si se tratara de la 
única correcta, sino posiblemente a varias…”, por lo que, tendrán “…el mismo valor, 
aunque solo una de ellas se convertirá en derecho positivo en el acto del órgano de 
aplicación de derecho…”59  
 
Esta última tesis junto con la evidencia de discrecionalidad del órgano intérprete, es 
también compartida por el profesor de Oxford H.L.A. HART. Así, tras explicar la 
presencia de la textura abierta del Derecho, es decir, grados de indeterminación en las 
conductas que las reglas prescriben y solo perceptible en el momento de su aplicación; 
refiere dos obstáculos inquebrantables de la condición humana, y por tanto, nada ajenos 
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a la labor de quien deba actuar como intérprete en la resolución de casos concretos: “El 
primero es nuestra relativa ignorancia de los hechos; el segundo nuestra relativa 
indeterminación de propósitos”60  
 
De conceder y afrontar la existencia de este par de obstáculos –relativa ignorancia de los 
hechos y relativa indeterminación de propósitos- en casos en los cuales, por ejemplo, se 
hagan manifiestos la ambigüedad o contradicción normativa en casos particulares, sería 
innegable el margen de voluntad o discrecionalidad en manos de quien tenga la 
responsabilidad de dar aplicación al ordenamiento, y por ende, efectuar un proceso de 
interpretación de sus contenidos. Y si el mismo Ordenamiento prevé unas cuantas 
posibilidades, métodos y formas para interpretar; cualquier elección al respecto, en tanto 
sea una posibilidad dentro del ordenamiento, sería, entonces, correcta o admisible. En 
fin, no existiría, desde éste escenario, una única respuesta correcta consecuencia de su 
labor. 
 
Esta idea de la obtención de una única respuesta correcta y el margen de 
discrecionalidad del juez ha sido abiertamente controvertida por Ronald Dworkin.61 
 
Dworkin parte de una crítica a una de las nociones sostenidas por el  positivismo jurídico: 
la diferencia entre derecho y moral y la diferencia entre juicios descriptivos y juicios 
valorativos. La presencia de los principios en la configuración del sistema normativo 
como orientadores de la decisión del juez, desde esta lectura, rompería esta 
diferenciación entre Derecho y moral, al incorporar en el sistema jurídico valores 
morales.62 A su vez, en la práctica al describir el derecho vigente y proponer el que 
debería ser parecería irrelevante y difícilmente probable separar con claridad los juicios 
descriptivos que hace del derecho, de los juicios valorativos que realiza sobre el derecho. 
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 HART, H.L.A El concepto de Derecho, Trad. Genaro Carrió, Buenos Aires, Ed. Abeledo-Perrot, 
1961, p 160. 
61
 Ver DWORKIN, Ronald. Los Derechos en serio, Barcelona, Ed. Ariel, Año 1984 
62
 A propósito de la definición de principio, Dworkin escribe: “Llamo <<principio>> a un estándar 
que ha de ser observado, no porque favorezca o asegure una situación económica, política o 
social que se considere deseable, sino porque es una exigencia de la justicia, la equidad o alguna 
otra dimensión de la moralidad.” Ibíd., p. 72 
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Explica, además, a través de dos metáforas, la novela en cadena  y el juez Hércules, la 
consideración del derecho como integridad y la pretendida lúcida labor de quien debe 
ofrecer la mejor decisión posible.63  
 
De esta primera idea, el derecho como integridad, afirma Dworkin, “requiere que los 
jueces asuman, hasta donde sea posible, que el derecho está estructurado por un 
conjunto coherente de principios sobre justicia, equidad y debido proceso y que los 
hagan cumplir en los nuevos casos que se les presente…”64 De tal modo que,  el juez se 
obliga a mostrar lo que está interpretando desde la mejor perspectiva posible, 
conservando la congruencia del sistema; tal como acontecería con varios escritores de 
una misma novela.  
 
Con la metáfora del juez Hércules, aparece en escena lo que, quizá, devela en este 
teórico la confianza por concebir una especie de sujeto virtuoso, cuyo norte, identificado 
por los principios de justicia, equidad y debido proceso; lo comprometerían a mostrar, en 
su labor diaria, el mejor de los resultados. El único resultado correcto posible. 
 
Es precisamente este constreñimiento a crear la mejor decisión posible en ese “único” 
Derecho, en esa unívoca novela llamada Derecho, lo que conllevaría a rechazar 
márgenes de discrecionalidad en la labor por él efectuada. Luego, si el Derecho es 
pensado como una gran unidad valorativa, como un gran conjunto coherente de 
principios y reglas, como una gran novela en cadena, sus varios escritores: los jueces, se 
verían obligados a ajustar y adaptar sus decisiones conforme al precedente y mostrarlo 
en su mejor forma posible. Conservación de la integridad del Derecho que no admitiría, 
por tanto, ni la presencia de casos difíciles, todo lo contrario, los casos son fáciles (para 
eso se acude a los principios en situación de duda); como tampoco márgenes de 
discrecionalidad o de elección en el juez, puesto que, el juez Hércules, este hombre 
mitológico, descifrará – descubrirá- la única decisión correcta posible. 
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En el estudio que la presente investigación propone, no es claro de qué manera pueda 
rechazarse: Primero, situaciones o casos difíciles propios del ambiente y de la práctica 
jurídica. Segundo, la discrecionalidad de los órganos de aplicación e interpretación y, la 
consecución de una única respuesta correcta.  
 
Al igual que Hart pero previamente en Ross, una fuente innegable de los inconvenientes 
con los que se enfrenta el intérprete jurídico, es el lenguaje. En este sentido, señala 
Ross: 
 
“La referencia semántica de la palabra, tiene como quien dice, una zona 
central sólida donde su aplicación es predominante y cierta, y un nebuloso 
círculo exterior de incertidumbre, donde su aplicación es menos usual, y 
donde gradualmente se hace más dudoso saber si la palabra puede ser 
aplicada o no”65 
 
Y es este un punto definitivo, en cierta medida, ya que, la interpretación como actividad 
recurre inicialmente a la determinación del significado de las palabras y más 
estrictamente de la “expresión, como una entidad, y las conexiones en que ella 
aparecen”66, afrontando, justamente, sus lados oscuros y confusos en contextos 
particulares.  
 
De otro lado, considerar que en la práctica un mismo órgano de aplicación, describa el 
ordenamiento vigente y efectúe juicios valorativos sobre aquél, no significa, 
necesariamente, que no puedan distinguirse uno u otro tipo de discernimiento. 
 
Además, quien decide es un juez, un ser humano que, parece más sincero decirlo en los 
términos de Ross, adopta decisiones que siente como “correctas”67, pero no por ello 
pueden serlo, indefectiblemente; salvo que fuese claro lo que por “correcto” pueda 
identificarse sin otra definición posible, o salvo, que en determinada circunstancia y para 
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 ROSS, Alf. Op. Cit. p 111  
Una afirmación semejante desarrolla Herbert Hart a través de la consideración de una zona fuerte 
de aplicación y una zona de penumbra de las reglas. Ver El concepto de Derecho. Op. Cit. 
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 ROSS, Alf. Op. Cit. p 114 
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ciertos casos pueda convenirse que una decisión es la “correcta” y las demás no. Es un 
sujeto que al ver inspirada su interpretación “por su concepción de los valores jurídicos”68 
podría  preguntarse por los propósitos e intereses que orientan su actuar y, si uno de 
ellos es la justicia, los interrogantes de nuevo no darían espera, pues evidentemente no 
hay normas, reglas o parámetros generales que prescriban, de manera exclusiva y 
excluyente, lo que por justicia deba entenderse o en qué momento y cómo deba 
justificarse. En definitiva, de las distintas opciones, de las varias definiciones sobre 
justicia, el órgano de aplicación deberá escoger una de ellas y asumir la responsabilidad 
que su elección acarrea69.  
 
A la postre, parece arbitrario admitir la existencia de unos pocos afortunados que 
conociesen una forma unívoca de leer y escribir el Derecho como si entre ellos hubiese 
una especie de conexión racional y volitiva que testificase un único propósito, un único 
método, un único sentido, una única forma de interpretar y definir al Derecho en esa 
sociedad. Parece que creer en esta idea de hombres majestuosos unidos por una misma 
forma de comprender el sentido de aquello que deba interpretarse es tan real como ese 
Hércules fuerte, hijo de un dios y de una mortal. 
 
Frente a este particular, en la tesis se adoptan algunos supuestos, entre ellos, la 
consideración, ya revisada en páginas anteriores, sobre lo que pueda concebirse como 
“una decisión justa” o “correcta” y, para tal efecto vale recordar que la decisión sería justa 
o deseable en términos de esa pretensión de corrección, si la decisión plasmada en una 
norma individual, se ajusta y adecúa al ordenamiento jurídico y, particularmente, a los 
contenidos materiales de la Constitución Política, integrándose y complementándose 
conforme al orden jerárquico de las normas y a la “paralela jerarquía de sentidos 
normativos”70. 
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 Esta idea de justicia fundada en el relativismo axiológico y la responsabilidad moral que ello 
supone, es tomada de la obra de Hans Kelsen que lleva por título “¿Qué es justicia?” Op. Cit., p. 
59-60 
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1.2 Algunos Aspectos de la Interpretación Constitucional  
1.2.1 Consideraciones generales 
Desde la introducción de este capítulo, se ha sostenido la necesidad por observar y 
comprender ciertas nociones que, al parecer, permitirían reconocer un proceso 
interpretativo propio de la Constitución y/o desde la Constitución. No obstante, este 
proceso no se imagina, como también era señalado, por fuera de los lineamientos 
generales que la interpretación jurídica ofrece. 
 
Precisamente, de otorgar un valor normativo a la Constitución esta merecería, en 
principio, el mismo trato de cualquier otra norma respecto de la necesidad por facilitar 
una serie de herramientas que procuren su interpretación y posterior aplicación e 
integración al Ordenamiento Jurídico71. Solo que frente a esta pretendida labor, la 
práctica de los órganos jurisdiccionales, particularmente la efectuada por el Tribunal 
Constitucional, denotaría serios inconvenientes, tal como lo anota el jurista Rubio 
Llorente, debido a que, por ejemplo, “los <<métodos>> tradicionales de la interpretación 
jurídica”72 resultarían insuficientes para dar “solución a los problemas con los que la 
doctrina de la interpretación constitucional ha de enfrentarse”73   
 
Si a más de lo anterior, reafirmamos el carácter prevalente de la Constitución frente al 
resto de normas constitutivas del Ordenamiento, y la consecuente jerarquía de sentidos 
normativos; ciertas pautas que puedan orientar esta labor interpretativa, esto es, 
cláusulas de interpretación derivadas del mismo contenido constitucional, constituiría 
también otra buena razón para justificar un tratamiento especial que deba darse a esta 
labor. 
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 En este sentido, el jurista Francisco Rubio Llorente, exponiendo algunas consideraciones de la 
obra de Forsthoff, refiere: “El carácter normativo de la Constitución implica la necesidad de que su 
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 RUBIO, Francisco. La forma del poder. Estudios sobre la Constitución, Madrid, Centro de 
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Cláusulas de interpretación que, tal como se intentará precisar en situaciones concretas, se 
traducen en un espacio significativo del razonamiento jurídico a tener en cuenta por quien 
deba llevar a cabo este proceso de interpretación74. No sobra destacar que la “trascendencia 
política de las sentencias constitucionales no está tanto en el sentido de la decisión como en 
el razonamiento en virtud del cual se llega a ella…”75. Y sin duda; la fórmula política del 
Estado Social de Derecho, el interés superior del menor, el principio pro actione, pro homine, 
pro libertate, el indubio pro operario, la primacía de los derechos inalienables, y la 
conformidad de sentidos normativos a los tratados y convenios internacionales; no sólo 
hacen parte del contenido vinculante de la Constitución, sino que también podrían 
representar algunos ejemplos de cláusulas, imperativas o potestativas, para la interpretación 
de derechos fundamentales en el marco de la Constitución del año 91.  
 
De otro lado, la presencia de un par de elementos más, apuntados por Ricardo Gustini, 
caracterizarían, también, la interpretación constitucional: Los principios constitucionales -
incluyendo una técnica particular: la ponderación, para la resolución de casos concretos 
que involucran normas con esta clase de estructura-; así como la consagración del 
principio de igualdad en las constituciones contemporáneas76, la cual se ha convertido en 
“una poderosa máquina para la producción de lagunas axigológicas en la legislación”77.   
 
El “carácter abierto del texto constitucional…su mayor cercanía a las cuestiones políticas 
fundamentales…y…el carácter axiológico o principialista…”78 hacen también de la 
interpretación de la y desde la Norma Fundamental, una labor que refiere un cuidado especial. 
 
La construcción de una teoría de la interpretación constitucional79, adquiere, de ésta forma, 
un mayor interés y su estudio parte fundamental de cualquier trabajo que se proyecte en el 
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 GUASTINI, Ricardo. Interpretación, Estado y Constitución, Colombia, Ed. ARA Editores y 
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 SÁNCHEZ S., Abraham. Sentencias Interpretativas y Control de Constitucionalidad en 
Colombia. Op. Cit., p. 472 
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 De acuerdo con el maestro Rubio Llorente, la construcción de  una teoría de la interpretación 
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ámbito de la Teoría Constitucional “cuando la  Constitución es entendida como un límite 
jurídico y no sólo político al poder legislativo”80 y, la jurisdicción constitucional es, 
simultáneamente, asumida desde un rol no sólo jurídico sino igualmente político. Aunque, 
deba decirse, es una tarea que los grandes maestros aún continúan preparando y el único 
objetivo trazado en esta modesta segunda parte del presente capítulo es mostrar, de un 
modo muy general, aquellas buenas razones por las cuales la interpretación que involucra 
contenidos constitucionales es, de alguna manera, particular. 
 
Ello no obsta, incluso, para adelantar un quehacer que encaje en una teoría ya no, en 
términos semánticos, de interpretación sino, como refiere el profesor Rodolfo Vigo, de 
argumentación constitucional81; en la confianza por asegurar como “…en las actuales 
sociedades pluralistas, democráticas y constitucionalizadas contemporáneas, a los 
jueces se les exige que a la hora de brindar su respuesta jurídica autoritativa, expresen 
las razones o argumentos con los que justifican a la misma.82 
1.2.2 Esquema general de la interpretación constitucional 
A continuación se esbozará cada uno de los componentes del esquema propuesto para 
la interpretación en general, pero ajustado a la especificidad de la interpretación 
constitucional. 
 
a) Sujeto  
                                                                                                                                              
 
jurisdiccional,  “pues aunque ciertamente la interpretación no es sólo un problema del juez, la 
función jurisdiccional es la única cuya definición exige una doctrina de la interpretación” RUBIO, 
Francisco. Op. Cit., Volumen III, p. 1357-1358 
80
 Ibíd., p.1362 
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 Rodolfo Vigo anota: “La argumentación es el nuevo nombre para explicar la tarea judicial que 
viene a remplazar al decimonónico de la interpretación, y ello –reiteremos- porque el Derecho y el 
Estado han cambiado sustancialmente, lo que torna difícil conservar aquel concepto cuando ya no 
refleja semánticamente lo que se pretendía. De todas maneras, recordemos que nos movemos en 
un terreno convencional en donde cabe insistir con la interpretación como sinónimo de la 
argumentación, y por ende, abarcando la actual tarea judicial de escoger y argumentar en favor de 
alguna de las respuestas ofrecidas por el Derecho. También otra alternativa sería conservar el 
término interpretación como una tarea incluida en la argumentación, específicamente aquella 
vinculada a los textos legislativos o más genéricamente a los textos normativos…”. Ver. Artículo 
titulado “Argumentación Constitucional”, en Interpretación y argumentación jurídica. Problemas y 
perspectivas actuales. Coordinadores Carlos Alarcón y Rodolfo Vigo, Buenos Aires, Ed. Marcial 
Ponds, 2012, p. 468 
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En el marco de la interpretación constitucional y para los fines de la tesis presentada, el 
sujeto intérprete protagonista para desempeñar esta actividad es el juez constitucional, y 
especialmente en nuestro contexto, la Corte Constitucional. 
 
No quiere decir que el juez sea el único intérprete cualificado de los contenidos 
constitucionales, ni mucho menos que ofrezca, necesariamente, la “mejor” interpretación. 
Sin embargo nada puede evitar la decisiva influencia de la práctica judicial en procura de 
la eficacia del ordenamiento jurídico y de la Constitución en particular.83  
 
Ciertamente, apunta el maestro Rubio Llorente:  
 
“…La Constitución será una realidad viva cuando todos la hagamos eficaz y 
a los jueces corresponde sobre todo la noble tarea de dotarla de eficacia y 
a ellos incumbe su interpretación” 84 
 
Este es quizá uno de los motivos por los cuales algunos teóricos afirman que la 
interpretación que se hace de la Constitución y/o desde la Constitución es 
“concretamente, la interpretación judicial de la Constitución”85 
 
Néstor Pedro Sagüés sugiere, en esta misma senda, la existencia de “…rasgos 
distintivos entre la interpretación judicial de la Constitución y las demás interpretaciones 
que circulan en la sociedad…”86. Desde esta lectura, la interpretación llevada a cabo por 
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 En particular compartimos el enfoque y la aclaración presentada por Enrique Alonso García, en 
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el juez es una “interpretación calificada”,  orientada a “decidir casos tribunalicios” y 
fundada en la idea de producir decisiones que deben ser adoptadas de forma imparcial87. 
 
Pero, ¿qué hay en la interpretación realizada por el juez para que el legislador, por 
ejemplo, deba cederle a aquél este protagonismo tan crucial?, ¿qué hace tan especial 
dicha interpretación, para que legislador deba someter su interpretación a la efectuada 
por el juez en un caso límite?  
 
Este interrogante bien podría resolverse recurriendo a la explicación expuesta en la obra 
del maestro Rubio Llorente88. Sobre este asunto, son varios los criterios a tener en 
cuenta.  
 
Por un lado, estamos frente a decisiones fundadas, en principio, en ámbitos distintos. La 
interpretación realizada por el legislador es consecuencia de una discusión política, por lo 
tanto, asevera Rubio Llorente, cuenta con la “…inmensa autoridad de la representación 
popular”89; mientras que la interpretación realizada, por el juez al ser resultado de una 
discusión jurídica, es decir, del razonamiento fundado en Derecho90, contaría con la 
autoridad que proviene, precisamente, “…de un determinado método de interpretar los 
preceptos jurídicos especialmente los preceptos constitucionales…”91 
 
No sobra indicar que se trata de una diferencia en términos cuantitativos más que 
cualitativos, tal como lo explica Hans Kelsen; debido a que, al involucrar en la decisión de 
un órgano judicial la posibilidad de calcular y en fin, sopesar intereses contrapuestos 
“…en favor de uno u otro, le otorga una capacidad creadora de derecho y, con ello, un 
                                               
 
87
 Sobre este último aspecto, esto es, la imparcialidad en la adopción de las decisiones, Sagüés 
aclara que, de tratarse de la interpretación de la Constitución, difícilmente puede asegurarse una 
“hermenéutica ideológicamente neutra, precisamente, porque la Constitución no es neutral”. Con 
ello se pretende explicar que, es una interpretación que “…no debe estar al servicio de las partes 
de un proceso, sino de los valores de la Constitución…” ibíd., p. 3 
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 RUBIO, Francisco, Op. Cit., Volumen III, p. 1351-1366 
89
 Ibíd., p. 1355 
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poder que da a la función judicial el carácter <<político>> que en una medida mayor tiene 
la legislación”92.  
 
Segundo, si recordamos que, tal como lo señala Rubio Llorente, el “…problema de la 
interpretación constitucional surge sólo, en consecuencia, cuando la  Constitución es 
entendida como un límite jurídico y no sólo político al poder legislativo”93, ello comportaría 
someter la actuación del legislador a la actuación del órgano judicial “…al ver sometida 
su actuación a unas limitaciones cuya transgresión puede ser sancionada, no ya 
políticamente por el electorado…sino jurídicamente con la invalidación de las normas 
producidas…”94 
 
Así aparece contenido en nuestra Constitución Política, en su artículo 241, a propósito de 
las funciones asignadas a la Corte Constitución. A esta corresponde decidir, verbigracia, 
sobre las demandas de inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos contra las 
leyes, tanto por su contenido material como por vicios de procedimiento en su formación. 
Situación que haría viable la revisión de estas normas mediante juicios de 
constitucionalidad, cuya decisión posibilita, en última instancia, la expulsión del 
ordenamiento de la norma considerada abiertamente incompatible con los contenidos 
constitucionales. Esta dejaría de ser entonces, eventualmente, válida dentro del 
ordenamiento jurídico. 
 
De manera que, y siguiendo a Rubio:  
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 KELSEN, Hans. “¿Quién debe ser el defensor de la Constitución?”, en Carl Schmitt y Hans 
Kelsen. La polémica Schmitt/ Kelsen sobre la justicia constitucional: El defensor de la Constitución 
versus ¿Quién debe ser el defensor de la Constitución?, Trad. Manuel Sánchez y Roberto Brie, 
España, Ed. Tecnos, 2009, p. 306.  
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conflicto jurídico es, por cierto, un conflicto de intereses, es decir, un conflicto de poder; toda 
disputa jurídica es consecuentemente una controversia política, y todo conflicto que sea 
caracterizado como conflicto político o de intereses o de poder puede ser resuelto como 
controversia jurídica…” Ibíd., p. 307 
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 RUBIO, Francisco, La forma del poder. Estudios sobre la Constitución. Op. Cit., Volumen III, p. 
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 Ibíd., p. 1352 
32 Cláusulas hermenéuticas en la interpretación de los derechos fundamentales. 
Dos casos particulares en la jurisprudencia colombiana 
 
“El legislador queda desprovisto de instrumentos (al menos de instrumentos 
legítimos) para contrarrestar la acción del juez y éste se alza, como 
intérprete supremo de la Ley Fundamental, por encima del legislador mismo, 
que no puede actuar sobre la Constitución para enmendar la actuación del 
juez, no solo porque no tiene (o puede no tener) la facultad de reformarla, 
sino porque, aunque la tuviera, le resultará siempre imposible configurar los 
preceptos constitucionales de modo tal que se limite eficazmente la libertad 
del juez…”95 
 
Finalmente, este control de constitucionalidad o de regularidad de las leyes por los jueces 
es una necesidad implícita para la garantía de la Constitución96; puesto que, difícilmente 
lograría dotarse de eficacia a una norma cuando ésta no cuenta con instrumentos 
técnicos y jurisdiccionales que la hagan obligatoria. Y esta es una tarea que se le ha 
encomendado al juez y no al legislador. 
 
Ahora, en términos del maestro Austro Húngaro ¿por qué, confiar la garantía de la 
Constitución, su protección última y más segura a un Tribunal Constitucional? ¿Por qué, 
el defensor de la Constitución, debe ser un Tribunal Constitucional?97 
 
Inicialmente, y de acuerdo con la explicación del maestro de la Escuela de Viena, quien 
deba garantizar la protección de la Constitución se encuentra con un panorama 
inocultable como el siguiente: 1) “La función política de la Constitución”, lo cual permite 
controlar “…la constitucionalidad del comportamiento de ciertos órganos del Estado 
inmediatamente subordinados a ella, como el Parlamento o el Gobierno…”98. 2) Una 
muestra tangible de la garantía del contenido constitucional y de su consecuente 
prevalencia en el orden interno, se confirma en el evento en que pueda dejarse sin 
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 Ibíd., p. 1354 
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 Podrá leerse KELSEN, Hans. “La Garantía Jurisdiccional de la Constitución”, en Escritos sobre 
la Democracia y el Socialismo, Madrid, Ed. Debate, 1988, p. 150 
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 Sobre esta particular discusión, ver La polémica Schmitt/ Kelsen sobre la justicia constitucional: 
El defensor de la Constitución versus ¿Quién debe ser el defensor de la Constitución?, Trad. 
Manuel Sánchez y Roberto Brie, España, Ed. Tecnos, 2009 
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 KELSEN, Hans. ¿Quién debe ser el defensor de la Constitución? Op. Cit., p. 292 
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validez algunas leyes por ser manifiestamente inconstitucionales99. En resumen, es 
preciso hallar un órgano que pueda dar “…una respuesta a la cuestión de si la ley ha sido 
dictada de acuerdo con la Constitución”100 3) Una Constitución que “no sólo regula los 
procedimientos de la legislación, sino que también determina de alguna manera el 
contenido de las futuras leyes…”101 requiere recabar en su propios contenidos un órgano 
independiente dispuesto a defenderla contra cualquier clase de violación o transgresión. 
 
Semejante responsabilidad demanda la existencia de un órgano autónomo e  
independiente de cualquier autoridad estatal; “por fuerza de su ética 
profesional…empujado a la neutralidad”102; obligado a cumplir una misión jurídica de 
interpretación de la Constitución103; y si estamos inmersos en un tipo de Estado que 
reclama a la democracia como la mejor forma de organización para ese mismo Estado, 
debe tratarse de un órgano colegiado, en tanto facilita la adopción de las decisiones en 
un escenario adecuado para la discusión de posturas diferentes. 
 
Este Órgano no puede ser otro que el Tribunal Constitucional,  aunque las críticas del 
Iuspublicista Carl Schmitt intentaran ensombrecer a la justicia constitucional, 
emprendiendo un camino peligroso hacia la ampliación del poder del III Reich104  
 
En definitiva, la tranquilidad por dejar en manos del Tribunal Constitucional un panorama 
tan decisivo, responde a la lógica atribución de una competencia que permita un claro 
control del poder que deba estar subordinado a la Constitución. De tal suerte que, “…el 
Parlamento y el Gobierno, en su calidad de órganos que participan en el procedimiento 
legislativo…deben ser controlados por la Justicia constitucional”105  
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 Ibíd., p. 304 
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 Ibíd., p. 312 
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 Ibíd., p. 312 
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 Ibíd., p. 350 
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 KELSEN, Hans. “La Garantía Jurisdiccional de la Constitución”.  Op. cit., p. 131  
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 Al respecto ver. La polémica Schmitt/ Kelsen sobre la justicia constitucional: El defensor de la 
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Pero además y esto resulta quizá más significativo; si la inclusión y participación de las 
minorías en las relaciones al interior del grupo social simbolizan una idea real y no 
puramente formal de la democracia, anota Kelsen:  
 
“…la justicia constitucional aparece como un medio particularmente idóneo 
para hacer efectiva esta idea. La simple amenaza del recurso al tribunal 
constitucional puede constituir, en manos de la minoría un instrumento 
adecuado para impedir que la mayoría viole inconstitucionalmente los 
intereses jurídicamente protegidos de aquélla y para oponerse así, en 
última instancia, a la dictadura de la mayoría, que no es menos peligrosa 
para la paz social que la de la minoría”106  
 
b) Objeto: La Constitución 
 
Aducir que la Constitución puede ser considerada objeto de interpretación, es presumir, 
de entrada, su valor no solo como un programa destinado a establecer límites al poder 
político, sino también, como un complejo normativo dispuesto para su interpretación y 
posterior aplicación en casos concretos. 
 
Pero este será un asunto que se revisará más adelante. (Apartado 1.3) 
 
c) Métodos  
 
Variadas son las herramientas y técnicas que pueden facilitar la labor del intérprete. Con 
todo, es preciso señalar aquellos métodos que para el juez constitucional han servido de 
manera recurrente en su práctica. 
 
Gran parte de estos métodos se han trazado en la interpretación de los enunciados o 
disposiciones jurídicas en general, pero la praxis del derecho constitucional muestra 
como algunos de ellos además de resultar insuficientes  han exigido, simultáneamente, la 
adopción de otras técnicas como la ponderación. Aunque sea estimada por Ricardo 
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Guastini, como una operación que “no es…estrictamente interpretativa…sino un juicio de 
valor comparativo” entre dos principios en controversia107. 
 
El método de interpretación literal y la analogía, pueden constituir ejemplos de métodos 
cuyo uso es menos habitual en la práctica constitucional, dado el carácter abstracto y 
abierto de los textos constitucionales y su amplio margen de discrecionalidad para 
delimitar el alcance de enunciados que, por su estructura, ofrecen mayor generalidad e 
indeterminación. Sin duda, la pretendida actualización de los contenidos constitucionales 
y un aspecto más: el tipo de decisiones que puede efectuar el Órgano constitucional en 
casos de tutela para la protección de garantías fundamentales108, por ejemplo; harían que 
su ejercicio involucre otras herramientas que faciliten su labor interpretativa, o al menos, 
que puedan orientarla con mayor claridad. 
 
Mientras que el método sistemático y el teleológico, este último en un sentido más 
amplio, pueden hallarse en la práctica recurrente de los Tribunales Constitucionales 
como en las decisiones de nuestra Corte Constitucional. 
 
No parece conveniente repetir la definición de estos métodos ya expuestos en el ítem 
1.1.1.1. Sólo se retomarán, para efectos de perfilar un enfoque más amplio, el método 
teleológico y se planteara, groso modo, el método evolutivo y técnicas como la 
ponderación, el test de igualdad y el juicio de proporcionalidad con las prevenciones 
correspondientes. 
 
 Método teleológico 
  
Es un método en el que se interpretan las disposiciones conforme a su finalidad. Aunque 
así dispuesto parecería generar varias inquietudes, entre ellas, si es posible extraer del 
contenido normativo una finalidad a modo de regla interpretativa para el operador 
jurídico, o si es la consecuencia buscada de la interpretación efectuada por el intérprete 
al resolver una controversia concreta.  
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No obstante, encontramos en la explicación de Rubio Llorente una preocupación abierta 
en torno a la concreción práctica de la Constitución.  Lo cual presupone de cierto modo, 
la interpretación de normas constitucionales con un método que parece inexcusable: el 
método teleológico, admisible únicamente, al comportar el telos109 de la Constitución. 
Solo de ésta manera se alcanza a intuir el valor que le dará Rubio a este método en 
especial.  
 
Escribe Rubio Llorente: 
 
“La interpretación teleológica de las normas constitucionales exige, sin 
embargo que, junto a la finalidad de la norma se tenga en cuenta el telos de 
la Constitución y éste…es la creación y mantenimiento de un orden abierto, 
de una sociedad abierta en donde la voluntad popular no tiene otras 
limitaciones que las de mantener abiertas todas las posibilidades. Ello 
impone, como es claro, el respeto total a la dignidad de la persona y a la 
libertad, que todo orden cerrado niega…”110 
 
 Método evolutivo 
 
El método evolutivo, anota Perez Luño, consiste en llevar a cabo la actividad 
interpretativa de las disposiciones adecuándolas “a las exigencias y a los  contextos 
actuales”111  
 
Si uno de los pretextos cuando se interpreta es actualizar el objeto que está siendo 
interpretado, quien interpreta haciendo uso de este método, adaptará el contenido 
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 Sobre el telos de la Constitución, Karl Lowenstein escribe: “En un sentido ontológico, se deberá 
considerar como el telos de toda constitución la creación de instituciones para limitar y controlar el 
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Ariel, 1983, p. 151 
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normativo a la realidad social. Esta dinámica del Ordenamiento le concederá estabilidad, 
vigencia y en fin, “una constante verificación de su eficacia en la realidad social”112. 
 
Una muestra de su aplicabilidad en fallos de la Corte Constitucional se resaltará más 
adelante.  
 
Por lo pronto, se indicaba previamente, el empleo de otras técnicas o herramientas que, 
no siendo estrictamente interpretativas, aparecen en el escenario constitucional para dar 
solución a controversias concretas. Estas son: La ponderación, y por vía de la 
consagración del principio de igualdad en las constituciones contemporáneas113, 
instrumentos como el test de igualdad.  
 
 La ponderación 
 
En el contenido de los textos constitucionales puede encontrase una serie de normas, 
entre ellas, reglas y principios. Para diferenciar unas de otras, Robert Alexy recurre a 
ciertos criterios de distinción: las relaciones que puede suscitarse entre las reglas y entre 
los principios; su generalidad y, su propia identidad.114 
 
En este sentido, afirma Alexy, los principios “son mandatos de optimización que se 
caracterizan porque pueden ser cumplidos en diversos grados y porque la medida 
ordenada de su cumplimiento no solo depende de las posibilidades fácticas, sino también 
de las posibilidades jurídicas”115; mientras que las reglas “son normas que exigen un 
cumplimiento pleno y, en esa medida, pueden siempre ser sólo o cumplidas o 
incumplidas”116 
 
Que un principio prescriba la Dignidad Humana como exigible o la obligación de 
preservar en el orden interno la supremacía constitucional, no solo depende de 
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condiciones reales para su satisfacción sino del contenido que pueda dotarse a uno otro 
principio con el fin de orientar la actuación de quien esté llamado a satisfacerlo. Es decir, 
su observancia ofrece un variado complejo de posibilidades para graduar su aplicación. 
 
Una de estas situaciones puede percibirse en sentencia C-881 de 2002 M.P. Eduardo 
Montealegre Lynett. Decisión en la cual la Corte Constitucional identifica, al menos, tres 
sentidos posibles del principio de Dignidad Humana117. Cuál de ellos es el más 
adecuado, en qué momento y cómo puede adoptarse la decisión fundada en uno u otro 
sentido, encierra una multiplicidad de elementos fácticos y/o normativos producto del 
caso concreto. Exigiría, en palabras de Guastini, “…determinar las reglas implícitas (en 
sentido amplio) que pueden obtenerse del mismo”118. 
 
Una regla, por el contrario, cuya estructura permite, en principio, esclarecer el supuesto 
de hecho y la posible consecuencia jurídica por su incumplimiento; ofrecería mayor 
transparencia al destinatario para determinar la conducta obligatoria, permisible o 
prohibitiva y, en esta medida, aceptar su acatamiento o simplemente desobedecerla. 
 
Esto se debe, en mucho, al mayor y menor grado de generalidad en el contenido de los 
principios frente a las reglas, esto es, en términos de Hart, al mayor grado de textura 
abierta que denotan los contenidos de los principios respecto de las reglas. Parece claro 
que los niveles de indeterminación cambian si estamos frente a un principio –Dignidad, 
Libertad- que frente a una regla –Quien matare otro incurrirá en prisión de 13 a 25 años-.  
 
Y de las relaciones de encuentro entre principios y entre reglas, Alexy  reconoce que en 
las primeras puede originarse una colisión o tensión, mientras que en las reglas se 
provocaría un conflicto o contradicción. La diferencia estaría en que la colisión o tensión 
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 Apunta la Corte: “Al tener como punto de vista el objeto de protección del enunciado normativo 
“dignidad humana”, la Sala ha identificado a lo largo de la jurisprudencia de la Corte, tres 
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sentencia C-881/2002, M.P. Eduardo Montealegre Lynett. 
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no supondría, para su resolución, la negación o anulación de uno de los preceptos. Por el 
contrario, el conflicto de dos reglas generaría, eventualmente, elegir una de ellas en 
detrimento de otra para dar solución a una situación hipotética.  
 
De ahí que la técnica a utilizar para remediar un caso de controversia, o mejor, un caso 
de colisión entre principios sea la ponderación, pues “el factor decisivo lo constituye el 
principio al que le corresponde un peso relativamente mayor en el caso concreto”119. De 
tal manera que al “…principio que juega en sentido contrario se le hace retroceder, pero 
no se le declara invalido.”120 
 
Esta es justamente una de las metas de la ponderación: “la maximización de los 
principios involucrados en las normas en disputa…”121 Por lo tanto,  “…exige tener en 
cuenta los diversos bienes e intereses en juego y propender su armonización en la 
situación concreta…”122 
 
Este tipo de juicio o técnica se retomará en el capítulo segundo (acápite 2.3) 
 
 El test de igualdad y el juicio de proporcionalidad 
 
Configuran dos modelos de respuesta, norteamericano y europeo, frente a la incursión 
del principio de igualdad en la constitución democrática del siglo XX.123  
 
En nuestro caso, inicialmente, la Corte introdujo ambos modelos con el fin de determinar 
si se ocasionaba o no vulneración de este principio, adoptando y adaptando un tercer 
escenario argumentativo posible, a través del test integrado de igualdad124 Otra será la 
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 Corte Constitucional de Colombia, sentencia C-154/2007, M.P. Marco Gerardo Monroy. 
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ocasión en la que se observe con cuidado su operatividad en la práctica de la Corte 
Constitucional. Por ahora se expondrá, brevemente, el objetivo concreto de cada uno de 
ellos. 
 
Con el test de proporcionalidad, de tradición europea, el intérprete se ocupa de revisar 
una serie lógica de requisitos, de manera secuencial. En el evento de cumplir cada uno 
de ellos, se concluye que “no atenta contra el derecho a la igualdad. De lo contrario, debe 
abolirse o removerse el trato diferenciado, restituyéndose la igualdad de trato.”125  
 
Por su lado, lo que el sujeto intérprete intenta con el test ponderado de igualdad (modelo 
norteamericano) es “…establecer los grados de intensidad en la aplicación de un juicio 
de igualdad, teniendo en cuenta el asunto de que  se trate y la forma en que el mismo es 
protegido por el sistema jurídico”126 
 
Y con el test integrado de igualdad, se busca matizar estas dos figuras argumentativas, 
involucrando, simultáneamente, los pasos propuestos por el <<test de 
proporcionalidad>>: “adecuación, indispensabilidad y proporcionalidad estricto sensu127”; 
graduando su intensidad, conforme las consideraciones del <<test ponderado de 
igualdad>>128 
1.2.3 Finalidades específicas de la interpretación constitucional 
En páginas precedentes se ha señalado que la aplicación de la Constitución conduce a 
delimitar las competencias y procedimientos correspondientes para la producción de 
normas de inferior jerarquía, así como a delimitar, eventualmente, su contenido129. Es 
indiscutible que a la pregunta sobre quién y cómo puede producirse  en Colombia leyes 
de la República (cuando son válidas), tengamos que acudir a la Constitución para 
                                                                                                                                              
 
sentencias Corte Constitucional C- 417/09, M.P. Juan Carlos Henao y C-841/03, M.P. Manuel 
José Cepeda. 
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responder que es el Congreso dicho órgano competente (art. 150 C. P.) y, que las etapas 
para que un proyecto se convierta en ley, requiere entre otros, una iniciativa, su discusión 
y aprobación (Art. 157 C.P.). 
 
Empero y siguiendo la exposición teórica de Kelsen, de la aplicación de la Constitución 
también se puede delimitar, en cierto grado, el contenido de leyes futuras. Nuestra 
Constitución prescribe en su Art 11 la inviolabilidad del derecho a la vida prohibiendo 
expresamente la pena de muerte; en su Art 17 proscribe la esclavitud, la servidumbre y la 
trata de seres humanos en todas sus formas; y en su Art. 34 prohíbe las penas de 
destierro, prisión perpetua y confiscación, por citar algunos ejemplos. No sería aceptable, 
bajo estas premisas, que el legislador en ejercicio de su función legislativa produjese 
leyes, posteriormente sancionadas, con un contenido en el que se prescribiera: Quien 
matare a otro bajo circunstancia de agravación punitiva como la sevicia, recibirá una 
condena de pena de muerte o prisión perpetua. Sería igualmente inaceptable un 
contenido de la ley que permitiera para cierta profesión u oficio el empleo de esclavos; o 
la protección de la libertad de empresa para aquellas cuyo objeto social sea el tráfico de 
personas. 
 
La razón para asegurar que estamos frente a normas cuyo contenido es inadmisible se 
debe, ciertamente, a los límites impuestos por la Constitución no sólo para adjudicar a 
ciertas autoridades la producción de leyes atendiendo determinado procedimiento, sino 
también, en algunos casos, al imperioso contenido que deban observar estas leyes para 
su futura promulgación. Aún más claro e incontestable si estamos en presencia de 
prohibiciones expresamente previstas en nuestra Carta Fundamental.  
 
Estamos pues, frente a uno de los fines que cualquier norma jurídica puede reclamar: Su 
efectiva aplicación 
 
Baste llamar la atención, en este corto segmento, a las finalidades de la interpretación 
leídas en clave de dinámica constitucional, expuestas por el profesor Raúl Canosa130. 
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 Actuación y actualización de la Constitución: O en palabras de Hesse,  
<<concretización>>131. 
 
Que la Constitución actúe, conlleva a la forzosa y constante observancia de sus 
contenidos en la conformación del Ordenamiento, en general; y en la ordenación de la 
práctica jurídica y social, en particular.  
 
La actuación de la Constitución constituye así, una suerte de “vivencia real de la norma 
fundamental”132; que condicionará la creación, para Alonso García, de normas 
subconstitucionales, “…que se imponen a todo acto, normativo o no, de rango inferior”. 
De ahí su actualización y concretización.133 Acarreando para el intérprete –el juez- no 
sólo un mayor interés por dotar de sentido a los enunciados normativos sino a la manera 
en que ha de “justificar en sí misma la norma constitucional que él elabora”134.  
 
En el caso de nuestra Constitución colombiana del año 91, la fórmula política del Estado 
Social de Derecho ha constituido una nueva lectura en contraste con el modelo 
constitucional que venía operando bajo la vigencia de la Constitución de 1886. Uno de 
estos aspectos significativos que, de cara a esta cláusula, ha generado una preocupación 
especial es, entre otros, el principio de la dignidad humana. 
 
Si la fórmula del Estado Social de Derecho, ha previsto la Corte, moviliza a los órganos 
públicos a fin de concretar condiciones materiales mínimas de la que pueda gozar un 
individuo135, es preciso que esa misma facultad quede explícitamente advertida en lo que 
deba entenderse por Dignidad Humana. Como podrá leerse, tal rasgo aparece en uno de 
los lineamientos adoptados por la Corte para definir el principio de dignidad humana, en 
tanto ha sostenido, es un principio que debe ser entendido a partir de la satisfacción de 
condiciones materiales adecuadas para que el individuo no solo viva como quiera, sino 
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viva bien136. Y así parece sugerirlo la Corte, a propósito del derecho a la seguridad social 
–pensión de vejez- en concordancia con el mínimo vital137. Anota la Corte: 
 
“Nuestra República se funda en el respeto de la dignidad humana, en el 
trabajo y en la solidaridad (CP art. 1º). Ninguno de estos tres pilares del 
Estado Social de derecho permanecería en pie, si quien diligentemente ha 
contribuido con su trabajo a la construcción de la riqueza nacional, luego de 
llegar a la edad de retiro laboral y de hacerse acreedor a una pensión de 
vejez, se ve, así sea transitoriamente, desprotegido por parte del Estado o 
de las personas que por ley deben asumir la prestación de la seguridad 
social. 
 
(…) 
 
Los trabajadores gozan de un auténtico derecho fundamental a la 
integridad o estabilidad de la pensión de vejez como contrapartida de la 
obligación de protección y seguridad social… 
(…) La obligación de protección y de seguridad impuesta por ley al patrono 
(CST, art. 56), se vería violada de permitirse que éste pudiera, así sea 
temporalmente, desentenderse del pago de las prestaciones que le 
corresponden frente a sus trabajadores pensionados.”138 (Negrillas fuera del 
texto). 
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Como se podrá apreciar, la Corte ha adecuado el contenido de la norma constitucional 
“desde la concreta situación histórica en la que se encuentra”139. Ha definido como 
conducta obligatoria (ha creado como norma subconstitucional) que: Los trabajadores 
gozan de un auténtico derecho fundamental a la integridad o estabilidad de la pensión de 
vejez. Preocupándose como intérprete no únicamente en darle un sentido a  los enunciados 
normativos sino en la forma en que habría de justificar en sí la conducta que ha concebido 
como obligatoria. Argumento fuertemente identificado con el compromiso por concretar 
condiciones materiales mínimas para una subsistencia digna y por ende, exigibles 
independientemente de la falta de previsión de la entidad obligada o de las medidas que 
deba adoptar para lograr finiquitar y/o mantener continuamente dicha obligación.  
 
De este modo actúa, se concretiza y actualiza el contenido constitucional mediante una 
norma subconstitucional, obligatoria a cualquier acto de inferior jerarquía.140 
 
 Integración del Ordenamiento Constitucional: Si partimos de la idea del sistema 
normativo como una unidad141,  cuya estructura es jerárquica respecto de las partes que 
lo componen, y la interpretación se traduce en ese engranaje que conserva, 
esencialmente, dicha unidad y jerarquía; puede colegirse un objetivo puntual: Al tiempo 
que “la nueva regla del derecho se añade al precepto que interpreta en el supuesto 
concreto para el cual es aplicada”142, esta “…regla continúa teniendo efectividad en lo 
sucesivo al contener la previsión de cómo el juez constitucional fallará en caso semejante 
en el futuro”143. 
 
Efectivamente, la confianza por la unidad del sistema y la jerarquía del mismo, hace de la 
interpretación constitucional una categoría que deba, de cierto modo, reforzar su carácter 
institucional144. Y por ello no excluye la búsqueda de cláusulas interpretativas que 
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puedan, igualmente funcionar acorde con esa estructura, en aras de esa unidad y 
constante eficacia. 
 
Ello apunta a que, de asumir una jerarquía de normas cuyo lugar prevalente lo tenga la 
Constitución y una jerarquía de sujetos intérpretes, más que jerarquía, mayor 
protagonismo entre los intérpretes, reclamando el primer lugar el juez constitucional, 
específicamente, la Corte Constitucional; sería también factible persuadir la introducción 
de ciertas medidas o patrones interpretativos que de igual forma, ubicados de manera 
preferente, funcionen como determinadores de la validez de las restantes fuentes del 
Ordenamiento. Así, las cláusulas del Estado Social de Derecho y el interés superior del 
menor actuarían como medidas límites de la validez sustancial del resto de normas del 
sistema, insertando la doctrina constitucional como criterio interpretativo para la Corte. 
 
Ésta es en síntesis la propuesta inscrita en la presente tesis, con la finalidad de preservar 
la integridad del Ordenamiento y la actuación y concretización de los contenidos 
constitucionales. 
 
 Control formal y control sustancial: Hesse describe una doble connotación de las 
normas constitucionales, cuando estas delimitan el marco de interpretación del contenido 
de leyes ordinarias: “…no son solamente <<normas parámetro>> sino también <<normas 
de contenido>>”145 No es simplemente una delimitación instrumental sino además 
funcional. 
 
En el control que ejerce el órgano jurisdiccional sobre aquellas normas o actos de inferior 
jerarquía a la Constitución sujetos a su revisión; la declaratoria de “inconstitucionalidad” 
supondría, en la definición planteada por Kelsen, “la posibilidad de que la regla normativa 
sea anulada…bien la de que el precepto sea nulo.”146 En una u otra situación, el mismo 
ordenamiento deberá fijar las condiciones, competencias y procedimientos para que tal 
declaratoria pueda ser efectuada por la autoridad correspondiente.  
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En el caso colombiano, el constituyente le ha confiado a la Corte Constitucional un 
control sobre diversos actos, leyes, decretos, tratados y/o proyectos de ley (que hayan 
sido objetados por el gobierno); determinando expresamente si se trata de un análisis del 
contenido del acto (control sustancial-control de fondo), de la forma en la que fue 
producido (control formal-control de forma), o ambas conjuntamente147. A la par, como 
órgano de cierre de la jurisdicción constitucional, le corresponde revisar eventualmente 
fallos de tutela promovidos para la protección de garantías fundamentales.   
 
Sin embargo, de prestarse atención, éste Alto Tribunal no realiza un mero control 
normativo de los defectos emanados por estos actos sometidos a revisión, “…se está 
produciendo paralelamente un control de los propios sujetos”148 subordinados a la 
Constitución. Se está controlando la constitucionalidad del comportamiento de los 
órganos del Estado149, a saber: el congreso, el ejecutivo y el mismo órgano judicial. La 
razón principal: La guarda de la integridad y supremacía150 de la parte más importante de 
la jurisdicción constitucional: la Constitución151  
 
Resumiendo y en palabras de Luis Prieto Sanchís: 
“…No es preciso comulgar con ningún realismo extremo para reconocer 
que los jueces no son una boca muda que pronuncia las palabras de la 
Constitución o de la ley, es decir, para reconocer que ejercen un cierto 
grado de discrecionalidad valorativa o subjetiva, muy especialmente en la 
aplicación de normas como puedan ser los principios explícitos o los 
derechos que la Constitución reconoce. Pero, al mismo tiempo parece 
también que la garantía de la Constitución y de los derechos fundamentales 
representa una exigencia insoslayable derivada del principio de supremacía 
y del concepto de constitución (…) hemos de conceder un espacio a la 
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actuación de unos jueces que son, no ya los garantes de las libertades en 
abstracto, sino necesariamente-en el esquema institucional del Estado de 
Derecho- los únicos garantes de nuestros derechos en concreto.”152 
  
 Adopción de la solución más correcta: Complementando esta finalidad ya 
presentada en el apartado (1.1.1.2). Conviene reiterar que esa “solución más correcta” 
deberá hallarse, en la medida de lo posible, en la consistencia y coherencia de la 
elección del intérprete con los contenidos materiales de la misma Constitución. 
 
Si la “preservación y la consolidación de la fuerza normativa de la Constitución”153, 
demanda para Hesse la interpretación constitucional, en este trabajo se comparte, 
evidentemente, que dicha interpretación sea entendida como “correcta” en la medida en 
que “realice de forma óptima el sentido  de la regulación normativa”154 
 
 Defensa de la Fórmula Política: Esta es otra de las finalidades particulares de la 
interpretación constitucional, por tratarse del “núcleo esencial de la Constitución, tanto en 
sentido formal como material”155; aunque configura, realmente, más que una finalidad 
específica de la interpretación constitucional, una cláusula interpretativa de los derechos 
fundamentales y, en consecuencia, un parámetro de validez sustancial del resto de las 
normas y fuentes del Ordenamiento. 
1.2.4 Principios de la interpretación constitucional 
Los principios de la interpretación constitucional, sostiene Canosa, asumen una doble 
función: Instrumental y material  
 
Por un lado, dirigen, coordinan y conducen “…los diferentes datos y factores que 
concurren en la interpretación constitucional”156 en el camino hacia la resolución de casos 
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problemáticos157, esto es, orientan al intérprete sobre aquellas herramientas que deba 
emplear para su actuación en particular158. De otro lado, “fundamentan y guían el empleo 
de los criterios seleccionados, con vistas a la atribución de significado concreto a los 
enunciados normativos en discusión”159. 
 
A pesar de la amplia gama de recursos teóricos para detallar una serie de principios y 
clasificarlos; para los modestos alcances que esta tesis pretende, parece adecuado y 
preciso resaltar, a continuación, los principios que tan lúcidamente proporciona la lectura 
de  Konrad Hesse160 
 
 Principio de Unidad de la Constitución: Las normas contentivas de la Constitución 
deben ser entendidas como un gran conjunto coherente y congruente. Por ende, debe 
facilitarse un proceso interpretativo que evite posibles  contradicciones.  
 
 Principio de la concordancia práctica: Refiere la importancia por guardar la debida 
conformidad entre las normas constitucionales para evitar el apresurado sacrificio de una 
de ellas en favor de otra. Significa que es prioritario dotar a la interpretación de un interés 
particular por conservar y optimizar sus contenidos normativos. Principio que contiene en 
un sentido más estricto el Principio de proporcionalidad, a través del cual se delimitará 
la actividad del intérprete dentro de aquellas opciones que conserven la concordancia 
entre los bienes jurídicos y logre, por tanto, optimizarlos. 
 
 Corrección funcional: El procedimiento interpretativo y quién deba realizarlo, están 
sujetos al marco de funciones asignadas y a la distribución en general de las funciones 
que el mismo Ordenamiento establece. 
 
 Principio de valoración de la relevancia los puntos de vista elaborados: El 
alcance de la labor interpretativa, dentro de los límites razonables que el escenario 
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constitucional le provee, deberá atender especialmente aquellas perspectivas que 
posibiliten la unidad política 
1.2.5 Efectos de la interpretación constitucional 
Las consecuencias de la interpretación constitucional son notorias pues las decisiones 
adoptadas por los Tribunales Constitucionales, y en nuestro contexto, por la Corte 
Constitucional como órgano de cierre, son definitivas. De este tema en particular nos 
ocuparemos más adelante en el marco de la interpretación efectuada por la Corte 
Constitucional a través de sus fallos (Ítem 1.4) 
 
Empero, es importante revisar una diferencia crucial para comprender los efectos de las 
decisiones de las Altas Cortes y, puntualmente, de la Corte Constitucional: La diferencia 
entre decisum, obiter dicta y ratio decidendi 
 
La seguridad jurídica, la adopción decisiones futuras que no contradigan el principio de 
igualdad, adoptar mecanismos para controlar la actividad judicial161, la confianza legítima 
en la administración de justicia, la distribución y colaboración armónica para la 
consecución de los fines del Estado por parte de las ramas y demás órganos públicos, la 
efectiva realización de los derechos, procurar conservar la Unidad y coherencia del 
ordenamiento y encomendar a él la esencia misma por la cual se ha organizado el 
Estado en forma de República Unitaria162; son algunas de las razones para creer que el 
respeto del precedente adquiere un valor importante, más allá de figurar como un simple 
criterio auxiliar de la labor interpretativa. 
 
Este carácter vinculante hace de la jurisprudencia un instrumento efectivo para el 
intérprete y genera al mismo tiempo una responsabilidad frente a su acatamiento como 
fuente obligatoria163. En últimas, el Derecho también se expresa como práctica 
argumentativa164. 
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Sin embargo, atribuir al precedente extraído de la jurisprudencia un carácter vinculante 
supone distinguir una serie de argumentos que “se considere absolutamente básica, 
necesaria e indispensable para puedan servir de soporte directo a la parte resolutiva y 
que incida directamente en ella”165 de otros argumentos que sólo representan una mera 
fuerza persuasiva166 a sus destinatarios. Aquellos constituyen la denominada ratio 
decidendi y éstos segundos argumentos corresponden al término de obiter dicta.  
 
El decisum, por su parte, concuerda con la parte resolutiva, es decir, con la resolución 
concreta del caso167 
 
En el siguiente cuadro puede observarse algunas de las diferencias entre los tres tipos 
de argumentos: 
 
Ratio decidendi Obiter dicta Decisum 
Razón de la decisión Dicho de paso Decisión 
Formulación general 
del principio, regla o 
razón general que 
constituyen la base de 
la decisión judicial 
específica168 
Reflexiones, opiniones 
más o menos 
incidentales en la 
argumentación169 
Resolución específica del caso 
concreto adoptada en la parte 
resolutiva170 
Fundamentos jurídicos 
suficientes, que son 
inescindibles de la 
decisión sobre un 
determinado punto de 
derecho171 
Afirmaciones que no se 
relacionan de manera 
directa y necesaria con 
la decisión172 
Conceptos que 
guardan  una relación 
estrecha, directa e 
Argumentos que 
pueden contener 
elementos importantes 
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inescindible con la 
parte resolutiva173 
pero no son suficientes, 
necesarios o no se 
relacionan 
directamente con la 
decisión adoptada174 
Fuerza vinculante175 Fuerza persuasiva176 Fuerza vinculante 
Cosa juzgada 
implícita177 
Constituyen criterios 
auxiliares de la 
actividad judicial178 
Cosa juzgada explícita, cuyo efectos 
dependen del tipo de decisión179: 
  Control abstracto 
constitucionalidad 
 
 
Efectos  
Erga omnes 
Revisión 
eventual  
fallos tutela 
 
Efectos  
Inter partes 
 
1.3 La Constitución como objeto de interpretación  
Sostener que la Constitución “representa el nivel más alto dentro del derecho 
nacional”180, entraña la curiosidad por reconocer qué hay en ella que la hace tan 
excepcional y cuál es el papel que jugará en la comunidad política. Inquietud que se 
aumenta si, en efecto, sus contenidos pueden dotar de validez al resto del ordenamiento 
y controlar, conjuntamente, el comportamiento de quienes deban estar sometidos a ella. 
 
Como puede observarse en la obra del maestro Abraham Sánchez, la singularidad de la 
Constitución y los factores generadores de la indeterminación de los textos 
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constitucionales181, permiten contrastar la Norma Fundamental con otro tipo de 
disposiciones y continuar abordándola de forma peculiar. Características y factores que 
se traducen en una serie de notas específicas que difícilmente puede ignorar el intérprete 
y que, por supuesto, justifican ese especial tratamiento que deba darse a la Constitución 
cuando ella es objeto de interpretación. 
 
Características singulares de la Constitución182 como: 
 
 Su lugar prevalente en el orden jerárquico del sistema normativo 
  
 Demandar un trámite agravado para su reforma  
 
 Su pronunciada conexión con los fenómenos políticos de los cuales pretende ser el 
estatuto jurídico  
 
 Incorporar una multiplicidad de opciones axiológicas   
 
 Configurar un <<>cuerpo normativo>> producto de la actuación del poder 
Constituyente  
 
 Tener por finalidad la pretensión de articular el mundo jurídico en un todo unitario y 
coherente que tenga en la Constitución su eje central.  
 
Y, factores generadores de la indeterminación de su contenido183, entre los cuales 
aparecen: 
 
 Su vocación de perdurabilidad. La estructura de la Norma fundamental deja abierto 
espacios para que el intérprete adecúe su contenido conforme las distintas 
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circunstancias y variables condiciones de los tiempos para que pueda enfrentar con 
éxito vicisitudes de difícil previsión. 
 
 La exigencia de armonizar las disposiciones en ella contenidas frente a situaciones 
futuras que generen controversia o tensión. 
 
 La compleja especificación y la influencia del contenido axiológico.  
 
Otro de los temas recurrentes en esta misma senda, es la definición de  Constitución, 
aunque sean pertinentes para este trabajo solo aquellas apreciaciones que permitan 
reconocer una relación cardinal entre constitución e  interpretación; por lo tanto, 
ilustraciones fundadas en el carácter puramente político de la Constitución –como la 
expuesta por Ferdinand Lasalle o Karl Lowenstein184- no serán objeto de revisión según y 
conforme se ha advertido la relación cardinal que se quiere analizar.  
 
Inicialmente puede imaginarse a la Constitución como un “documento solemne, un 
conjunto de normas jurídicas que sólo puede ser modificadas mediante la observancia de 
prescripciones especiales…”185. O, como un conjunto de “…preceptos que regulan la 
creación de normas jurídicas generales y, especialmente, la creación de leyes”186. La 
primera acepción, según Kelsen, define a la constitución en su sentido formal y la 
segunda la define en su sentido material. Pero aclara el jurista, que el énfasis sobre el 
cual deba entenderse el término constitución está dada por la concepción de constitución 
en su sentido material, debido a que, desde esta óptica, se reconoce la existencia de una 
forma especial para las leyes constitucionales, y se erige, en esencia, como referente de 
validez para la producción de normas generales, para la determinación de competencias 
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 Recordemos que para Ferdinand Lasalle, en su obra ¿Qué es una Constitución?, Bogotá 
Temis, 2010, se definía a la Constitución como la “suma de los factores reales de poder” y 
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y procedimiento regulares, y para determinar, hasta cierto grado, el contenido de leyes 
futuras.187 
 
Vale también definirla, indicando que ella es en sí misma fuente de Derecho, esto es, 
“origen mediato e inmediato de derechos y de obligaciones y no sólo fuente de las 
fuentes”188. Por tanto, su núcleo sería la “declaración de derechos y su garantía…”189 y, 
las libertades consagradas asegurarían que “...la Sociedad no sea del Estado, sino el 
Estado de la Sociedad”190 
 
Como quiera que la constitución suscite variedad de observaciones, hay una de ellas que 
consigue un renglón importante: El Bloque de constitucionalidad. Una de las razones es 
simple, este es un concepto que se incorpora en la definición de Constitución.  
 
El bloque de constitucionalidad tiene sus raíces en la práctica del Consejo Constitucional 
Francés191, pero actualmente ha sido notoria la incursión de esta expresión en la doctrina 
constitucional de numerosos países, pese a no poseer con certeza, información que 
brinde con exactitud cuál es su contenido o cuál es el rasgo que lo constituye como tal192 
. No obstante, la práctica de los Tribunales Constitucionales ha permitido sistematizar 
buena parte de esa información y el trabajo de compararlas resulta también muy 
provechoso193. 
 
En nuestro contexto, la Corte Constitucional desde el año 95 hizo explícita la expresión 
bloque de constitucionalidad, aunque desde el año 92 utilizara tácitamente esta figura y a 
partir del año 97 intentara sistematizarlo194.  
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 Ibíd., p. 89 
191
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 UPRIMNY, Rodrigo. “El Bloque de Constitucionalidad en Colombia. Un análisis jurisprudencial 
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La noción preliminar que se ha estilado para describir el bloque, a través de las 
decisiones de la Corte Constitucional en Colombia, da cuenta de un conjunto de normas 
que, a pesar de no encontrarse expresamente consagradas en su texto, cuentan con 
rango constitucional y sirven simultáneamente de pautas para realizar juicios de 
constitucionalidad. 
 
Al  respecto anota la Corte, 
 
“…el bloque de constitucionalidad está compuesto por aquellas normas y 
principios que, sin aparecer formalmente en el articulado del texto 
constitucional, son utilizados como parámetros del control de 
constitucionalidad de las leyes, por cuanto han sido normativamente 
integrados a la Constitución, por diversas vías y por mandato de la propia 
Constitución. Son pues verdaderos  principios y reglas de valor 
constitucional, esto es, son normas situadas en el nivel constitucional…”195 
 
En su tarea por sistematizar el contenido del Bloque de Constitucionalidad, la Corte ha 
venido perfilando dos formas de pensarse el bloque con el objeto de precisar cuáles de 
esas normas, constitutivas de aquél, cuentan con rango constitucional en estricto sentido 
y cuáles “aunque no tengan rango constitucional configuran parámetros para examinar la 
validez constitucional de las normas sujetas a control”196. Así, la Corte distingue entre 
Bloque de Constitucionalidad  en sentido estricto y, Bloque de Constitucionalidad en 
sentido lato o amplio.197 
 
Hay por supuesto, una peculiaridad del bloque de constitucionalidad que es esencial para 
esta investigación, su fuerza obligatoria. Son estas normas constitutivas del bloque 
                                                                                                                                              
 
internacional, Bogotá: Oficina Alto Comisionado de Naciones unidas para los Derechos Humaos, 
2011  
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 Corte Constitucional de Colombia, Sentencia C-225/1995 M.P. Alejandro Martínez Caballero. 
Disponible en www.corteconstitucional.gov.co  
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 Corte Constitucional de Colombia, sentencia C-750/2008 M.P. Clara Inés Vargas. Disponible 
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fuentes de Derecho que regulan, por tanto, la producción de las demás normas del 
ordenamiento. 
 
Sobre este asunto, ha sostenido la Corte: 
 
“Dado el rango constitucional que les confiere la carta, las disposiciones que 
integran el bloque superior cumplen la cuádruple finalidad que les asigna 
Bobbio, a saber, servir de i) regla de interpretación respecto de la dudas que 
puedan suscitarse al momento de su aplicación; ii) la de integrar la 
normatividad cuando no exista norma directamente aplicable al caso; iii) la 
de orientar las funciones del operador jurídico, y iv) la de limitar la validez de 
las regulaciones subordinadas. 
 
El hecho de compartir la jerarquía del texto formal de la Carta convierte a los 
dispositivos del bloque en “eje y factor de unidad y cohesión de la sociedad”, 
y la condición de ocupar con ellos el máximo peldaño en la escala normativa 
obliga a que toda la legislación interna acondicione su contenido y ajuste 
sus preceptos a los estatutos por aquellas adoptados, pues éstos irradian su 
potestad sobre todo el ordenamiento normativo”198 
 
Ahora bien, tocante a la cuestión de la interpretación que tenga por objeto la 
Constitución, debe insinuarse la distinción entre Interpretación de la Constitución e 
Interpretación desde la Constitución.  
 
La interpretación de la Constitución, afirma el profesor Abrahám Sánchez Sánchez, 
describe “…la actividad interpretativa que tiene por objeto la Constitución considerada 
como un peculiar conjunto normativo que agrupa los preceptos de mayor valor 
jurídico”199. La interpretación desde la Constitución sugiere, por su lado, “la interpretación 
del Ordenamiento jurídico en función de la Constitución que hallándose en la cúspide, 
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 Corte Constitucional de Colombia, sentencia C-063/3003 M.P Gerardo Monroy Cabra. 
Disponible en www.corteconstitucional.gov.co 
199
SÁNCHEZ, Abraham. Sentencias Interpretativas y Control de Constitucionalidad en Colombia. 
Op. Cit., p. 484-485 
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proyecta su especial condición normativa hacia la base, condicionando el proceso 
interpretativo de las disposiciones restantes“200. 
 
Aunque sea valioso indicar esta diferencia, también lo es advertir que es una distinción 
no excluyente, de acuerdo con los propósitos de este trabajo de investigación. Por lo que, 
intuir la presencia de cláusulas interpretativas de los derechos fundamentales en la 
Constitución del año 91, comprende, en principio, atribuir un significado a las normas de 
derechos fundamentales  –interpretación de la Constitución- y procurar, en la medida de 
las posibilidades, irradiar la construcción del sentido de la norma superior hacia el resto 
del ordenamiento a partir de estos marcos de referencia interpretativa –interpretación 
desde la Constitución-. 
 
Para concluir este segmento, merece revisarse una fórmula que puede resultar 
interesante, pero es una propuesta que excede el objeto del presente trabajo. Es la idea 
sugerida por Paolo Comanducci, en la cual, es la configuración del objeto a ser 
interpretado la que “sirve principalmente para determinar qué deba entenderse por 
interpretación de la constitución y no al revés”201. Traza, de ésta forma, cuatro modelos 
de constitución202 para luego disponer, a partir de cada uno de ellos, distintos modos de 
entender la interpretación de la constitución. Cerrando con una conclusión valiosa: Las 
especulaciones sobre aquello que caracteriza la especificidad de la interpretación 
constitucional y las discusiones en torno a esta clase de interpretación “…proceden de 
una configuración no compartida del objeto constitución”. Pero, el cuidado que deba 
darse a este planteamiento metodológico y las consecuencias de esta múltiple 
concepción del objeto será motivo de un trabajo posterior.  
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 COMANDUCCI, Paolo. “Modelos e Interpretación de la Constitución”, en Constitución y Teoría 
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58 Cláusulas hermenéuticas en la interpretación de los derechos fundamentales. 
Dos casos particulares en la jurisprudencia colombiana 
 
De repente, puede afirmarse que en el marco de esa propuesta, los modelos cercanos 
para el desarrollo del trabajo actual serían el modelo descriptivo y el modelo axiológico 
de la constitución como norma203, aunque con los reparos del caso. 
 
En fin, si existe un nexo substancial entre Constitución e interpretación, hasta este punto, 
puede ser diseñado partiendo de, al menos, tres consideraciones: 1. Los contenidos 
constitucionales son definitivos para dotar de validez al resto del Ordenamiento, por 
ende, la comprensión de esos mismos contenidos es una labor prioritaria por los órganos 
del Estado y más llanamente, por quien deba darle aplicación. Aplicación que se fortalece 
y se nutre, en últimas, de la eficacia del sistema como unidad. 2. De constituirse en 
fuente de Derecho, la Constitución no solo delimitaría la producción y contenido del resto 
de las fuentes, sino que su contenido es en sí mismo exigible por el órgano jurisdiccional 
que tenga la competencia de garantizarlo. Su contenido material –derechos, garantías 
institucionales, principios fundamentales, valores constitucionales- sin duda, soporta y 
orienta la estructura misma del Estado. 3. De tal manera que, si la interpretación es el 
mecanismo que conecta a la Constitución con la realidad práctica (que intentaría 
hacerlas coincidir), parece favorecer a ese mecanismo que de la misma Constitución 
pueda identificarse, ciertamente, las pautas a través de los cuales deba dotarse de 
significado o deba construirse normas subconstitucionales. Estamos hablando de 
cláusulas interpretativas contenidas en la Carta Fundamental que servirán de patrones 
de validez del ordenamiento en general. 
1.3.1 Valor normativo de la Constitución 
O lo que es lo mismo la fuerza normativa de la constitución204 Esta breve presentación, 
dará cuenta de la explicación construida por el maestro Konrad Hesse. 
 
Esta consideración, se revela teniendo en cuenta tres supuestos primordiales: Primero, la 
íntima conexión que habría entre: Constitución como norma jurídica y la realidad política 
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y social. Segundo, las condiciones, límites y posibilidades para hacer realizable esta 
relación. Y tercero, la presencia de la <<voluntad de Constitución>>205. 
 
La conexión, escribe Hesse, expresa la pretensión de vigencia que tendría la norma 
constitucional, puesto que, difícilmente se hablaría de vigencia de la norma aislada de las 
“circunstancias concretas de su tiempo”206. Dicha pretensión, empero, “intenta a su vez 
ordenar y conformar la realidad política y social”207. De ésta correlación entre la 
pretensión de vigencia de la constitución o su adaptación a la realidad y su pretensión de 
regular y ordenar esa misma realidad, surgen las condiciones y posibilidades de la fuerza 
normativa de la Constitución.208 
 
Las condiciones para hacer realizable esta mutua dependencia entre la norma 
constitucional y la realidad, involucra, por lo menos dos cuestiones: El mismo contenido 
de la Constitución y la praxis constitucional209. Esta última cuestión, encarna la idea de 
<<voluntad de Constitución>>. Voluntad justificada en la firmeza por un “orden objetivo y 
normativo inviolable que  aleje a la vida estatal de la arbitrariedad…” y, basada en la 
convicción de que se trata de un “orden no sólo legítimo sino necesitado de continua 
legitimación”, cuya vigencia depende de constantes actos de voluntad congruentes con el 
mantenimiento de la unidad política.210 
 
De esta manera, Hesse responde a un problema crucial en la caracterización de la 
Constitución lejos de ser pensada como un trozo de papel y, entrega por esta vía, una 
premisa inexcusable en el futuro: No es posible ignorar el ímpetu que irradia la Carta 
Fundamental, pues ella representa un marco normativo legítimo y congruente con la 
realidad social que desea regular. 
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1.4 La interpretación constitucional en los fallos de la 
Corte Constitucional colombiana 
Para ultimar este primer capítulo, es conveniente desarrollar algunos comentarios acerca 
de la interpretación constitucional en las decisiones de la Corte Constitucional 
colombiana. 
 
Se revisará ligeramente, debido a que no es el objetivo principal de esta investigación, la 
adecuación de los métodos y principios a la práctica constitucional colombiana (la 
ponderación será objeto de análisis en el capítulo 2. Derechos fundamentales); y los 
efectos que cabría atribuirse a esta praxis judicial. 
 
Cuestiones previas 
Ya se mencionaba que a la Corte Constitucional, conforme el Art 241 de la Constitución 
Política, se le confía la guarda de la integridad y supremacía de la Constitución211. Para 
concretar tal finalidad, la Corte debe ejercer un control de constitucionalidad sobre los 
actos, leyes, decretos, tratados y/o proyectos de ley (cuando hayan sido objetados por el 
gobierno); e igualmente debe proceder a la revisión eventual de fallos de tutela.  
 
“…es indudable que la función de garantizar la vigencia efectiva de la 
Constitución, incluye, bajo ciertos parámetros de procedibilidad, la de 
verificar que los jueces y demás autoridades públicas interpreten y apliquen 
las leyes en armonía con las prescripciones superiores, pues la 
Constitución, como norma de normas, constituye el orden jurídico 
fundamental del Estado y, por ende, el eje central de todo el derecho 
interno”212 
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 Apunta la Corte: “En virtud del principio de supremacía constitucional, las autoridades públicas 
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Así las cosas, la Corte tiene en sus manos dos grandes funciones procedimentales y 
sustanciales para intervenir en el comportamiento regular de los órganos que deben estar 
sometidos a la Constitución: El control de constitucionalidad y la revisión eventual de 
fallos de tutela 
 
 Acción pública de inconstitucionalidad: Es una herramienta “que permite la 
anulación de las leyes que contradigan la Carta Política”213 por ser estas abiertamente 
incompatibles con su contenido. Es una acción que se caracteriza por ser pública de 
carácter político, principal y directa.214  
 
El análisis que hace la Corte es en abstracto, y en ningún caso la aplicación concreta que 
ella tenga215. Con todo, también ha aclarado la Corte que, de manera excepcional y a 
través de este mecanismo, puede la Corte intervenir en casos relacionados con la 
interpretación de las normas jurídicas si estas involucran un problema de interpretación 
constitucional y el mismo deviene directamente en el texto o contenido de la disposición 
impugnada.216 
 
En suma, confirma la Corte que: 
 
“No puede entonces la Corte Constitucional, como regla general, establecer 
cual es el sentido autorizado de las normas legales. Sin embargo, el anterior 
principio se ve matizado por los siguientes dos elementos que provocan una 
constante interpenetración de los asuntos legales y constitucionales. De un 
lado, es obvio que un proceso de control de constitucionalidad implica 
siempre un juicio relacional que busca determinar si una norma legal es o no 
conforme con las normas constitucionales. Este juicio no es entonces 
posible si no se establece previamente el significado de la norma legal. 
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Ningún tribunal constitucional  puede entonces eludir la interpretación de las 
normas legales. De otro lado, la Constitución es norma de normas y 
constituye la base de todo el ordenamiento positivo (CP art. 4º), por lo cual 
los jueces ordinarios están también sometidos al imperio de la Constitución. 
Esto significa que los jueces ordinarios tampoco pueden dejar de lado la 
interpretación de las normas constitucionales al ejercer sus funciones.”217 
 
De manera que, se elucida el control inicial que le compete a la Corte en conexión con su 
facultad interpretativa. Destacando la trascendencia del control de constitucionalidad por 
tratarse de “…una vía expedita para reivindicar el verdadero alcance de la ley y de su 
validez frente a la Carta, particularmente, cuando a la luz del derecho viviente ésta entra 
en contradicción con el texto Superior”218 
 
 Revisión eventual de fallos de tutela: La acción de tutela es el mecanismo idóneo 
para la protección de los derechos y garantías fundamentales cuando estos han sido 
amenazados o vulnerados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública y, 
eventualmente, conforme ciertos requisitos, de un particular219 
 
La Corte es competente para conocer, indirectamente, de este tipo de acciones mediante 
su revisión que es eventual. Quiere ello decir que, al no ser la Corte tercera instancia sino 
órgano de cierre de la jurisdicción constitucional, puede conocer, en unos y no en otros, 
estos asuntos220. Pretende básicamente, “…unificar la interpretación constitucional en 
materia de derechos fundamentales, y, de otro, erigir a la Corte Constitucional como 
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tribunal máximo de derechos constitucionales y como órgano de cierre en las 
controversias sobre el alcance de los mismos.”221 
 
La injerencia de la Corte Constitucional en la revisión de los fallos de tutela, comporta el 
examen cuidado del comportamiento de los jueces en su obligación de sujeción a la 
Constitución y, sustancialmente, el cuidado en la interpretación que de ella hagan. 
Acarrea esta función, una muestra de la <<voluntad de Constitución>>, al “…fijar con su 
doctrina los valores políticos acogidos por el constituyente, de forma que los derechos 
fundamentales sean actualizados constantemente y se racionalice la solución de los 
conflictos sociales.”222  
 
La introducción de estos mecanismos, control de constitucionalidad y revisión eventual 
de fallos de tutela, han depurado el mejor reto por salvaguardar la supremacía e 
integridad de la Constitución y la uniformidad de su interpretación. Para la Corte, 
 
“…La institución de la cosa juzgada constitucional, en primer término, 
garantiza el carácter general de las sentencias de inexequibilidad proferidas 
por la Corte Constitucional que, por lo tanto, están dotadas de efectos erga 
omnes. En segundo término, la revisión eventual de las sentencias de tutela 
contribuye a homogeneizar la interpretación constitucional de los derechos 
fundamentales.”223 
 
No es necesario, volver a describir cada uno de los conceptos que hacen especial la 
interpretación que hace la Corte Constitucional, basta reafirmar su valor peculiar respecto 
de todo el sistema normativo. 
 
                                               
 
221
 Corte Constitucional de Colombia. Auto 05/2010 
222
 Corte Constitucional de Colombia, sentencia C-018/1993 M.P. Alejandro Martínez Caballero. 
Disponible en www.corteconstitucional.gov.co 
223
 Corte Constitucional de Colombia, Sentencia SU-640/1998 M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz. 
Disponible en www.corteconstitucional.gov.co 
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“Las sentencias de la Corte Constitucional, en este sentido, por ministerio de 
la propia Constitución, son fuentes obligatorias para discernir cabalmente su 
contenido.”224 
 
Hechas estas apreciaciones, examinemos solo 2 casos, elegidos al azar, para empatar, 
de manera genérica, los métodos, principios y técnicas de la interpretación constitucional 
con el trabajo de interpretación de la Corte. Uno de ellos, para exponer el acoplamiento 
del principio de unidad constitucional y el método sistemático (por ser este un método 
recurrente) y el otro, a fin de presentar el método evolutivo como ampliación de los 
métodos tradicionales. 
 
 Sentencia C-535/12 M.P. Gabriel Mendoza 
 
El problema jurídico a resolver por la Corte es la probable discrepancia del Art. 223 de la 
Ley 5 de 1992 (reglamento del Congreso) con el numeral 4° del artículo 237 de la 
Constitución Política, al no incluir al Consejo de Estado en la lista de titulares de iniciativa 
para presentar ante el Congreso proyectos de Acto Legislativo, según lo expuesto por el 
actor de la demanda. Añade igualmente el accionante, y será también objeto de análisis, 
la existencia de un conflicto entre los artículos 237-4 y 375 de la Constitución; lo cual 
motivaría la incompatibilidad anunciada, pues mientras el primero parece otorgarle al 
Consejo de Estado competencia para presentar proyectos de Acto Legislativo, el 
segundo lo excluye de tal posibilidad. 
 
Resulta llamativo, la manera en la que es enfrentada por la Corte esta aparente 
incompatibilidad normativa, tanto de las normas constitucionales como de la Ley Vs. 
Constitución; haciendo uso, entre otras, de un par de pautas gruesas que pueden 
subrayarse. Primero, la obligatoria observancia del principio de unidad constitucional y 
segundo, la pertinencia del método sistemático en la construcción del sentido de las 
normas en cuestión. 
                                               
 
224
 Corte Constitucional de Colombia, sentencia SU-640/1998 M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz. 
Disponible en www.corteconstitucional.gov.co. Así, un supuesto importante es que: “La fuente 
suprema es la Constitución, la cual es desarrollada por las leyes. Pero en el caso de que no exista 
una ley que desarrolle la materia, habrá de acudirse a la interpretación que realice el tribunal 
constitucional sobre la norma suprema” 
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 En este caso, el compromiso que asume el intérprete frente a su labor con la Carta 
cuando deba ser interpretada a la luz del principio de unidad constitucional y haciendo 
uso de los métodos que garanticen esta responsabilidad (método sistemático), exige la 
interpretación de la Constitución como un todo armónico y coherente, por oposición a una 
interpretación aislada o contradictoria de las disposiciones que la integran.  
 
Por consiguiente, los enunciados interpretativos de la Constitución deben ser 
interpretados en forma sistemática y armónica, teniendo en cuenta la voluntad 
constituyente, con el fin lograr su máximo nivel de efectividad en la aplicación y de 
impedir que, a partir de valoraciones aisladas, se presenten incongruencias que 
desconozcan su verdadero contenido y alcance. 
 
En el examen de las dos normas de la Carta y atendiendo estos presupuestos, encuentra 
la Corte su congruencia, concluyendo que la lista de sujetos habilitados para presentar 
proyectos de acto legislativo, contenida en el artículo 375 de la Carta no es taxativa sino 
meramente enunciativa. Por ende, además de los allí expresamente establecidos, se 
extiende la iniciativa para presentar proyectos de acto legislativo al Consejo de Estado, 
conforme lo dispuesto en el Art 237- 4 de la Constitución.225 
 
La norma o resultado de la interpretación, en este sentido, sería probablemente: “Podrán 
presentar proyectos de acto legislativo el Gobierno, diez miembros del Congreso, el 
veinte por ciento de los concejales o de los diputados, los ciudadanos en un número 
equivalente al menos, al cinco por ciento del censo electoral vigente; y los demás que 
sean autorizados por la Constitución conforme la voluntad expresa del Constituyente”  
 
Y de la compatibilidad de la disposición legal respecto de la Constitución, la Corte 
considera que: 
                                               
 
225
 En este mismo fallo, reitera la Corte: “…independientemente del lugar que ocupen las normas 
en la Constitución, en la medida en que entre ellas exista conexidad temática, sus textos deben 
ser interpretados y aplicados de forma armónica y sistemática, impidiendo que puedan escogerse 
caprichosamente sus consecuencias normativas si son evaluadas aisladamente.” Disponible en 
www.corteconstitucional.gov.co 
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…el artículo 223 de la Ley 5ª  de 1992 no presenta problemas de 
constitucionalidad y debe ser declarado exequible pura y simplemente, pues 
el legislador no está obligado a reproducir las normas constitucionales, ni 
éstas, dado su carácter normativo y vinculante, requieren de su inclusión en 
una ley para producir efectos jurídicos 
 
De esta forma, la iniciativa para presentar proyectos de acto legislativo, reconocida al 
Consejo de Estado –por ejemplo- proviene directamente de la Constitución –Art. 237- y 
debe ser tenido en cuenta por todas las autoridades públicas, independientemente al 
hecho de que no se encuentren reproducidos en la ley. Procede, entonces, la Corte a 
declarar su exequibilidad.  
 
 Sentencia T- 323/11 M.P. Jorge Iván Palacio 
 
En esta oportunidad, la Corte debe examinar si en el caso del  señor XX, adulto que se 
encuentra en la indigencia y padece VIH y Tuberculosis, se han vulnerado o amenazado 
los derechos fundamentales a la vida, a la salud, a la protección especial a los 
disminuidos físicos, síquicos o sensoriales y a la seguridad social, al no ubicarlo en una 
institución u hogar de paso donde pueda continuar adecuadamente su tratamiento 
médico, contra las enfermedades que padece.  
 
Para entrar a resolver, la Corte toma en consideración aspectos singulares del 
accionante, su situación y el contexto normativo bajo el cual se condiciona la decisión. De 
este modo, la realidad social y el escenario constitucional se conectan para proporcionar 
un espacio abierto al intérprete y éste pueda adoptar las medidas necesarias para 
amparar los derechos en cuestión. En otras palabras, describe la “evolutividad” y la 
adaptación de los contenidos constitucionales a la realidad actual. 
 
Empero, circunstancias como la situación de indigencia, padecer una enfermedad 
catastrófica y verse imposibilitado en el acceso a los servicios de salud y desarrollo 
integral, no constituyen situaciones nuevas o actuales que el Derecho no haya querido 
prever anticipadamente. Lo que parece novedoso realmente, es la preocupación trazada 
por el intérprete constitucional para que por medio de ese mismo Derecho se proteja 
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condiciones especiales respecto de un nuevo modelo, en el cual, condiciones materiales 
que identifique una vida en condiciones dignas orienten la política estatal.  
 
A partir de la Constitución Política de 1991 se define a Colombia como un 
Estado Social de Derecho, cuya estructura política proclama dentro de sus 
principios fundamentales la dignidad humana y la solidaridad. Estos dos 
principios, junto con otros expresamente consagrados en el Preámbulo y en 
el artículo 1° de la Carta, se erigen como normas básicas del ordenamiento 
jurídico que sirven de fundamento al orden social, económico y político 
sobre el cual debe edificarse el Estado. 
 
Aunado a lo anterior, la situación de marginalidad por la carencia de recursos  del 
accionante, a más de la exclusión social por padecer de una enfermedad como el VIH; 
hace manifiesto un grado de mayor vulnerabilidad que el Estado no puede ignorar y, por 
el contrario, compromete su actuar con el fin de conseguir, para quienes sufren esta 
condición, un trato preferencial. Y si las entidades llamadas a restablecer sus derechos, 
mediante la prestación de los servicios de salud y atención básica, hacen caso omiso de 
esta situación, debe el intérprete reconstruir el sentido de las disposiciones contenidas en 
la Carta Fundamental adecuándolas a esta realidad para concretizar y actualizar tal 
contenido.   
 
En éste orden de ideas,  
 
“La Sala recuerda a las entidades accionadas dentro del presente caso que, 
como se aprecia en el acervo probatorio correspondiente, el señor XX es un 
sujeto de especial protección constitucional en razón a las enfermedades 
ruinosas o catastróficas que padece y a su situación de indigencia. Por 
tanto, deben ser amparados sus derechos fundamentales bajo la premisa de 
hacer parte del Estado Social de Derecho en donde el fin último consiste en 
hacer prevalecer los principios de solidaridad, dignidad humana, 
prosperidad y bienestar a la sociedad. Dicha protección se materializa con 
sujeción no solo de acuerdo al ordenamiento interno sino también a una 
proyección internacional, que lucha por abatir la pobreza extrema y la 
propagación de enfermedades contagiosas como la del VIH.” 
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En consecuencia, la Corte tutela en favor de los derechos fundamentales del accionante 
y ordena a diversas entidades administrativas e instituciones prestadoras de servicios de 
salud, atenderlo e integrarlo a planes de atención o beneficio del municipio en materia de 
vivienda u hogar de paso en el que pueda estar aislado y puedan atender su situación 
sin generar riesgos a quien le rodea. 
 
Para finalizar esta primera parte de la investigación, vale mencionar la relevancia del 
acatamiento de las decisiones tomadas por la Corte Constitucional en virtud de las 
facultades asignadas por el constituyente. 
 
En este sentido, es elocuente el efecto de cosa juzgada constitucional226 de los fallos 
proferidos por ese Órgano y el carácter vinculante que su interpretación ofrece. En el 
primer sentido, por cuanto: “No parece muy coherente con la supremacía de la 
Constitución que la administración y los tribunales continúen aplicando, en caso distintos 
del resuelto, una ley inconstitucional”227. Y en cuanto a su carácter vinculante asociado, 
verbigracia, a la protección de los derechos fundamentales, esta:  
 
“(i) es una garantía para la realización de los fines del Estado y la 
prevalencia del orden constitucional, (ii) involucra la concreción del valor de 
la justicia y la materialización del principio superior de confianza legítima, y 
(iii) su incumplimiento no sólo atenta contra el principio de buena fe, porque 
la persona que acude ante un juez está convencida de que la decisión de 
éste será acatada por la autoridad o el particular a quien corresponda, sino 
que viola los principios de seguridad jurídica y cosa juzgada porque impide 
la efectividad de la orden impartida por el juez competente.”228 
 
                                               
 
226
 Sobre este tema, la Corte Constitucional de Colombia en sentencia C 131/93, M.P. Alejandro 
Martínez Caballero señala: “Primero, goza de cosa juzgada explícita la parte resolutiva de las 
sentencias, por expresa disposición del artículo 243 de la Constitución. “Segundo, goza de cosa 
juzgada implícita los conceptos de la parte motiva que guarden una unidad de sentido con el 
dispositivo de la sentencia, de tal forma que no se pueda entender éste sin la alusión a aquéllos. 
Disponible en www.corteconstitucional.gov.co 
227
 SAGÜÉS, Néstor. Op. Cit., p. 194 
228
 Corte Constitucional, sentencia C-1006/08 M.P. Mauricio González Cuervo. Disponible en 
www.corteconstitucional.gov.co 
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De nuevo, la trascendencia de esta interpretación, base del Ordenamiento, opera como 
el motor de la fuerza normativa que la Constitución demanda. 
 
“Si en el sistema de fuentes las sentencias de la Corte Constitucional - por 
ser manifestaciones autorizadas y necesarias de la voluntad inequívoca de 
la Constitución -, prevalecen sobre las leyes, ellas igualmente resultan 
vinculantes para las distintas autoridades judiciales, que no pueden a su 
arbitrio sustraerse a la fuerza normativa de la Constitución, la cual se 
impone y decanta justamente en virtud de la actividad interpretativa de su 
guardián, tal y como se refleja en sus fallos”.229 
                                               
 
229
 Corte Constitucional, Sentencia SU-640/98 M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz. Disponible en 
www.corteconstitucional.gov.co 
 
 
  
 
2. Derechos fundamentales y cláusulas de 
interpretación 
Algunas de las conclusiones en el capítulo precedente, daban cuenta del reconocimiento 
de los contenidos constitucionales (o al menos buena parte de ellos) como fuente de 
Derecho y, por lo tanto, límites importantes para dotar de validez al resto del 
ordenamiento jurídico. Señalábamos, además, la importancia que tiene la interpretación 
de estos contenidos, al proporcionar ese punto de conexión entre las disposiciones 
constitucionales y su efectiva aplicación por el órgano jurisdiccional competente. 
 
Tomando en cuenta estos supuestos, este segundo capítulo tiene por objeto analizar de 
qué manera “las normas constitucionales que tutelan derechos básicos funcionan como 
patrones de validez jurídica”230 y cuál puede ser la pertinencia de su interpretación a 
partir de cláusulas hermenéuticas extraídas del mismo texto constitucional. Cuestión que 
contendrá y desarrollará, de manera gruesa, el marco teórico de la investigación. 
2.1 Concepto de Derechos Fundamentales  
Una de las notas introductorias importantes para lograr caracterizar los derechos 
fundamentales, es su proximidad con el concepto de Derechos Humanos, aunque deba 
advertirse, no es uno de los objetivos particulares a desarrollar en esta investigación. 
 
Los Derechos Humanos, sin duda, explica el maestro Rubio Llorente, han logrado su 
conceptualización luego de una larga evolución histórica231, ya sea bajo la consideración 
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 ORUNESU Claudina y Otros. Estudios sobre la Interpretación. Dinámica de los Sistemas 
Constitucionales, México, Ed. Fontamara, 2005, p. 18 
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 RUBIO Llorente, Francisco. La forma del poder. Estudios sobre la Constitución. Op. Cit. 
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de derechos <<verticales>>, derechos frente al poder232 o de garantías frente a los otros 
hombres y fundamento para la justificación del poder233. Sólo que al incorporarse a la 
Constitución, adquieren la denominación de garantías o derechos constitucionales234 y su 
relevancia parece describirse de una manera más exacta y específica, en cuanto “…su 
contenido aparece ya referido a sectores concretos de actividad del individuo, la sociedad 
o el Estado” y la determinación de los titulares y su fundamento se trazan según 
determinadas circunstancias, propias del Estado que pretenda asegurarlos235. 
 
No es equívoco, por consiguiente, empatar en los Derechos Humanos una seña de 
mayor generalidad respecto de los derechos fundamentales; como tampoco, el 
consecuente grado de concreción positiva de éstas dos categorías236 y el mayor 
reforzamiento con el que cuentan, estos últimos, para su efectiva protección. Conceptos 
que podrían resumirse en la siguiente cita del jurista español Pérez Luño: 
 
“Los derechos humanos suelen venir entendidos como un conjunto de 
facultades e instituciones que, en cada momento histórico, concretan las 
exigencias de la dignidad, la libertad y la igualdad humanas, las cuales 
deben ser reconocidas positivamente por los ordenamientos jurídicos a nivel 
nacional e internacional. En tanto que con la noción de los derechos 
fundamentales se tiende a aludir a aquellos derechos humanos 
garantizados por el ordenamiento jurídico positivo, en la mayor parte de los 
casos en su normativa constitucional, y que suelen gozar de una tutela 
reforzada.”237 
 
Ahora bien, para detallar de forma más precisa lo que pueda entenderse por derechos 
fundamentales, Pérez Luño logra explicar dos planos distintos de su acepción: Una 
dimensión axiológica u objetiva y una dimensión subjetiva.  En su dimensión objetiva, los 
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derechos fundamentales simbolizan un conjunto de valores y principios básicos238 
producto del consenso y el compromiso institucional. De ahí, que su “función es la de 
sistematizar el contenido axiológico objetivo del ordenamiento democrático al que la 
mayoría de los ciudadanos prestan su consentimiento y condicionan su deber de 
obediencia al Derecho.”239 Por otro lado, en su dimensión subjetiva, tales derechos 
determinan el estatuto jurídico de los ciudadanos240 no sólo frente al Estado sino frente a 
otros particulares, esto es, representan un marco de protección de las situaciones 
jurídicas subjetivas.241 
 
Así, en el contexto del Estado Social de Derecho, explica el jurista español, desde su 
dimensión objetiva los derechos fundamentales han dejado de recrearse como meros 
límites al ejercicio del poder político242, es decir, han dejado de suponer simples cargas u 
obligaciones de abstención por parte del  Estado con el fin de permitir el acceso al goce 
de estos derechos por sus titulares; para traducirse, además, en un conjunto de valores o 
fines directivos de la acción positiva de los poderes públicos243 
 
Por ejemplo, en nuestro ordenamiento jurídico disposiciones sobre la libertad e igualdad 
prescitas en los Art. 16 y 13 de nuestra Carta se comprenderían, desde esta categoría 
axiológica atendiendo, ya no exclusivamente el compromiso institucional que tendría, en 
principio el Estado, de evitar obstaculizar mediante algún tipo de conducta arbitraria la 
posibilidad de cualquier individuo de escuchar la música de su preferencia o ingresar al 
sistema educativo. Debe igualmente  asegurarse de llevar a cabo acciones conducentes 
a hacer efectivos estos derechos, mediante la elaboración de una normativa que amplíe 
los espacios de participación democrática de grupos históricamente discriminados, o la 
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Finalmente, para el profesor de la Universidad de Sevilla: “En el horizonte del constitucionalismo 
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adopción de medidas aptas para mejorar las condiciones de trato digno de personas en 
situación de discapacidad, por citar algunos ejemplos.  
  
Desde su dimensión subjetiva y en el Estado Social de Derecho a diferencia del Estado 
liberal de Derecho, anota el profesor de la Universidad de Sevilla, parece apreciarse una 
ampliación del ámbito de eficacia de los derechos fundamentales y un ensanchamiento 
de su contenido244. De tal modo que, hoy en día es fácil encontrarnos en situaciones 
frente a las cuales la protección de estos derechos, en la práctica, ya no involucraría 
únicamente al Estado respecto de la atribución de algún tipo de responsabilidad por su 
inobservancia, sino también a los particulares en sus relaciones cotidianas.  
 
El ensanchamiento de su contenido refiere por su parte, la ampliación del catálogo de 
estos derechos, dando cabida a otra serie de garantías, <<derechos económicos, 
sociales y culturales>>, con el fin de procurar “…el pleno desarrollo de la subjetividad 
humana, que exige conjurar, a un tiempo, sus dimensiones personal y colectiva”245 
 
En nuestro contexto constitucional, la extensión de responsabilidad frente a la eficacia de 
los derechos fundamentales puede verificarse tomando un conjunto de decisiones de la 
Corte Constitucional que explicarían la denominada <<eficacia horizontal de los derechos 
fundamentales>>246. Decisiones en las cuales se plantea la directa responsabilidad de los 
particulares frente a estos derechos, siempre que se cumplan requisitos para su 
exigibilidad como la prestación de un servicio público o la relación de subordinación e 
indefensión entre quienes se discute una situación de éste tipo247. 
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 Puede leerse, entre otros, Eduardo Cifuentes Muñoz. "La Eficacia de los Derechos 
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En suma y retomando estas dos dimensiones -objetiva y subjetiva- que esclarecerían el 
concepto mismo de los llamados derechos fundamentales, bien podrían recogerse en los 
términos previstos por Joaquín Rodríguez-Toubes Muñíz: 
 
“Los derechos fundamentales tienen, por tanto, un doble aspecto: condición 
o requisito mínimo de la actuación pública constitucionalmente legítima, e 
ideal o aspiración máxima de la actuación constitucionalmente preferida. 
Son tanto reglas sobre derechos como principios sobre deberes…”248 
 
Son así fundamentales al constituirse en garantías imprescindibles para la protección de 
los intereses más importantes de las personas249  y resultan ser básicos, pues son estos 
la base y fundamento de la integración jurídica y personal del individuo en la sociedad250. 
 
Cuentan de esta forma con un reconocimiento expreso en el ordenamiento interno 
mediante prescripciones normativas en las Constituciones, inicialmente, bajo la 
estructura de principios; y de procedimientos especiales para su reglamentación como de 
mecanismos de protección especial para su efectiva realización –en nuestro caso, 
cuentan con reserva de ley estatutaria y garantía reforzada mediante acción de tutela-. 
No obstante, vale aclarar que ello no es óbice para identificar el carácter fundamental de 
los derechos haciendo uso de criterios interpretativos distintos de la mera lectura formal 
del Texto Constitucional, pues la jurisprudencia de los Tribunales Constitucionales, y 
particularmente, nuestra Corte Constitucional ha esclarecido un poco más el panorama 
de cuáles derechos podrían tener tal carácter de fundamental. De manera que, por 
ejemplo, resultaría irrelevante la ubicación expresa en la que se encuentren enunciados, 
esto es, los derechos fundamentales no estarían únicamente contemplados en el Título II 
capítulo I (De los derechos fundamentales) y no coincidirán exclusivamente  con el 
                                                                                                                                              
 
Colombia, sentencias T-492/1992 M.P. José Gregorio Hernández y T-015/1992 M.P. Fabio Morón. 
Disponibles en www.corteconstitucional.gov.co 
248
 RODRÍGUEZ-TOUBES, Joaquín. Principios, Fines y Derechos Fundamentales, Madrid, Ed. 
Dykinson, 2002, p. 122 
249
 Ibíd., p. 122 
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contenido explícito del art 85 (derechos de aplicación inmediata) de la Constitución 
Política251. 
 
Empero, encontrar una respuesta inequívoca sobre el concepto de derechos 
fundamentales252 en las decisiones de la Corte no es fácil y parecería poco funcional, 
debido a las diversas perspectivas teóricas al respecto. Con todo, el cumplimiento de 
requisitos como la conexión directa del derecho con los principios constitucionales253, su 
eficacia directa254 y albergar un contenido esencial255 permitirían identificar, en principio, 
un derecho fundamental. Conjuntamente, factores como la voluntad expresa del 
constituyente256, el carácter inherente del derecho257, la remisión expresa a tratados 
internacionales258, el criterio de conexidad259, el carácter de indisponibles e inenajenables 
por su propio titular y por el Estado 260, y su derivación o relación funcional con la 
dignidad humana al tiempo que pueda ser éste traducible en un derecho subjetivo261, 
entre otros; se configuran también en instrumentos que la jurisprudencia de la Corte ha 
utilizado en la resolución de casos concretos, con el fin de responder cuándo estamos 
frente a un derecho fundamental.  
 
                                               
 
251
 Una situación de este tipo puede ejemplificarse en relación con los derechos de los niños (Art. 
44). Pese a no hallarse expresamente contemplados en el Título II capítulo 1 (De los derechos 
fundamentales), ni en el art. 85  (derechos de aplicación inmediata); deben entenderse como 
derechos fundamentales y, por tanto, de aplicación directa e inmediata, por la voluntad expresa 
que el constituyente le ha dado a tales garantías dada su especial titularidad.  
Sobre el tema puede leerse, entre otras: Corte Constitucional de Colombia, sentencias T-
406/1992 M.P. Ciro Angarita Barón, T 002/1992 M.P. Alejandro Martínez Caballero, T 462/1992 
M.P. Simón Rodríguez Rodríguez, T 227/2003 y T 423/2003 M.P. Eduardo Montealegre, C 
372/2011 M.P. Jorge Pretelt. Disponibles en www.corteconstitucional.gov.co 
252
 Corte Constitucional de Colombia T-227/2003 M.P. Eduardo Montealegre. Disponible en 
www.corteconstitucional.gov.co  
253
 Corte Constitucional de Colombia, sentencia T- 406/1992 M.P. Ciro Angarita Barón. Disponible 
en www.corteconstitucional.gov.co 
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 Ibíd. 
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 Ibíd. 
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 Ibíd. 
257
 Ibíd. 
258
 Ibíd. 
259
 Ibíd. 
260
 Corte Constitucional de Colombia, sentencia T-423/2003 M.P. Eduardo Montealegre. 
Disponible en www.corteconstitucional.gov.co 
261
 Corte Constitucional de Colombia, sentencia T-227/2003 M.P Eduardo Montealegre. Disponible 
en www.corteconstitucional.gov.co 
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Pese a esta multiplicidad de asertos, podemos concluir esta primera parte del concepto 
de derecho fundamental con una noción condensada por la Corte en sentencias SU-
225/98262 y C-288/12. En este último fallo sostiene la Corte: 
 
“…los derechos fundamentales son aquellos que (i) se relacionan 
funcionalmente con la realización de la dignidad humana, (ii) pueden 
traducirse o concretarse en derechos subjetivos y (iii) sobre cuya 
fundamentalidad existen consensos dogmáticos, jurisprudenciales o de 
derecho internacional, legal y reglamentario”263 
2.1.1 Contenido del derecho fundamental: Delimitación y 
Limitación 
En el capítulo anterior se acota como nota característica de la Constitución su particular 
fuerza normativa. Valor especial que la Constitución irradia y de la cual no podrían ser 
ajenos quienes participan como responsables de su continua legitimación. Ello supone de 
cierta forma, condicionar las intervenciones de los órganos públicos, especialmente la del 
legislador, frente a posibles restricciones o exclusiones en el ámbito de los derechos 
fundamentales264 y en efecto, prevenir que estas limitaciones se traduzcan en un actuar 
ilegal e ilegítimo.  
 
Parece entonces inevitable, hallar en el trasfondo, la cuestión sobre las condiciones a las 
cuales deba estar sujeta la intervención de los poderes públicos en la esfera de los 
derechos fundamentales y el peso que estas circunstancias puedan tener en tales 
                                               
 
262
 En este fallo de la Corte Constitucional de Colombia, sentencia SU-225/1998 M.P Eduardo 
Cifuentes. Disponible en www.corteconstitucional.gov.co. Anota la Corte a propósito del concepto 
de derecho fundamental: “Los derechos fundamentales son aquellos que se encuentran 
reconocidos - directa o indirectamente - en el texto constitucional como derechos subjetivos de 
aplicación inmediata. En otras palabras, se trata de derechos de tal magnitud para el orden 
constitucional, que su vigencia no puede depender de decisiones políticas de los representantes 
de las mayorías. Usualmente, los derechos fundamentales son derechos de libertad. No obstante, 
en algunos casos, existen derechos prestacionales fundamentales, como el derecho a la defensa 
técnica, a la educación básica primaria o al mínimo vital. 
263
 Corte Constitucional de Colombia, sentencia C-288/2012 M.P. Luis Ernesto Vargas. Disponible 
en www.corteconstitucional.gov.co 
264
 PRIETO SANCHÍS, Luis. Justicia Constitucional y Derechos Fundamentales, Op. Cit., p. 218 
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actuaciones.265 El contenido esencial del derecho fundamental o su umbral de 
satisfacción, la observancia de principios y la exigencia de justificación266 y/o 
proporcionalidad frente a eventuales restricciones de los derechos fundamentales 
constituyen, en buena medida, estas condiciones ineludibles en la actuación del 
legislador267.  
 
Sin embargo, antes de continuar, se tomará como eje para diferenciar la limitación de la 
delimitación de los derechos fundamentales, la observación del maestro Rodríguez-
Toubes: “…la delimitación sólo tiene lugar cuando quien traza las fronteras del derecho 
tiene autoridad para ello y respeta los criterios y controles que lo vinculan. Toda otra 
restricción de un derecho o de su ejercicio es una mera limitación”268. Precisamente, 
explica este autor, la dificultad de reducir la limitación de los derechos fundamentales a 
las actuaciones  extraconstitucionales, puesto que, este tipo de intervenciones podrían 
configurar o reconfigurar el contenido original del derecho, generando así un derecho que 
es de algún modo nuevo. Simultáneamente, aclara Rodrígez-Toubes, no sería menos 
abrupto contraer la delimitación de los derechos fundamentales a aquellas actuaciones 
propias del pacto constitucional, en tanto “el derecho fundamental delimitado 
extraconstitucionalmente puede verse posteriormente recortado en su contenido o en su 
ejercicio de tal forma que no pueda hablarse ya de delimitación ulterior, sino de pura 
limitación.”269  
 
Significa por lo pronto reconocer cuatro supuestos: Primero, que la delimitación de los 
derechos constitucionales no proviene únicamente de la Constitución sino además, 
eventualmente, de la autoridad del legislador; aunque sin duda el marco exigible sea la 
Carta Fundamental (y es justamente lo que quisiera resaltar en Rodríguez-Toubes y en 
Prieto Sanchís en contraste con I. de Otto). Segundo, que ello es posible dado el carácter 
abierto y flexible que inicialmente cabría reconocerle a la estructura de las normas que 
prescriben derechos fundamentales. Tercero, el deber que tendría el legislador de 
atender ciertas condiciones o requisitos que lo autorizarían a intervenir en la delimitación 
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 Ibíd., p. 221 
266
 Ibíd., p. 240 
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 RODRÍGUEZ-TOUBES, Joaquín. Principios, Fines y Derechos Fundamentales. Op. Cit., p. 171 
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 Ibíd., p. 154 
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de los derechos fundamentales y, en consecuencia, favorecer una suerte de límites 
legales respecto de su alcance y ejercicio.270 Finalmente, serían legítimos estos límites 
fijados por el legislador, siempre que la decisión del Tribunal Constitucional defina en 
última instancia su constitucionalidad o inconstitucionalidad, conforme la delimitación que 
el mismo Texto Constitucional procura271.  
 
Se trata de distinguir, en últimas, cuál es el contenido del derecho fundamental, quienes 
podrían intervenir en su configuración o reconfiguración y qué tipo de restricciones y en 
qué condiciones se facilitaría y facultaría tal delimitación –limitación-  de ese contenido 
desde el mismo texto Constitucional.  
 
En relación con el contenido del derecho fundamental, Rodríguez-Toubes, centra su 
atención en al menos tres grandes partes que podrían configurar este contenido: El 
contenido esencial, el contenido constitucional posible y el contenido constitucional 
vigente. Advierte de entrada la importancia por comprender el proceso de delimitación del 
contenido constitucional posible y vigente, según sea considerado el contenido esencial 
como un ámbito necesario de la conducta que el derecho configura y que, por tanto, 
quedaría fuera de intromisión alguna por los órganos o poderes públicos.272  
 
Un esquema que facilitaría la comprensión de estos dos contenidos constitucionales de 
los derechos básicos –contenido constitucional posible y contenido constitucional 
vigente- y los elementos para su delimitación puede ser el siguiente273: 
 
a) Contenido constitucional posible y vigente: Concepto y diferencias 
 
 
 
                                               
 
270
 Ibíd., p. 204 
271
 Ibíd., p. 204-205 
272
 En gran parte el fundamento de tal pretensión por este autor queda enmarcada en la necesidad 
por reforzar el papel de los derechos básicos en el contexto de los bienes merecedores de 
protección y configurar los derechos fundamentales como si fueran reglas, pese a que 
inicialmente aparecen protegidos bajo la forma de principios. Ibíd., p. 153 
273
 Es un esquema cuyos conceptos y demás explicación se han tomado de la presentación del 
maestro Rodríguez-Toubes. Ibíd., p. 154-216 
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CONTENIDO CONSTITUCIONAL 
POSIBLE 
CONTENIDO CONSTITUCIONAL 
VIGENTE 
Describe el <<contenido total>> del 
derecho274 
Describe el contenido <<prima facie>> del 
derecho válido275 
Supone el contenido manifiesto –
completo y amplio- que aparece 
configurado así en la Constitución 
Es el contenido que deriva de su 
configuración o reconfiguración autorizada a 
los órganos públicos competentes y que 
está fundada, por demás, en la misma 
Constitución. 
Es en éste sentido, el contenido potencial 
del derecho ya interpretado y previo 
cualquier restricción ulterior276 
Este es el contenido que en la práctica debe 
ser objeto de protección jurídica cuando se 
invoca el derecho277 
Se delimita a partir de límites 
intraconstitucionales 
Toma en consideración para su delimitación 
límites extraconstitucionales 
Ej. Derecho a la libertad  religiosa278.  
 
Para dotar de significado a esta 
disposición jurídica, la Corte examina 
diferentes aspectos que tendrá en cuenta 
para lograr tal finalidad. Con todo, se 
trascriben algunos apartes de varios de 
sus fallos que pueden ofrecer nociones 
importantes para la comprensión de su 
contenido. 
 
De esta manera, el contenido del derecho 
fundamental a la libertad religiosa, desde 
esta perspectiva jurisprudencial279, 
supone: 
 
 La libertad como cláusula general280 
 
 Su procedencia ineludible “…del 
Ej. Derecho a la libertad religiosa.  
 
Para identificar el contenido constitucional 
vigente, se revisará la sentencia de la Corte 
Constitucional T-052/10 M.P. Mauricio 
González Cuervo. En esta decisión, la Corte 
analiza la situación de un individuo que se 
niega a recibir un tratamiento médico 
consistente en trasfusiones de sangre, dado 
que su creencia religiosa no se lo permite 
(testigo de Jehová). Encontrándose con la 
negativa de su EPS de ofrecer un 
tratamiento alternativo y de entregar un 
medicamento no contentivo en el Plan 
Obligatorio de Salud (POS). 
 
En esta situación particular la Corte tiene en 
cuenta las siguientes consideraciones: 
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 Ibíd., p. 154 
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 Ibíd., p. 155 
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 Ibíd., p. 172 
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 La Constitución Política en su art. 19 prescribe: “Se garantiza la libertad de cultos. Toda 
persona tiene derecho a profesar libremente su religión y a difundirla en forma individual o 
colectiva. Todas las confesiones religiosas e iglesias son igualmente libres ante la ley”. PABÓN 
P., Pedro A. Constitución Política de Colombia. Edición conmemorativa 1991-2011, Op. Cit.  
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 Sobre este tema también puede observarse sentencias de la Corte Constitucional de Colombia: 
T-782/2011 M.P. Nilson Pinilla; T-823/2002 M.P. Rodrigo Escobar; T-877/1999 M.P. Antonio 
Barrera; T 376/2006 M.P. Marco Gerardo Monroy; T-166/1999, T-1047/2008 y T-525/2008 M.P. 
Mauricio González Cuervo, C-088/1994 M.P. Fabio Morón Díaz. Disponibles en 
www.corteconstitucional.gov.co. 
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 Corte Constitucional de Colombia, sentencia T-052/2010 M.P. Mauricio González Cuervo. 
Disponible en www.corteconstitucional.gov.co 
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derecho de libertad de conciencia y del 
libre desarrollo de la personalidad…ya 
que cada ser humano goza de autonomía 
para desarrollar su plan de vida”281. 
 
 Se traduce en una garantía de la 
autorrealización del individuo y una 
condición de la dignidad humana282 
 
 Logra su concreción “en la facultad de 
profesión pública y difusión social de 
religiones, sobre la base de la igualdad 
de confesiones e iglesias y la libertad de 
cultos que traducen las ideas religiosas 
profesadas”283 
 
 “Implica no sólo la protección de sus 
manifestaciones privadas, sino la de su 
ejercicio público y divulgación”284.  
 
Por consiguiente, toda persona tiene 
derecho a profesar libremente su religión 
y a difundirla en forma individual o 
colectiva285.  
 
 Protege además “…las expresiones de 
los ateos, de los grupos religiosos 
heterodoxos o de asociaciones que solo 
de manera parcial se dedican a promover 
los aspectos religiosos de sus 
miembros”.286 
 
“La libertad religiosa, es pues,  
simultáneamente una permisión y 
una prerrogativa. Como permisión, 
significa que el hombre no puede 
ser obligado a actuar contra su 
 La autonomía de las personas de afiliarse 
a cualquier confesión religiosa y actuar 
según sus propias convicciones, 
profesando una fe y divulgando sus 
mandatos 
 
 (…) la necesaria posibilidad de elegir 
entre dos opciones como fundamento de 
la libertad religiosa. (Negrillas fuera del 
texto) 
 
 La capacidad del sujeto para adoptar sus 
propias decisiones. Esto es,  
 
(…) el consentimiento informado del 
paciente, otorgado por sujeto 
plenamente capaz, de manera 
voluntaria, libre y razonada y en 
virtud de la autonomía personal de 
que es titular. (negrillas fuera del texto) 
 
 La imposición de límites constitucionales 
y legales…para el ejercicio de dicha 
libertad, tanto en los derechos de los demás 
como el  orden jurídico y público. De ahí la 
obligación de los sujetos a preservar en 
todo momento su vida, integridad 
personal y su salud; y la adopción de 
decisiones que no puedan causar daño a 
los demás. 
 
 La situación del paciente con la EPS a la 
cual se encuentra afiliado.   
 
-En primer lugar, destaca la obligación de la 
entidad de prestar un adecuado servicio de 
salud. 
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 Corte Constitucional de Colombia, sentencia T-327/2009 M.P. Jorge Ignacio Pretelt. Disponible 
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 Corte Constitucional de Colombia, sentencia T-200/95 José Gregorio Hernández,  T- 430/93 
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creer y su sentir. Como 
prerrogativa, que nadie puede 
impedirle obrar de acuerdo con sus 
creencias y sentimientos.”287 
 
 Comporta asimismo la independencia 
del orden eclesiástico,   
 
“(…) que cada comunidad religiosa 
establece, sin que las autoridades 
del Estado puedan intervenir en su 
configuración ni en su aplicación, 
así como las jerarquías 
eclesiásticas tampoco están 
llamadas a resolver asuntos 
reservados a las competencias 
estatales.”288 
 
 Encuentra sus límites en el imperio del 
orden jurídico, en el interés público y en 
los derechos de los demás. Por este 
motivo, las posibles restricciones a este 
derecho deben partir de tres 
presupuestos básicos:  
 
“(1) El principio general en la 
Constitución Política es la libertad, 
por ende la presunción debe estar 
siempre a favor de la libertad 
religiosa en su grado máximo; (2) 
esa libertad no puede ser objeto de 
más restricciones que las previstas 
por la Constitución, y (3) las 
posibles restricciones deben ser 
establecidas por la Constitución o la 
ley, y no ser arbitrarias ni 
discrecionales, como corresponde a 
un verdadero Estado de 
Derecho.”289 
 
-En segundo lugar, consecuencia de lo 
anterior, encuentra injustificada la negativa 
de ésta entidad respecto de la entrega de 
medicamentos no contemplados en el POS, 
puesto que podría poner en riesgo la salud 
en condiciones dignas de este paciente.  
 
-En tercer lugar, la Corte estima 
conveniente que:  
 
(i) el accionante tiene derecho a seguir 
siendo tratado medicamente…(ii) el 
Comité Técnico Científico está en la 
obligación de darle una segunda 
opción (sobre la base que se le ofreció 
una opción que no aceptó) consistente 
en un medicamento o procedimiento 
que se encuentre avalado por el 
INVIMA.  
 
De acuerdo con todos estos referentes 
expuestos, parece coincidir el contenido 
vigente del derecho a la libertad religiosa (al 
menos frente a este caso concreto) en los 
términos siguientes: 
 
La garantía constitucional respecto de elegir 
y profesar libremente una creencia religiosa 
permite al individuo, plenamente consciente 
rehusar, bajo su riesgo, la aplicación de 
determinado tratamiento médico, lo cual no 
lo hace perder el derecho a la continuidad 
en la prestación del servicio de salud; 
obligando a la EPS otorgar al solicitante una 
segunda opción acorde con tratamientos 
alternativos y medicamentos  avalados por 
el INVIMA 
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b) Delimitación del contenido constitucional posible y delimitación del contenido 
constitucional vigente290: Límites intraconstitucionales y extraconstitucionales 
 
DELIMITACIÓN DEL CONTENIDO 
CONSTITUCIONAL POSIBLE 
DELIMITACIÓN DEL CONTENIDO 
CONSTITUCIONAL VIGENTE 
Existen al menos dos perspectivas 
posibles para este tipo de delimitación de 
los derechos básicos:  
 Perspectiva positiva: En la cual se 
identifica los límites 
intraconstitucionales291  
 Perspectiva negativa: En la que se 
identifica una serie de exclusiones 
aplicables, exigidas o permitidas por la 
Constitución292. 
Esta clase de delimitación de los derechos 
básicos, tiene en cuenta una serie de límites 
extraconstitucionales, cuya  estructura, en 
definitiva, debe guardar coherencia y 
congruencia con lo dispuesto en los 
contenidos constitucionales293.  
Límites intraconstitucionales: 
 
 Contenido propio del derecho: 
Identificación de la conducta regulada por 
el derecho básico, a partir de su 
significado atribuible por el intérprete 
cualificado. Interpretación amplia, 
garantista y acorde al contexto jurídico 
que debe soportarla.  
 
Ej. Sentencia T-121/00 M.P: José 
Gregorio Hernández (Derecho a la Vida 
digna). La vida reconocida como una 
garantía fundamental no se percibe 
simplemente en términos de mera 
subsistencia biológica, sino que involucra 
además la dignidad que exige la persona 
por el hecho de serlo    
 
 Adiciones constitucionales: Consiste 
en el contenido no expresado en el 
derecho así dispuesto en el texto 
constitucional pero que se le añade a él 
Límites extraconstitucionales: Fuentes 
 
 Intervención Legislativa: Implica la 
actuación del legislador con el objeto de 
desarrollar o regular el ejercicio de un 
derecho fundamental, cuando la 
Constitución lo permite y en los términos en 
que ella así lo autorice298. 
 
Intervención que deberá respetar, 
indudablemente, el contenido esencial de 
los derechos… y… la proporción mínima 
establecida por la Constitución (la declarada 
por su intérprete máximo) entre la 
protección de unos y otros bienes 
constitucionales299 
 
Ej. Sentencia C-993/04 M.P. Jaime Araújo 
Rentería. En este fallo la Corte analiza la 
constitucionalidad del Art. 31 de la Ley 883 
de 2003, a propósito de la debida regulación 
legislativa del derecho fundamental de 
habeas data (Art. 15 C.P.) 
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 Este esquema de igual manera se construye a partir de la propuesta y conceptualización de 
Rodríguez-Toubes. Op. Cit. En consecuencia, cada uno de los elementos que lo compone se han 
extraído de la lectura del maestro, páginas 155-216. Lo único que varía son los ejemplos, los 
cuales se han obtenido de la jurisprudencia de la Corte Constitucional colombiana. 
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 RODRÍGUEZ-TOUBES, Joaquín. Principios, Fines y Derechos Fundamentales. Op. Cit., p. 
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en virtud de otras normas conexas de la 
propia constitución294  
 
Ej. Sentencia C-239/97 M.P. Carlos 
Gaviria Díaz. Demanda de 
Inconstitucionalidad art. 326 del decreto 
100 de 1980 (Código Penal). El Alto 
Tribunal, reconoce que el derecho 
fundamental a la vida, comporta el 
derecho a morir dignamente, aunque no 
aparezca expresado así en el enunciado 
normativo. Encuentra razonable agregar  
este supuesto, en tanto, la comprensión 
de un valor y un derecho fundamental 
como la vida no podría hacerse 
aisladamente de otras disposiciones de la 
Carta como, por ejemplo, el art. 
1(dignidad humana), art. 16 (libre 
desarrollo de la personalidad) y, art. 95 
(principio de solidaridad).  
Define una serie de requisitos y 
circunstancias especiales que rodean la 
muerte digna y exhorta al Congreso para 
que regule el tema. 
 
Dos de sus argumentos, transcritos a 
continuación, muestran parte del 
razonamiento llevado a cabo:  
 
El mismo artículo 1 de la 
Constitución, en concordancia con 
el artículo 95, consagra la 
solidaridad como uno de los 
postulados básicos del Estado 
Colombiano, principio que envuelve 
el deber positivo de todo ciudadano 
 
Recuerda la Corte la reserva de ley 
estatutaria que caracteriza a los derechos 
fundamentales siempre que el objetivo del 
legislador sea  regular aspectos principales 
e importantes de los derechos 
fundamentales; facilitando, al tiempo, el 
trámite vía ley ordinaria, de otros temas que 
no revistan tal relevancia respecto de la 
regulación de su contenido. Pero sea uno u 
otro el procedimiento legal para su 
regulación: El núcleo esencial de un 
Derecho Fundamental no puede ser 
afectado por el Legislador. 
 
Se trata de proteger un contenido sin el 
cual un derecho deja de ser lo que es o lo 
convierte en otro derecho diferente. 
 
Más que una mera condición, el contenido 
esencial se traduce en un principio 
constitucional que ajustaría la actuación del 
poder público frente a la delimitación del 
contenido de los derechos básicos. Así lo 
declara la Corte:  
 
(…) existe un principio general en 
nuestro orden constitucional, basado 
en el principio democrático, según el 
cual la esencia de los derechos 
fundamentales no es vulnerable. 
 
 Aplicación judicial: Los jueces y 
tribunales, menciona Rodríguez-Toubes, 
también pueden delimitar el contenido de 
los derechos fundamentales, mientras dicha 
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 Frente a esta exigencia en la intervención del legislador y revisando la dinámica de la Corte, 
valdría la pena resaltar una afirmación hecha por nuestro tribunal Constitucional: “En el campo de 
los derechos fundamentales, las restricciones o limitaciones que se originen en la ley, en principio 
no se rechazan, sino que su validez se hace depender de que las mismas no afecten su núcleo 
esencial y que, además, sean razonables y proporcionadas. De otra parte, existen reglas o 
prohibiciones constitucionales que no admiten restricción alguna por parte del legislador, como es 
el caso, entre otras, de la interdicción de la pena de muerte y la censura.” Corte Constitucional, 
sentencia C-157/98 M.P. Dr. Antonio Barrera y Hernando Herrera. Disponible en 
www.corteconstitucional.gov.co  
294
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de socorrer a quien se encuentra en 
una situación de necesidad, con 
medidas humanitarias. Y no es 
difícil descubrir el móvil altruista y 
solidario de quien obra movido por 
el impulso de suprimir el sufrimiento 
ajeno, venciendo, seguramente, su 
propia inhibición y repugnancia 
frente a un acto encaminado a 
aniquilar una existencia cuya 
protección es justificativa de todo el 
ordenamiento, cuando las 
circunstancias que la dignifican la 
constituyen en el valor fundante de 
todas las demás. 
 
(…) 
 
El deber del Estado de proteger la 
vida debe ser entonces compatible 
con el respeto a la dignidad 
humana y al libre desarrollo de la 
personalidad… El derecho 
fundamental a vivir en forma 
digna implica entonces el 
derecho a morir dignamente, 
pues condenar a una persona a 
prolongar por un tiempo escaso su 
existencia, cuando no lo desea y 
padece profundas aflicciones, 
equivale no sólo a un trato cruel e 
inhumano, prohibido por la Carta, 
sino a una anulación de su dignidad 
y de su autonomía como sujeto 
moral. La persona quedaría 
reducida a un instrumento para la 
preservación de la vida como valor 
abstracto. (Negrillas fuera del texto) 
 
 Restricciones constitucionales 
explícitas: Consiste en la eliminación 
expresa que la Constitución hace de 
cierto contenido que el  derecho básico 
protege295. 
actuación no sea rechazada por un 
intérprete de la Constitución con mayor 
autoridad, y en último término por quien 
posea la mayor autoridad. Decisión que 
produce, inicialmente, efectos jurídicos para 
las partes, pero que, en virtud del carácter 
vinculante de la jurisprudencia de las altas 
Cortes, específicamente, la jurisprudencia 
del Tribunal Constitucional, puede llegar a 
hacerse vinculante en general.   
 
Ej. Sentencia T-840/04 M.P. Álvaro Tafur 
Galvis. La Corte revisa la decisión del juez 
de instancia, en relación con la 
procedibilidad de una acción de tutela 
instaurada contra el SISBEN. Dada la 
peculiar actuación del juez de instancia la 
Corte recuerda que: 
 
(…) por mandato de la Constitución 
Política y de la ley, y a la luz de la 
jurisprudencia de esta Corporación, en 
el Estado Social de Derecho, los 
jueces constitucionales deben ser 
estrictos, cuidadosos y comprometidos 
en la protección de los derechos 
fundamentales, por lo mismo, sus 
decisiones tienen que compadecerse 
de la situación de los sujetos y en ellas 
garantizarse el restablecimiento sin 
dilaciones de los derechos.300 
 
 Control constitucional: Sin duda, los 
tribunales Constitucionales son órganos  
cualificados para la interpretación y 
delimitación de los contenidos 
constitucionales. Su función denota, 
específicamente, la descripción del 
contenido constitucional vigente y, su 
incidencia en el ámbito de la práctica 
constitucional corrobora el pretendido 
control no sólo formal o sustancial de los 
actos realizados por los órganos públicos y 
el comportamiento desempeñado por esas 
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Ej. Art 11 C.P. Prohíbe expresamente la 
pena de muerte, por lo tanto, esta medida 
coercitiva queda excluida de nuestro 
ordenamiento jurídico. 
Art. 33 C.P. Anula cualquier exigencia de 
declarar contra sí mismo o contra 
parientes hasta cierto grado de 
consanguinidad, afinidad o parentesco 
civil. 
 
 Restricciones constitucionales 
implícitas: Refiere el contenido excluído 
de la protección del derecho fundamental 
en razón de la protección de otros 
derechos fundamentales y/o la protección 
de otros bienes constitucionalmente 
protegidos296. Es declarado y compete, al 
menos formalmente, al Tribunal 
Constitucional297. 
 
Ej. Sentencia C-355/06, M.P. Jaime 
Araújo y Clara Inés Vargas. Armonizando 
derechos, principios y valores 
constitucionales, entre ellos, vida, libertad 
autonomía y dignidad; la Corte decide 
despenalizar el aborto en 3 situaciones 
concretas: Acceso carnal violento, 
malformación del feto y riesgo de la vida 
de la madre. De ésta manera, la 
protección del derecho a la vida se ve 
limitada con el fin de proteger la 
autonomía y libertad de la madre. Aunque 
no se sacrifica totalmente el derecho a la 
vida del nasciturus, teniendo en cuenta 
que continúa vigente la prohibición del 
aborto y su debida sanción en 
circunstancias distintas de las planteadas 
por la Corte en su fallo.  
 
Aduce la Corte: 
mismas autoridades. 
 
Se revisaba en el capítulo primero que, en 
nuestro contexto, la Corte Constitucional 
tiene en sus manos la  obligación 
constitucional de salvaguardar la integridad 
y supremacía de la Constitución, para tal 
efecto, cuenta con dos herramientas 
distintas: el control de constitucionalidad y la 
revisión eventual de fallos de tutela (ver 
ítem 1.4). 
 
Ej. Sentencia T-406/92 M.P Ciro Angarita 
Barón. Se trata de una de las sentencias 
más significativas en torno a la cláusula del 
Estado Social de Derecho y una clara 
muestra de la actuación del juez 
constitucional para acercarse y comprender 
los derechos fundamentales. 
 
En palabras del jurista Ciro Angarita, puede 
concluirse la necesaria presencia de la 
Corte Constitucional recordando que: 
 
La coherencia y la sabiduría de la 
interpretación y, sobre todo, la eficacia 
de los derechos fundamentales en la 
Constitución de 1991, están 
asegurados por la Corte 
Constitucional301 
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 Igualmente, puede verificarse este deber del juez en: Corte Constitucional de Colombia 
sentencias T-816/2005 M.P Jaime Araújo Rentería, T-227/2005 M.P. Jaime Córdoba Triviño y T-
605/1992 M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz. Disponibles en www.corteconstitucional.gov.co 
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 RODRÍGUEZ-TOUBES, Joaquín. Principios, Fines y Derechos Fundamentales. Op. Cit., p. 160 
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 Ibíd., p. 161-162 
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 Corte Constitucional de Colombia, sentencia T-406/92 M.P. Ciro Angarita Barón. Disponible en 
www.corteconstitucional.gov.co 
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(…) la penalización del aborto en 
todas las circunstancias implica la 
completa preeminencia de uno de 
los bienes jurídicos en juego, la vida 
del nasciturus, y el consiguiente 
sacrificio absoluto de todos los 
derechos fundamentales de la 
mujer embarazada, lo que sin duda 
resulta a todas luces 
inconstitucional. 
 
(…) 
 
Se declarará por lo tanto ajustado a 
la Constitución el artículo 122 del 
Código Penal en el entendido  que 
no se incurre en delito de aborto, 
cuando con la voluntad de la mujer, 
la interrupción del embarazo se 
produzca en los siguientes casos:  
a) Cuando la continuación del 
embarazo constituya peligro para la 
vida o la salud de la mujer, 
certificado por un médico; b) 
cuando exista grave malformación 
del feto que haga inviable su vida, 
certificada por un médico; c) 
cuando el embarazo sea resultado 
de una conducta, debidamente 
denunciada, constitutiva de acceso 
carnal o acto sexual sin  
consentimiento, abusivo, o de 
inseminación artificial o de 
transferencia de óvulo fecundado 
no consentidas,  o de incesto. 
Exclusiones constitucionales 
aplicables:  
 
 Exclusión cultural: Se excluye del 
contenido del derecho aquello que sea 
ostensiblemente incongruente con la 
cultura jurídica en la que se inscriben302.  
 
Ej. Sentencia T-200/95 José Gregorio 
Exclusiones constitucionales aplicables: 
 
 Exclusión por limitaciones legislativas: Se 
extrae del contenido del derecho disponible 
al legislador aquello que resulta 
incompatible con una ley306.  
 
La decisión final frente a su 
constitucionalidad-inconstitucionalidad 
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Hernández (Libertad de cultos). 
Percibiendo cuan indispensable en el 
Estado es garantizar la libertad de cultos 
en el marco del Estado Social de 
Derecho, es evidente para la Corte que:  
 
(…) el fanatismo religioso, que 
puede conducir al flagrante peligro 
de los mismos integrantes de una 
colectividad de creyentes, o los ritos 
satánicos, que causan grave daño a 
la integridad física y moral de los 
circunstantes, no están 
comprendidos dentro de la libertad 
de  cultos 
 
 Exclusión por mandato constitucional 
expreso: Suprime del contenido del 
derecho aquello que el constituyente no 
quiso incluir, formen o no parte de su 
interpretación común303 
 
Ej. Sentencia C-292/08 M.P Mauricio 
González Cuervo. En este caso la Corte 
reitera la exclusión constitucional de 
detener o privar de la libertad a una 
persona por deudas civiles, en cuanto,  
 
(…) la libertad de la persona no 
sirve de garantía de sus 
obligaciones patrimoniales… 
(…) a través de su sacrificio no se 
puede satisfacer el pago que el 
deudor no ha hecho 
voluntariamente a sus acreedores 
 
 Exclusión por motivo de otros 
derechos: Se excluye del contenido del 
derecho aquello que permita 
salvaguardar otros derechos también 
protegidos por la Constitución, y en la 
proporción requerida por su importancia 
respectiva304 
 
queda en manos del Tribunal Constitucional 
de acuerdo con el procedimiento previsto 
para tal fin307.  
 
En nuestro caso, la Corte Constitucional 
tiene tal competencia en las expresas 
circunstancias previstas normativamente. 
 
Ej. Sentencia T-427/98 M.P. Alejandro 
Martínez Caballero. La Corte encuentra 
justificada las restricciones del legislador 
relacionadas con la propiedad privada en 
razón de la protección de bienes sociales. 
Parece coherente con la voluntad del 
Constituyente, quien quiso trazar en favor 
de la propiedad una suerte de función social 
(Art. 58 C.P.) 
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Ej. Sentencia T-525/92 M.P. Ciro Angarita 
Barón. La Corte confiere ciertas 
restricciones al derecho a la información, 
en relación con informes  procedentes de 
organismos de seguridad del Estado,  en 
procura del respeto al buen nombre. 
Sostiene la Corte:  
 
(…) los informes destinados a los 
medios de comunicación 
provenientes de los organismos de 
seguridad del Estado deben ser 
excepcionales y responder siempre 
a propósitos de seguridad bien 
precisos. Su divulgación no debe 
afectar los derechos fundamentales 
de las personas. Los datos de que 
disponen los organismos de 
inteligencia no pueden ser 
divulgados con criterios de mera 
información periodística 
 
 Exclusión por motivo de otros bienes 
constitucionales: Se suprime del 
contenido del derecho aquello que 
permita amparar otros bienes 
constitucionales, y en la proporción 
requerida por su importancia respectiva305 
 
Ej. Sentencia C-010/00 M.P. Alejandro 
Martínez Caballero. En relación con la 
libertad de expresión, información y 
prensa, la Corte ha reiterado  el alcance 
de ciertas restricciones en el contenido 
de estos derechos, a fin de proteger y 
asegurar, en ciertos casos concretos, 
otros bienes constitucionales, como el 
orden público o los derechos a la 
intimidad o al buen nombre. 
 
Subsiguientemente, la veracidad e 
imparcialidad constituyen condiciones de 
legitimidad o presupuestos que delimitan 
el ámbito constitucionalmente protegido 
de la libertad informativa 
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El contenido esencial, por su parte, es el contenido básico o elemental308 del derecho 
fundamental o es ese umbral de satisfacción309 mínimo que debe conservar el derecho y, 
por ende, intocable por cualquiera.310 
 
A propósito del derecho a la educación de niños y niñas, la jurisprudencia de la Corte y la 
doctrina, acorde a las disposiciones internas e internacionales (así como algunas 
observaciones generales del Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales, 
básicamente, la observación general No. 13), han facilitado la comprensión del núcleo o 
contenido esencial de este derecho; empatando tal contenido con los derechos de 
disponibilidad, acceso, permanencia y calidad.  
 
De éste modo, la satisfacción de la demanda educativa mediante una oferta pública y 
privada, la garantía del ingreso al sistema educativo en condiciones de igualdad y no 
discriminación, la continuidad en los procesos educativos (su no interrupción cuando 
estos se han desarrollado atendiendo los correspondientes deberes académicos y 
disciplinarios) y la promoción de modelos pedagógicos de calidad orientados por 
personal idóneo; descifran, en parte, el contenido indiscutible del derecho fundamental a 
la educación.  
 
Contenido que, “todos los poderes públicos, incluido el legislador, están obligados a 
respetar incondicionalmente tanto por acción como por omisión.” De no hacerlo, su 
comportamiento deviene ilegítimo y suscitaría serias dudas asociadas con el contenido 
que, bajo ciertas circunstancias, puede estar sujeto a la intervención de los órganos 
autorizados por el mismo ordenamiento. No parecería prudente, en este sentido, 
renunciar a la mediación del legislador para regular el ejercicio de disposiciones que 
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pretenden ser aplicables; por el contrario, los derechos fundamentales, ciertamente, 
concluye la Corte, “…pueden ser objeto de regulación pero no de desnaturalización”311  
 
Hasta este punto y acorde a los supuestos teóricos ya ejemplificados, quedaría clara la 
injerencia en la delimitación –limitación- del contenido de los derechos, no sólo por el 
órgano jurisdiccional cualificado, esto es, la Corte Constitucional (con el fin de interpretar 
estos contenidos constitucionales y, específicamente, atribuir un sentido a las 
disposiciones normativas referentes a derechos básicos); sino también la probable 
intervención del legislador. Sólo que esta intervención deberá contar con la anuencia, en 
última instancia, de la decisión de constitucionalidad-inconstitucionalidad del Tribunal y 
sujetar su actuación en consideración al contenido esencial, el criterio de 
proporcionalidad y los demás límites impuestos por la misma Constitución312. De ahí, y 
este es Prieto Sanchís, que pueda invertirse la “…presunción de constitucionalidad que 
acompaña habitualmente a los productos del legislador, de manera que cuando este se 
mueva en la esfera de los derechos es él mismo quien debe destruir la presunción de 
inconstitucionalidad”313. 
 
Baste resaltar esta última exigencia, es decir, la debida observancia de los límites 
impuestos por la Constitución, para reiterar una vez más la incuestionable delimitación de 
los derechos fundamentales proveniente, esencialmente, de estos mismos contenidos 
constitucionales y, por tanto, exigibles para cualquier órgano que decida restringirlos.  
2.1.2 La norma de derecho fundamental 
Advierte Javier Jiménez Campo: “Las normas que enuncian derechos fundamentales y 
los derechos por ellas enunciados no son…realidades jurídicas idénticas…”314 Difiere, 
entonces, las entidades que resultan de la interpretación de las disposiciones jurídicas 
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sobre derechos fundamentales, de aquellas facultades, potestades y poderes jurídicos 
atribuidos a su titular315. 
 
Sea esta la oportunidad de traer nuevamente a colación la diferencia entre enunciado o 
disposición normativa, norma y enunciado interpretativo (ya revisado en el capítulo 
primero, a propósito de la interpretación jurídica y sus elementos.) en tanto, parece 
importante evitar confusiones al momento de plantear, finalmente, esta distinción 
concreta entre norma de derecho fundamental y derecho fundamental. 
 
En las consideraciones generales de la primera parte del capítulo anterior (interpretación 
jurídica) leyendo a Ricardo Guastini e Isabel Lifante Vidal, se indicaba que en la labor 
interpretativa aquello que pretende ser interpretado, esto es, el objeto de interpretación, 
se identifica con la disposición o enunciado normativo. El resultado una vez se ha 
efectuado el proceso de atribución de significado a esas disposiciones, es la norma. Y el 
argumento a través del cual se logra dotar de tal significado a ese enunciado normativo, 
se denomina enunciado interpretativo. 
 
Ya en el lenguaje y ámbito propio del derecho fundamental, un ejemplo para ilustrarlo 
puede ser: 
 
En la Constitución Política se prescribe el siguiente enunciado o disposición normativa – 
enunciado o disposición de derecho fundamental-: 
 
 “El derecho a la vida es inviolable…”316 
 
La norma o producto de éste enunciado al que se le ha atribuido un significado –norma 
derecho fundamental-, puede ser: 
 
“Todas las personas tienen derecho a vivir dignamente” 
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El enunciado interpretativo, es decir, el argumento que permitiría dotar de sentido a ese 
enunciado o disposición de derecho fundamental, puede formularse así: 
 
“El concepto de vida…no corresponde simplemente al aspecto biológico…la vida 
que el Estado debe preservar exige condiciones dignas”317 
 
Hecha esta somera revisión, es oportuno continuar con el propósito inicial.  
 
La construcción de un concepto de norma de derecho fundamental y su disparidad con el 
derecho fundamental en sí mismo, requiere algunas precisiones que han sido extraídas, 
principalmente, de la lectura de Robert Alexy318. 
 
Alexy desarrolla su explicación partiendo de la disimilitud que se acaba de revisar entre 
enunciado o disposición normativa y norma, lo que para él configura el concepto 
semántico de norma319. Y prepara el camino para la definición del concepto de norma de 
derecho fundamental, a través de tres presupuestos: A) La necesidad de aludir a 
enunciados normativos caracterizados por su validez y por su positivización320. B) La 
presencia de normas de derecho fundamental directamente estatuidas por la 
Constitución  y de otras adscriptas a ella321. C) La concreción de una definición de norma 
de derecho fundamental que cobija tanto a normas estatuidas como adscriptas a la 
Constitución322. 
 
Este primer supuesto, la necesidad de aludir a enunciados normativos caracterizados por 
su validez y por su positivización, implica que la identificación de la norma de derecho 
fundamental no puede prescindir de la existencia de un enunciado normativo adoptado 
formalmente por el ordenamiento mediante órganos y procedimientos competentes. Que 
las autoridades públicas en el Estado colombiano no puedan, por ejemplo, privar 
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arbitrariamente de la vida a ningún individuo en el territorio colombiano y, por el contrario, 
deban garantizar la efectiva concreción de condiciones de vida digna para todos; es 
probablemente una norma de derecho fundamental consecuencia de la disposición 
acordada por el Constituyente de reconocer, entre otras, la inviolabilidad de la vida y la 
prohibición de la pena de muerte. 
 
La presencia de normas de derecho fundamental no sólo estatuidas directamente por la 
Constitución, sino de otras que se encuentran adscriptas a ella, pone de presente la 
diversidad de factores que constituirían el concepto de norma de derecho  fundamental. 
Puede considerarse, por ende, la existencia de normas de derecho fundamental que no 
sean el resultado directo de disposiciones expresas contentivas en el Texto 
constitucional, sino de otras que pueden ser adscriptas a las normas directamente 
estatuidas por la Constitución323.  En uno u otro caso, aquello que permitirá otorgar el 
carácter de fundamental, desde una perspectiva general, apunta Alexy, es la posibilidad 
de una fundamentación iusfundamental correcta que, visiblemente, variará según se trate 
de una norma de derecho fundamental directa o indirectamente estatuida324 
 
Si observamos, por un instante, nuestro ordenamiento jurídico para pensar esta última 
acotación relacionada con normas adscriptas de derecho fundamental, es dable imaginar 
una serie de criterios que, empleados por la Corte Constitucional, servirían de sustento 
para expresar normas de este tipo. Estos criterios pueden ser, por lo menos, 
especulados a partir de la ratio decidenci, entendiendo que estamos frente a la 
incorporación de subreglas constitucionales vinculantes que posibilitan justificar, entre 
otros aspectos, una fundamentación iusfundamental de esas normas de derechos  
fundamentales. 
 
Examinemos esta cuestión en un caso concreto. Si bien, en la Constitución Política del 
año 91 se garantiza el derecho al libre desarrollo de la personalidad (Art. 16), el derecho 
a la intimidad (Art. 15), la dignidad humana como principio fundamental (Art. 1) y valores 
como la tolerancia; hay en el contexto un espacio abierto en el cual persisten dudas 
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acerca de la autodeterminación de opciones distintas a la heterosexual y su alcance en 
términos de inclusión-exclusión. Mayor es la inquietud si el tema es planteado en 
situaciones que involucran la decisión o el consentimiento de un menor. 
 
Sin embargo y a pesar de la trascendencia de varios de los pronunciamientos de la Corte 
sobre el tema, una de las decisiones que sería útil para tratar de extraer normas 
adscriptas de derecho fundamental puede ser la sentencia T- 477 del año 95. Fallo que 
resuelve “…la legitimidad de la conducta de las autoridades y de los particulares que 
participaron en el proceso de readecuación de sexo de un menor”325. 
 
Para resolver el asunto, la Corte toma en consideración los siguientes elementos (en lo 
que atañe a éste análisis se han escogido algunos de sus argumentos): 
 
 La exigencia del consentimiento informado del paciente para efectuar tratamientos o 
procesos invasivos en su cuerpo, excepto en los casos de urgencia que colocase en 
peligro la vida del paciente. 
 
 La divergencia entre intervenciones médicas ordinarias y extraordinarias.  
 
(…) la doctrina ha establecido una distinción, que esta Corporación ha aceptado, 
entre intervenciones médicas ordinarias, que no afectan el curso cotidiano de la 
vida del paciente, e intervenciones  extraordinarias, que se caracterizan porque es 
"notorio el carácter invasivo y agobiante del tratamiento médico en el ámbito de la 
autonomía personal", de suerte que se afecta "de manera sustancial el principio de 
autodeterminación personal…" 
 
 El consentimiento del menor y la decisión de los padres relacionada con tratamientos 
e intervenciones médicas: Hay situaciones en las que se posibilita a los padres 
sustituir el consentimiento del menor: Cuando se trata de intervenciones médicas 
ordinarias, o para salvaguardar la vida e integridad del menor, o cuando se practica un 
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tratamiento de poco impacto para la autonomía del niño, y de evidentes beneficios 
médicos para  el mismo. En los demás casos, y específicamente, en la readecuación 
del sexo, no es permitido llevar a cabo este procedimiento sin la autorización previa 
del menor, toda vez que: 
 
Los niños no son propiedad de nadie: ni son propiedad de sus padres, ni 
son propiedad de la sociedad. Su vida y su libertad son de su exclusiva 
autonomía. Desde que la persona nace está en libertad y la imposibilidad 
física de ejercitar su libre albedrío no sacrifica aquélla 
 
 La situación del menor en el contexto del Estado Social de Derecho y la efectiva 
realización de sus derechos fundamentales: Se destaca el interés superior del menor 
por ser este un concepto que enmarca la posibilidad de darle un tratamiento 
preferencial, soportado en sus intereses, igualmente, prevalentes. De tal forma que los 
derechos y, en general, las garantías reconocidas en su favor deberán ser protegidos 
prioritariamente por el Estado, la sociedad y la familia.  
 
El derecho a la identidad sexual es una de esas piezas elementales que hacen parte 
del complejo de garantías a las que todos debe concurrir para su efectiva realización, 
en cuanto determina  al ser como una individualidad, comporta un significado de 
Dignidad humana y en esa medida es un derecho a la Libertad; tal reconocimiento 
permite  la posibilidad de desarrollar su vida, de obtener su realización, es decir, el 
libre desarrollo de su personalidad. 
 
 Un argumento más, determinante para su decisión, se trascribe a continuación: 
 
(…) en el fondo de cada existencia hay un núcleo inaccesible para los 
demás y el sexo forma parte de ese núcleo o cualidad primaria o esencia. 
El sexo constituye un elemento  inmodificable de la IDENTIDAD de 
determinada persona...En la identidad de las personas no cabe 
determinismo extraño 
 
Derechos fundamentales y cláusulas de interpretación 97 
 
Con estos antecedentes que fundan en buena medida los argumentos que motivan la 
decisión de la Corte, las normas adscriptas de derecho fundamental que pueden 
extraerse son: 
 
a) El Estado tiene la obligación de proteger especialmente el derecho a la identidad 
sexual de los menores como expresión del libre desarrollo de su personalidad y 
dignidad humana; y se compromete a ofrecer los instrumentos necesarios para su 
adecuada garantía. 
 
b) En ningún caso de readecuación del sexo de un menor, es posible la injerencia de los 
padres o de cualquier otra voluntad extraña para decidir sobre la práctica de esta 
intervención médica, por cuanto, el menor es el único sujeto capaz de autodeterminar 
libremente su propia identidad sexual. 
 
Como corolario y siguiendo los razonamientos de Robert Alexy, puede asimirse, 
entonces, que el <<concepto de norma de derecho fundamental>> se refiere a aquellas 
normas que son expresión de enunciados o disposiciones de derechos fundamentales 
directamente estatuidas por la Constitución o adscriptas a ella, según sea posible, en su 
favor, una <<fundamentación iusfundamental correcta>>326. 
2.2 Interpretación de los derechos fundamentales 
2.2.1. Notas previas 
Esta segunda parte del capítulo tendrá por objeto la revisión de algunos aspectos que 
ayudarán a percibir la dinámica de la interpretación de los derechos fundamentales. 
Aunque no supone, de ninguna manera, sentar grandes postulados o controvertir aquello 
que los maestros, doctrinantes, teóricos, juristas y verdaderos estudiosos sobre el tema 
ya han trabajado, todo lo contrario, este sigue siendo  un simple esbozo de sus 
enseñanzas, solo que para la modesta propuesta de esta tesis resultan de especial 
importancia. 
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Antes de adentrarnos en el tema de la interpretación de los derechos fundamentales, o 
para una mejor comprensión, de las normas de derecho fundamental, es conveniente 
hacer ciertas apreciaciones. De un lado, la estructura de estas normas de derecho 
fundamental y, de otro, un contraste que pareciera no menos substancial: La diferencia 
entre interpretación de los derechos e interpretación desde los derechos fundamentales. 
Matizada de una intervención teórica: la propuesta del maestro Ernst-Wolfang 
Bokenforde acerca del nexo necesario, existente entre la teoría y la interpretación de los 
derechos fundamentales327 
2.2.2 Estructura de las normas de derecho fundamental 
Alexy distingue dos formas a través de las cuales se explica la estructura de las normas 
de derechos fundamental: Reglas y principios. 
 
Las diferencias entre reglas y principios, fueron expuestas, de forma general, en el 
capítulo anterior (esquema general de la interpretación jurídica. Métodos: La 
ponderación). Empero,  vale recordar, a modo de síntesis que, según Alexy las 
relaciones que puede suscitarse entre las reglas y entre los principios, su generalidad y 
su propia identidad; se trazan como criterios de distinción entre una y otra clase de 
estructura de norma328. 
 
Las reglas al demandar un cumplimiento pleno denotan siempre ser sólo o cumplidas o 
incumplidas329, mientras que los principios identificados como mandatos de optimización, 
dependen, en gran medida, para su exigibilidad, de diferentes cuestiones fácticas y 
jurídicas que permitan determinar la medida ordenada de su cumplimiento330. Los 
principios a diferencia de las reglas cuentan con un mayor grado de textura abierta, esto 
es, un margen más amplio de indeterminación respecto de la conducta a prescribir. Y en 
cuanto a las relaciones entre principios y relaciones entre reglas, Alexy expresa que en el 
primer evento –relaciones entre principios- lo que puede suscitarse es una  tensión o 
colisión, cuya resolución no conduciría a la negación o anulación de uno de los preceptos 
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(de ahí que la técnica a utilizar sea la ponderación); mientras que –en las relaciones 
entre reglas- el conflicto o contradicción de dos reglas posibilitaría, eventualmente, la 
elección de una de ellas en detrimento de la otra para dar solución a una situación 
hipotética331.  
  
Inicialmente, los derechos fundamentales aparecen reconocidos mediante normas con 
estructura de principio, lo cual es inevitablemente problemático ya que “se trata de 
normas donde no se detallan las condiciones de aplicación y donde lo que se prescribe 
es, más que una acción precisa, una conducta abierta a posibilidades”332. Se requiere, de 
este modo, contar a su vez con otro tipo de normas cuya estructura precise, o al menos 
lo intente, la conducta debida y puedan, por lo tanto, “…ser aplicadas como soluciones 
concluyentes en un conflicto”333 
 
En cualquier caso, sea la estructura de la norma de derecho fundamental una regla y/o 
un principio, resulta inquietante comprender cuál norma ha de ser aplicada, cómo debe 
ser adecuada para resolver situaciones concretas y si es permitido asumir para cada 
caso particular una eventual jerarquización de las normas de derecho fundamental.  
2.2.3 Interpretación de los y desde los derechos fundamentales 
La interpretación desde los derechos fundamentales consiste en la interpretación de las 
normas de derecho fundamental llevada a cabo para lograr la “proyección de la 
interpretación de los derechos sobre las restantes normas”334. Así visto, la interpretación 
desde los derechos concede la oportunidad al intérprete de mostrarlos, mediante la 
actividad interpretativa, como guías y límites de cualquier interpretación jurídica335 
 
La interpretación de los derechos fundamentales refiere, en cambio, “la operación a 
través de la cual se dota de significado a un determinado derecho”336. Es una operación 
que, revela esencialmente, según Peces-Barba, una serie de particularidades internas y 
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externas tanto de la acción como del resultado de ésta labor, debido al “carácter especial 
tanto de los derechos cuanto de las normas que normalmente los contienen”337.  
 
Tal como lo menciona el jurista y profesor español, el énfasis se hará en esta última 
interpretación que sugiere la proyección de la interpretación sobre los derechos 
fundamentales338. Perspectiva a seguir en las páginas que siguen a continuación. 
2.2.4 Una nota breve acerca de una propuesta interesante. Ernst- 
Wolfang Bockenforde 
A pesar de la importancia que sin duda suscita la propuesta de Ernst Bokenforde, 
quisiéramos tan solo se hará un breve comentario de su trascendental propuesta. 
 
Para Bokenforde, la interpretación de los derechos fundamentales difícilmente puede 
explicarse sin una teoría de los derechos fundamentales. Los motivos tocan, ciertamente, 
con el fuerte vínculo que habría entre ambas cuestiones y, por la influencia inevitable de 
un contexto que se vería matizado, simultáneamente, por un concepto del Estado y de la 
Constitución339. Influencia que parece desencadenar en la determinación del contenido 
material y de la estructura formal de los derechos fundamentales. 
 
De éste modo, plantea 5 distintas teorías de los derechos fundamentales, entre las 
cuales se encuentran: a) teoría liberal de los derechos fundamentales, b) teoría 
institucional de los derechos fundamentales, c) teoría axiológica de los derechos 
fundamentales, d) teoría democrático-funcional de los derechos fundamentales y, e) 
teoría de los derechos fundamentales del Estado social340 
 
Cuál deba ser la teoría aplicable en el caso colombiano, tal como se lo pregunta 
Bockenforde respecto de la Ley Fundamental del Estado alemán, estriba, precisamente, 
en la concepción del Estado y de la Constitución que aparece implícita en las relaciones 
individuo-comunidad estatal y, en la consecuente, organización de esa comunidad 
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estatal341. Es el mismo contenido constitucional, el que procura al intérprete una idea del 
Estado y de la Constitución, de las pretendidas relaciones que podrían proceder de esas 
mismas concepciones y de la expresión, en fin, de una teoría que mejor reúna, explique y 
delimite el contenido de los derechos fundamentales y, consigo, de una determinante 
interpretación.  
  
Es probable que la fórmula política recogida en la Constitución Política, esto es, la del 
Estado Social de Derecho, la dignidad humana como fundamento del Estado colombiano, 
el catálogo de valores, principios y derechos, el valor normativo que se reconoce a la 
Constitución en nuestro ordenamiento y el carácter democrático, participativo y pluralista 
del Estado condensen la filosofía política que inspira el diseño institucional previsto por la 
Carta342, y persuadan, a su vez, cierta inclinación hacia una teoría de los derechos 
fundamentales. Teoría que, según Bockenforde, orientaría el “carácter general, finalidad 
normativa, y el alcance material de los derechos fundamentales.”343 
2.2.5 Algunos aspectos característicos de la interpretación de los 
derechos fundamentales  
a) Particularidades del proceso interpretativo 
 
En las páginas precedentes, acompañados de la ilustración del maestro Gregorio Peces-
Barba, se observaba que en la interpretación de los derechos fundamentales se 
descubre la existencia de particularidades internas y externas del proceso interpretativo, 
tanto de la acción desplegada como del resultado obtenido. 
 
En el cuadro siguiente, puede contrastarse ambas particularidades de la interpretación de 
las disposiciones de derecho fundamental expuestas por el jurista español. 
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PARTICULARIDADES DE LA ACCIÓN 
DE INTERPRETAR 
 
PARTICULARIDADES DEL 
RESULTADO DE LA 
INTERPRETACIÓN 
Particularidades internas  
 
 Procedencia: “Surgen de la relevancia 
de la interpretación de los derechos en 
el Derecho”344 
 
 Los derechos fundamentales logran 
identificarse como criterios de validez 
material de las restantes normas del 
ordenamiento345 
 
 Su interpretación trasciende a todo el 
ordenamiento jurídico, de tal forma 
que, “de su interpretación 
depende…toda…la normativa del 
sistema jurídico”346 
Particularidades internas: 
 
 Procedencia: “Surgen de la relevancia 
de la interpretación de los derechos en 
el Derecho”347 
 
 Al dotar de sentido las disposiciones 
que contemplan estos derechos, el 
resultado de su interpretación va a 
suponer su especificación348 
 
 Un efecto posible de la interpretación 
de las disposiciones que contemplan 
derechos fundamentales, es la 
ampliación de su catálogo.349 
Particularidades externas: 
 
 Procedencia: “Surgen de la relevancia 
social e individual de los derechos”350 
 
 
 
 
 Supone la obligación de favorecer 
siempre y en todo caso, de la mayor 
forma posible el contenido del 
derecho351 
Particularidades externas: 
 
 Procedencia: “Se derivan de la 
relevancia social e individual, pero 
también de la contemplación de los 
derechos como instrumentos de 
legitimación del sistema jurídico”352 
 
 Supone facilitar una interpretación  que 
sea aceptable para la comunidad a 
quien se destina353  
 
 
En cualquiera de los casos, estas peculiaridades denotan que el proceso de 
interpretación desarrollado por órganos cualificados deberá maximizar los contenidos 
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materiales de la constitución como paso ineludible hacia la concreción y efectiva 
realización de estas normas básicas. 
 
b) Prevalencia e inviolabilidad de los derechos fundamentales 
 
La Corte introduce o presta atención a un par de características más: La prevalencia de 
los derechos fundamentales y su inviolabilidad. Aunque para aclarar un poco mejor cuál 
ha sido el interés del Tribunal, se sugeriría partir de un supuesto no menos valioso: los 
derechos fundamentales no son absolutos.  
 
La razón de esta afirmación final la hallamos, sin duda, o, a lo sumo, en nuestra 
pretensión por conservar un mínimo de convivencia social; pues difícilmente una vida 
apacible se logra en situaciones en las que, por ej., existiendo un tensión entre derechos, 
las decisiones adoptadas favorecen exclusivamente a uno de ellos a costa de los 
intereses que pueda perseguir con su contenido otro u otras garantías 
constitucionales.354 Los derechos de los demás, el orden público, los fines a perseguir por 
el Estado y la construcción de un modelo constitucional afín a su fórmula política deberá 
demarcar, proporcionalmente, ese espacio posible para la efectiva realización de los 
derechos; sin olvidar obviamente, las restricciones, competencias y demás pautas que se 
encuentren definidas por el ordenamiento en general.  
 
Citando a la Corte, en el trasfondo del asunto la relativización de los derechos proyecta a 
la solidaridad como requisito “en el logro de un orden social justo, en el cual todos 
razonablemente cooperen…”355 Lo cual acarreará, en definitiva, la necesidad de 
armonizarlos “…entre sí y con los demás bienes y valores protegidos por la Carta pues, 
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de lo contrario, ausente esa indispensable relativización, la convivencia social y la vida 
institucional no serían posibles.” 356 
 
Ahora, que estos derechos no sean absolutos no significa que sean inviolables y/o que 
no tengan un signo peculiar de mayor vigor, parafraseando al maestro Rodríguez-
Toubes. Todo lo contrario, si los derechos pueden adaptarse y adecuarse a las distintas 
circunstancias que rodean cada situación en concreto,  tratando de fortalecer y procurar 
al máximo sus contenidos por denotar  “…exigencias esenciales… más intensas que las 
planteadas por otros bienes constitucionales”357, es dable, ciertamente y en principio, 
asegurarlos de manera preferente358  
 
La Corte resume esta prevalencia e inviolabilidad de los derechos fundamentales, 
señalando: 
 
“…Son inviolables, porque es inviolable la dignidad humana: En efecto, el 
núcleo esencial de lo que constituye la humanidad del sujeto de derecho, su 
racionalidad, es inalterable. Pero el hecho de predicar su inviolabilidad no 
implica de suyo afirmar que los derechos fundamentales sean absolutos, 
pues lo razonable es pensar que son adecuables a las circunstancias. Es 
por esa flexibilidad que son universales, ya que su naturaleza permite que, 
al amoldarse a las contingencias, siempre estén con la persona. De ahí que 
puede decirse que tales derechos, dentro de sus límites, son inalterables, es 
decir, que su núcleo esencial es intangible.”359 
 
En fin, la prevalencia de los derechos fundamentales, su inviolabilidad y su carácter no 
absoluto hacen de estas prerrogativas condiciones importantes cuyo reconocimiento y 
funcionalidad ocupa un lugar especial en el entramado normativo y en el estilo de vida de 
quienes formamos parte del Estado. 
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c) Un criterio más: El bloque de constitucionalidad  
 
Como anotación final para articular algunas de las características de la interpretación de 
las disposiciones de derecho fundamental, podría contemplarse en el bloque de 
constitucionalidad y en el contenido esencial dos de esos factores que marcarían una 
nota distintiva de la función desplegada por el intérprete autorizado360: una labor rigurosa 
y fuertemente garantista de la condición digna del ser humano, lo cual comportaría 
forzosamente condicionar, en principio pero no exclusivamente, la función interpretativa 
del Legislador. 
 
Solamente se llevará a cabo una corta reflexión del primer criterio, para no  reiterar la 
influencia del contenido esencial en la delimitación del contenido de estos derechos y, en 
efecto, de su interpretación. 
 
El bloque de constitucionalidad361 como parámetro de constitucionalidad de los actos de 
los órganos públicos, cumple varias funciones, entre ellas, ha sostenido la Corte, una 
función integradora y una función interpretativa. La función interpretativa “sirve de 
parámetro guía en la interpretación del contenido de las cláusulas constitucionales y en la 
identificación de las limitaciones admisibles a los derechos fundamentales”; mientras que 
la función integradora consiste en la “provisión de parámetros específicos de 
constitucionalidad en ausencia de disposiciones constitucionales expresas, por remisión 
directa de los artículos 93, 94, 44 y 53 Superiores-”362 
 
De esta primera función –función interpretativa-, el art. 93 de la Constitución señala 
expresamente que: “Los derechos y deberes consagrados en esta Carta, se interpretarán 
de conformidad con los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por 
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Colombia”; es decir que, además de reconocer y otorgar rango constitucional a 
disposiciones no expresamente contempladas en el texto de la Constitución, condiciona, 
de cierta manera, la interpretación y, en consecuencia, la delimitación de normas de 
derecho fundamental, a la observancia de estos mismos contenidos normativos. Sin 
embargo, pareciera atribuirse este carácter condicionante, únicamente, a los tratados 
internacionales de derechos humanos referidos en el Art 93; pero ha sido la misma Corte, 
a través de su jurisprudencia, la que, ampliando y sistematizando el contenido normativo 
del bloque de constitucionalidad, permite hacer extensiva ésta función interpretativa a 
todos los componentes del Bloque.  
 
Así, además de esos tratados internacionales; las normas del Derecho Internacional 
Humanitario, algunos convenios y resoluciones de la OIT, ciertas resoluciones de 
instancias internacionales363 y, la ley estatutaria de los estados de excepción364, por 
ejemplo, se trazarían a la par como medidas que condicionarían la interpretación de las 
disposiciones que reconocen derechos fundamentales. 
 
Una muestra general de lo anterior, puede observarse en pronunciamientos de la Corte, 
en los cuales, recurriendo a esta función interpretativa del Bloque, logra atribuir un 
significado a disposiciones de derecho fundamental, e identificar las condiciones que se 
harían exigibles para delimitar el contenido de las normas que regulan estos derechos.  
 
Una de esas decisiones permitió, por ej., reconocer el derecho que tendrían los 
miembros de la fuerza pública de desobedecer órdenes del superior jerárquico que 
conllevaren la materialización de conductas gravosas como el genocidio, la desaparición 
forzada, tortura, etc. Este reconocimiento es producto de la obligación que tendría el 
Estado de atender, precisamente, los contenidos constitutivos del Bloque de 
constitucionalidad y, en especial, el Derecho Internacional Humanitario en situación de 
conflicto armado. En el caso puntual, estas normas del Derecho Internacional 
Humanitario se convirtieron en herramientas que permitieron delimitar el contenido de las 
normas que regulan el derecho fundamental a la libertad de conciencia; de tal forma que, 
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364
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al tiempo que se reconoce a los miembros de la fuerza pública “…el derecho a objetar en 
conciencia cualquier acto criminoso…”365, se conserva el propósito de salvaguardar  no 
sólo “los derechos humanos de las personas que puedan resultar afectadas con el 
mandato, sino también…los derechos humanos del subordinado…”366.  Insiste la Corte: 
 
“...no se puede interpretar el artículo sobre la obediencia militar debida 
(CP art. 91) en forma aislada, sino que es necesario determinar su sentido 
de manera sistemática. Es pues necesario poner en relación este principio 
con los otros principios, derechos y deberes consagrados por la Carta, y en 
particular se requiere armonizar su alcance con las obligaciones 
mínimas impuestas a las partes en conflicto por el derecho 
internacional humanitario con el fin de proteger, en todo momento, la 
dignidad y la integridad de la persona humana, puesto que la obediencia 
militar no puede ser ciega frente a órdenes claramente contrarias a estos 
valores. (Negrillas fuera del texto) 
(…) 
 
En tales circunstancias, una conclusión se impone: no se puede 
invocar la obediencia militar debida para justificar la comisión de 
conductas que sean manifiestamente lesivas de los derechos 
humanos, y en particular de la dignidad, la vida y la integridad de las 
personas, como los homicidios fuera de combate, la imposición de penas 
sin juicio imparcial previo, las torturas, las mutilaciones o los tratos crueles y 
degradantes. Esta conclusión no sólo deriva de la importancia de estos 
valores en la Constitución colombiana y en el derecho internacional 
humanitario sino que, además, coincide con lo prescrito por otros 
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 MADRID, Mario. El Derecho a la objeción de Conciencia, Bogotá, segunda edición, Librería 
ediciones del Profesional, 2003, p. 78-79.  
La Corte ha confirmado esta apreciación, señalando que, “…el subordinado goza del derecho 
inalienable, garantizado por el artículo 22 de la Carta, de no ser o ligado a actuar contra su 
conciencia”. Corte Constitucional de Colombia, sentencia T-363/1995 M.P. José Gregorio 
Hernández. Disponible en www.corteconstitucional.gov.co 
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 GÓMEZ, Jesús. La Obediencia Jerárquica y la Inviolabilidad de los Derechos Humanos, 
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instrumentos internacionales en la materia que obligan al Estado 
colombiano”367 (Negrillas fuera del texto) 
 
En otras decisiones, la función interpretativa del Bloque ha permitido distinguir un marco 
normativo imperativo para el Legislador, cuando este deba diseñar la política criminal del 
país y, como parte de esta tarea, establecer los tipos penales con su correspondiente 
sanción368. En esta medida la Corte recalca que,  
 
“(…) el Legislador cuenta con un margen de configuración amplio pero no 
ilimitado, puesto que debe ser respetuoso de los límites establecidos en la 
Constitución Política interpretada a la luz de las normas que conforman el 
bloque de constitucionalidad -sea para determinar el contenido de las 
cláusulas constitucionales existentes, o para proveer parámetros específicos 
en ausencia de disposiciones constitucionales expresas y por remisión 
específica de los artículos 93, 94 y 44 Superiores”369 
 
Es indiscutible el peso del bloque de constitucionalidad en la interpretación de 
enunciados interpretativos y, en la delimitación, en últimas, de las normas de derecho 
fundamental,  debido a que se disponen como verdaderas fuentes de derecho370. No 
obstante, ello es admisible y así lo ha reiterado la Corte, porque “el fundamento 
normativo de las disposiciones internacionales que se integran al bloque se deriva de 
cláusulas constitucionales expresas en las que se efectúan remisiones directas a dichas 
normas y principios, incorporándolos al ordenamiento interno con rango constitucional 
para efectos de precisar y complementar el sentido de las cláusulas constitucionales”371 
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 Corte Constitucional de Colombia, sentencia C-225/1995 M.P. Alejandro Martínez Caballero.  
Otros fallos de la Corte que pueden consultarse sobre el tema de la obediencia debida son: 
Sentencia C 578/1995 M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz y sentencia C-431/2004 M.P. Marco 
Gerardo Monroy. Disponibles en www.corteconstitucional.gov.co 
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 Corte Constitucional de Colombia, Sentencia C-291/2007 M.P. Manuel José Cepeda. 
Disponible en www.corteconstitucional.gov.co 
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 Corte Constitucional de Colombia, Sentencia C-291/2007 M.P. Manuel José Cepeda. 
Disponible en www.corteconstitucional.gov.co 
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 Corte Constitucional de Colombia, Sentencia C-067/2003 M.P. Marco Gerardo Monroy. 
Disponible en www.corteconstitucional.gov.co 
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 Corte Constitucional de Colombia, Sentencia C-750/2008 M.P. Clara Inés Vargas. Disponible en 
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Significa que, se replica en todo caso el peculiar ímpetu que irradia la Carta Fundamental 
y las demás normas que, junto a ella y por su propia inclinación, constituyen el bloque de 
constitucionalidad.  
 
Ya la limitación y delimitación en cuanto al contenido posible y vigente de estos 
derechos, fue revisado más arriba  (apartado 2.1: concepto de derecho fundamental. 
Contenido de los derechos fundamentales). Y en lo atinente a las pautas que deberá 
tenerse en cuenta para conducir la labor interpretativa de estas disposiciones, se hace 
extensiva la explicación de los métodos y principios de la interpretación jurídica y, 
esencialmente, de la interpretación constitucional a las situaciones que involucran 
derechos fundamentales. 
 
Resta subrayar una técnica utilizada con frecuencia por el intérprete para solucionar 
casos de tensión o colisión entre normas de derecho fundamental: La ponderación.  
2.3 La ponderación 
A continuación se abordarán algunas cuestiones muy generales de la ponderación, dada 
su pertinencia en la resolución de situaciones que afectan contenidos constitucionales. 
Se trata de una de las varias opciones que podrá utilizar el intérprete en su labor; es sólo 
un posible camino que se ofrece a quienes cuentan con la competencia para incidir con 
su actuación en estos asuntos. Sea de paso aclarar que, si bien, esta herramienta suscita 
múltiples aristas, matices y, sobre todo, controversias; no será esta la ocasión ni el 
espacio propicio para desarrollarlas. 
2.3.1 Generalidades 
La ponderación, en palabras de Prieto Sanchís, es un “modo de resolver los conflictos 
entre principios”372; precisamente, tal como se mencionó con la lectura de Alexy, por 
encontrarnos frente a normas con un tipo de estructura que sugiere una relación no de 
conflicto, estrictamente, sino de tensión o colisión cuya resolución no conduciría a la 
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negación o anulación de uno de los preceptos en favor del otro, sino a la optimización de 
sus contenidos. Con todo, es preciso hacer ciertas advertencias.  
 
Es probable encontrar una situación concreta, en la cual, la adopción de una decisión 
concerniente a principios sea la preferencia completa (la satisfacción total o el triunfo 
aplastante) de uno de ellos en detrimento del otro. Sin embargo, esta eventualidad no 
representaría, necesariamente, el camino más adecuado o el más óptimo desde el 
ejercicio de la ponderación; por el contrario, debe orientar, en caso de tensión entre 
principios, “…la armonización de ambos, esto es, la búsqueda de una solución intermedia 
que en puridad no diese satisfacción plena a ninguno, sino que procurase la más liviana 
lesión de ambos”373 
 
De esta forma, se explicaría que la ponderación refiere además de proporcionalidad la 
influencia del principio de concordancia práctica374. Con el primero, “se logra sólo una 
preferencia relativa al caso concreto que no excluye una solución diferente en otro caso”.  
Y con la concordancia práctica hallamos la directriz que empuja al intérprete a guardar la 
debida conformidad entre las normas constitucionales para evitar el apresurado sacrificio 
de una de ellas en favor de otra. Hablar, entonces, de una relación de jerarquía o 
independencia entre las normas  constitucionales no parece apropiado375. En contraste, 
una relación de continuidad y efectos recíprocos entre estas normas sí conseguiría 
adaptar el ejercicio de la ponderación a la pretendida satisfacción de múltiples derechos 
y/o bienes constitucionales, preservando, básicamente, en los principios “…una vocación 
de máxima realización que sea compatible con la máxima realización de los demás”376 
 
Otra de las cuestiones generales que vale indicar, es que estamos frente a una técnica 
no aplicada, exclusivamente, en casos de colisión entre normas de derecho fundamental; 
sino que es a su vez, un instrumento empleado en los juicios que estudian la 
constitucionalidad de las leyes proferidas por el legislador. No obstante, habría que 
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apuntar, la disconformidad que cabría entre la ponderación de normas de derecho 
fundamental y la ponderación utilizada en el juicio abstracto de las leyes377.  
 
La ponderación entre normas de derecho fundamental deberá obtener por resultado la 
maximización u optimización de los contenidos de estas normas; es un ejercicio que, de 
acuerdo con Prieto Sanchís, sería en éste sentido de orden positivo, es decir, “…de 
búsqueda de aquella solución que comporte el menor sacrificio de un principio o derecho 
compatible con la mayor satisfacción de otro según el principio de proporcionalidad…”378. 
En cambio, la ponderación usada en los juicios que se hacen sobre la constitucionalidad 
de las leyes, afirma Prieto, la actitud denota una función más bien de orden negativo, 
pues la tarea desplegada por el órgano jurisdiccional  competente parece más anclada a 
la “…exclusión de aquellas soluciones que implica tal sacrificio de un principio que se 
muestra intolerable a la vista del grado de cumplimiento de otro”379. 
 
La razón que entrevé esta práctica jurisdiccional, permite justificar, de uno u otro modo, la 
presencia de un control material y no meramente formal de los actos producidos por los 
órganos del poder público, incluyendo, por supuesto al legislador; con el fin primordial de 
convertir “…los principios y derechos constitucionales en parámetros de enjuiciamiento 
independientes para resolver cualquier género de conflicto.”380 
 
2.3.2 Estructura de la ponderación 
La estructura de la ponderación, siguiendo la lectura de Robert Alexy, “consta de tres 
elementos: la ley de la ponderación, la fórmula del peso y las cargas de la 
argumentación”381. 
 
 Ley de la ponderación: Es formulada por Alexy en los términos siguientes: “Cuanto 
mayor sea el grado de insatisfacción o de detrimento de un derecho o de un principio, 
mayor debe ser la importancia de satisfacer el otro”382 
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Es por eso que esta ley propone, la fragmentación de la ponderación en tres 
etapas383: 
 
a) Se establece grados de insatisfacción o detrimento de un primer principio. (Pi) 
b) Se establece la importancia de establecer el principio opuesto. Lo identificaremos 
como (Pj) 
c) Se establece si la importancia de satisfacer el segundo principio (Pj) justifica el 
detrimento o la insatisfacción del primer principio (Pi) 
 
Estas etapas permiten, a su vez, observar tres escenarios posibles en los cuales 
puede constatarse una serie de circunstancias: 1. Circunstancias en las cuales la 
interferencia –la insatisfacción o detrimento que pueda ocasionarse- del primer 
principio (Pi) es más intensa que la del segundo principio (Pj). 2. Circunstancias en las 
que, la interferencia –la insatisfacción o detrimento que pueda ocasionarse- del 
segundo principio (Pj) es más intensa que la del primer principio (Pi). 3. Circunstancias 
en las que, la interferencia –la insatisfacción o detrimento que pueda ocasionarse- del 
primer principio (Pi) es semejante que la del segundo principio (Pj)384 
 
Dependiendo de cuál sea el escenario posible puede identificarse cuál es el principio 
que tendría  prioridad. Ya que estamos frente a un ejercicio racional (ponderación), así 
defendido por Alexy, en cada escenario deberá procurarse una especie de juicios 
racionales que permitan su justificación, conjuntamente. En el primer y segundo 
escenario, la justificación se hará sobre la intensidad de la interferencia –la intensidad 
del detrimento ocasionado- de uno de los principios y el nivel de importancia de 
satisfacer el otro principio en colisión. En el tercero, la justificación repercutirá en la 
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y Derechos Constitucionales. Cátedra Ernesto Garzón Valdés 2004, Trad. Del inglés: René 
González de la Vega, México, Ed. Fontamara, 2005, p. 85-85 
Derechos fundamentales y cláusulas de interpretación 113 
 
relación que pretende establecerse entre los elementos anteriores385 (interferencia o 
detrimento e importancia de la satisfacción de uno y otro principio involucrado, 
respectivamente)  y su armonización. 
 
 Fórmula del peso: Es expresada por Alexy así: Wij =  Ii_    
                        Ij 
 
En este esquema, Wij corresponde al peso concreto (expresado en un cociente) que 
resultará de la relación correlativa entre la Intensidad de la interferencia o detrimento 
del primer principio (Ii) y de la Importancia de satisfacer el otro principio involucrado 
(Ij).386 
 
Si es dable atribuir una escala que permita medir el grado de interferencia o 
detrimento de uno de los principios y el grado de importancia en la satisfacción del 
otro principio en colisión, mediante los niveles: grave, moderado y leve; igualmente 
podrá atribuirse a cada uno de estos niveles un valor tomado de la secuencia 
geométrica 20, 21, 22… Así, el nivel leve tendrá un valor de 1, moderado tendrá un 
valor de 2 y el nivel grave tendrá un valor de 4.387  
 
Asignados los valores, la prioridad del primer principio queda expresada por un peso 
determinado mayor de 1, y la prioridad del segundo principio queda expresada por un 
peso menor que 1388. Según sea el caso y dependiendo de los valores definidos a 
cada principio, se permitirá al órgano competente adoptar una decisión en la cual 
deba o no evitar alguna interferencia en el contenido de uno de ellos en favor de la 
garantía del otro principio en tensión.  
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 ALEXY, Robert. “Ponderación, control de Constitucionalidad y Representación”. Op. Cit.,  p. 93. 
Ver también del mismo autor: “Los Derechos Constitucionales y el Sistema Jurídico”. Op. Cit., p. 
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Si, por ejemplo, en una situación particular queremos saber cuál es el peso concreto 
que tendría un principio respecto del otro (queremos conocer el peso concreto del 
principio 1 frente al principio 2 <<Wi.j>>); encontrando que, la interferencia o 
detrimento de éste principio (Principio 1 <<Ii>>) es grave y, correlativamente, la 
importancia de satisfacer el otro principio relacionado (Principio 2 <<Ij>>) es leve, 
tendríamos: 
 
 
Wi,j =  Ii grave__ ó Peso concreto del primer principio= ____   _Interferencia principio 
1: grave______ 
         Ij moderado                                        Importancia satisfacción principio 2: 
moderado  
 
  
 Wi,j =_Ii (4)_ ó Peso concreto del primer principio =  _ __    Interferencia primer 
principio (4)________ 
      Ij(2)                        Importancia satisfacción segundo 
principio (2) 
 
 Resultado: 
 
 Wi,j = _4_ =  _2_     ó    Peso concreto del primer principio es =  _2_  
        2      1                                                           1 
 
Esto es:  
 
a) El peso concreto del principio 1 respecto del principio 2 (Wi,j) daría cuenta de una 
relación en la cual: La interferencia o detrimento del principio 1 (Ii) es grave, 
correlativamente, una importancia moderada de satisfacer el principio 2 (ij). 
b) La prioridad del principio evaluado es mayor de 1 
c) No hay empate 
d) Conclusión: El órgano cualificado no deberá interferir en el contenido del principio 
1 para prevenir y garantizar su contenido. 
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En cada uno de los valores asignados y de la escala utilizada, así como la misma 
gradación soportada en la conclusión final; debe constatarse la existencia de 
argumentos que justifique racionalmente tal atribución. 
 
A continuación, se intentará revisar de forma simple y muy general el empleo de la 
fórmula de peso y la ley de ponderación, en una decisión adoptada por la Corte 
Constitucional. 
 
En sentencia T 066/98 M.P Eduardo Cifuentes Muñoz, la Corte analiza si la información 
divulgada por una revista de circulación nacional vulneró o no los derechos 
fundamentales a la honra y al buen nombre del accionante, a través de la publicación de 
un artículo en el cual se asevera que, de acuerdo con un informe reservado del Ejército, 
aquél, que se desempeñaba como burgomaestre de la ciudad de Silvia, tenía vínculos 
con la guerrilla. De tal manera que, se discute, en suma, si el semanario debe proceder  
o no a rectificar la información divulgada. 
 
Los derechos fundamentales a evaluar son: de un lado, el derecho que tendría el actor a 
la rectificación de información nociva a su buen nombre y a la honra, en relación con 
libertad de prensa (de información) del medio de comunicación. Interesa identificar, 
preliminarmente, el peso concreto que tendría el derecho fundamental a la rectificación 
de esta información y por tanto, concordante con los derechos al buen nombre y a la 
honra, que se denominará, conjuntamente, principio 1. Y, la correlación generada tras la 
incidencia del derecho a la libertad de prensa (genéricamente libertad de información) 
que se denominará principio 2 
 
Para continuar, en seguida se transcribirán algunos argumentos de la Corte: 
 
Concernientes a la situación fáctica, se destacan tres supuestos: 
 
 (…) de los documentos que reposan en el expediente se puede deducir que el 
artículo publicado en Semana sí se fundamentó en información proveniente del 
Ejército 
 (…) la aparición de artículos como el que ahora se controvierte, incluso con 
las afirmaciones en él contenidas, constituye un riesgo propio del ejercicio 
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de la actividad política en  las condiciones actuales del país. (Negrillas 
fuera del texto) 
 La revista Semana…Reconoce que las afirmaciones contenidas en el 
documento  no tienen ningún respaldo probatorio pero agrega que la 
obligación de la revista se limitaba a establecer que el documento sí existía, 
es decir que no se extendía a verificar las afirmaciones contenidas en él. 
(Negrillas fuera del texto) 
 
De la situación jurídica de la revista y la libertad de información, adujo la Corte: 
 
 (…) El hecho de que, en general, no haya lugar a un reproche 
constitucional por la publicación de artículos o de información relacionados 
con la actitud y desempeño políticos de los alcaldes, no significa que 
cualquier tipo de aproximación periodística   - y todo tipo de 
publicación - sobre estos temas sea constitucionalmente aceptable 
 (…) la libertad de informar está atada constitucionalmente a dos 
condiciones, a saber: la veracidad y la imparcialidad…en una sociedad 
democrática y liberal no se puede impedir que cada cual tenga y exponga 
sus propias opiniones, pero algo diferente es que exponga hechos que 
no corresponden a la realidad o que suministren una versión sesgada 
de ella, induciendo así a engaño a los receptores de información389  
 (…) Las aseveraciones contenidas en el informe de inteligencia, que 
fueron reproducidas por el semanario, revisten gravedad en cualquier 
latitud, puesto que de ellas se deriva que los mandatarios locales están 
involucrados en actividades delictivas. Pero en el caso colombiano, la 
gravedad de esas imputaciones es mayúscula, debido al grado de 
violencia que campea en el país, y que afecta en gran medida a los 
alcaldes…(Negrillas fuera del texto) 
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Relacionado con el derecho fundamental que tendría el ciudadano a la rectificación, 
buen nombre y a la honra señaló: 
 
 (…) es claro que las afirmaciones contenidas en el artículo vulneraban la honra 
y el buen nombre de los alcaldes, puesto que los acusaban de relaciones con 
organizaciones por fuera de la ley. 
  (…) en aras del principio de imparcialidad, se le puede exigir a los 
informadores…que, cuando sus publicaciones contengan incriminaciones como 
las que constan en Los alcaldes de la guerrilla, demuestren su empeño en 
intentar establecer la veracidad de las afirmaciones…No cumplir con este 
procedimiento constituye una imprudencia, una negligencia grave, que, 
en este caso, vulneró el derecho de los ciudadanos a contar con una 
información veraz e imparcial, afectó la honra y buen nombre de los alcaldes y 
puso en condiciones de riesgo la vida e integridad personal de los últimos. 
 Cuando los medios publican noticias falsas o imparciales tienen el deber 
constitucional de rectificarlas. La rectificación debe hacerse en condiciones 
de equidad, lo que significa que la noticia y la rectificación deben tener un 
despliegue informativo equivalente…390 
 
Fórmula de peso 
 
Wi,j=Ii grave ó Peso concreto del principio 1 = Interferencia Der. Rectificación - 
Buen nombre: grave 
          Ij leve                                             Importancia satisfacción libertad 
información: leve  
 
Wi,j =  Ii grave__ ó Peso concreto del principio 1=     Interferencia Der. Rectificación 
- Buen nombre: 4 
             Ij leve                                                       Importancia satisfacción 
libertad información: 1  
                                               
 
390
. Aduce, finalmente: “La rectificación de la noticia por parte de un medio implica que éste 
reconozca expresamente su equivocación”. Corte Constitucional de Colombia, sentencia T-066/98 
M.P Eduardo Cifuentes Muñoz 
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 Resultado: 
 
  Wi,j = _4_ =  _4_     ó    Peso concreto del principio 1 es =  _4_ 
    1         1                                               1 
 
Significa que:  
 
a) El peso concreto del principio 1, esto es, el peso concreto del derecho fundamental 
a la rectificación de información concordante con los derechos al buen nombre y a 
la honra; respecto del principio 2, es decir, del derecho a la información 
concordante con la libertad de prensa  (Wi,j); daría cuenta de una relación en la 
cual: La interferencia o detrimento del principio 1 (Ii) es grave, correlativamente, 
con una importancia leve de satisfacer el principio 2 (ij). 
 
b) La prioridad del principio evaluado - derecho fundamental a la rectificación de 
información concordante con los derechos al buen nombre y a la honra - es 
superior a un 1. El resultado arrojó un grado de afectación grave (valor 
equivalente: 4) 
 
c) No hay empate 
 
d) Conclusión: El órgano cualificado no deberá interferir o generar detrimento alguno 
en el contenido del principio 1 -derecho fundamental a la rectificación de 
información concordante con los derechos al buen nombre y a la honra para 
prevenir y garantizar su contenido- y por el contrario, asegurar su debida 
protección y efectiva realización. 
 
En los términos del fallo, decide la Corte: “…CONCEDER el amparo solicitado por 
el alcalde del municipio de Silvia, Heber Jair Otero Velasco. En consecuencia, se 
ordena a la revista Semana que proceda a rectificar, en los términos de esta 
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sentencia, las afirmaciones formuladas en el artículo Los alcaldes de la guerrilla, 
 publicado en la edición del día 19 de mayo de 1997.”391 
 
 Cargas de la argumentación: Es otro elemento de la estructura de la ponderación y se 
presenta en casos de empate o de peso idéntico entre los principios en colisión392. 
 
Esta situación de empate, aduce Carlos Bernal, permite leer en Alexy dos posturas 
distintas. Una, en la que se defendería “…la existencia de una carga argumentativa a 
favor de la libertad jurídica y la igualdad jurídica que coincidiría con la máxima indubio 
pro libertate”393. De éste modo, “…el empate jugaría a favor de la libertad y de la 
igualdad jurídica. Por  consiguiente, si una medida afectara a la libertad o a la igualdad 
jurídica y los principios que la respaldan no tuviesen un mayor peso que estas, 
entonces la medida resultaría ser desproporcionada y, si se tratase de una ley, ésta 
debería ser inconstitucional.”394 
  
La segunda postura, mostraría en Alexy una inclinación de sortear el empate ya no a 
favor de los principios de igualdad y libertad jurídica, “sino a favor del legislador y del 
principio democrático, en que se funda la competencia del Parlamento.”395 Caso en el 
cual, de presentarse un empate,  “…la ley debería declararse constitucional por 
haberse producido dentro del margen de acción que la Constitución depara al 
legislador”396. 
 
 
                                               
 
391
 Revisaremos tan sólo una de las eventuales controversias, la que se suscita con la revista, 
dejando de lado la discusión en torno a la participación del ejército, por razones de delimitación y, 
en tanto, en este caso, previamente la decisión de la Corte, ya ese organismo había realizado los 
actos tendientes a garantizar los derechos invocados conforme a la exigencia de una serie de 
decisiones jurisdiccionales anteriores, tal como queda expresado en el contenido del fallo.  
392
 ATIENZA, Manuel. Curso de Argumentación Jurídica, Op. Cit., p. 250 
393
 BERNAL, Carlos. El Derecho de los Derechos. Escritos sobre la aplicación de los Derechos 
Fundamentales, Colombia, Universidad Externado de Colombia, 2005, p. 103 
394
 Ibíd. 
395
 Ibíd. 
396
 Ibíd. 
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2.4 Control de Constitucionalidad y legitimidad  
Para efectos del objetivo principal propuesto en este proceso de investigación, es 
oportuno aprovechar este aparte e intentar sugerir una respuesta a un par de preguntas 
que bien podría sugerirse en el trasfondo de este trabajo académico: ¿Es probable 
encontrar una forma de legitimar la presencia del Tribunal Constitucional acorde con las 
aspiraciones de una comunidad que ha confiado en la representación la concreción de su 
voluntad popular? ¿Cuál puede ser esta fórmula? En fin, se trata de valorar cuál debe ser 
esa actitud que debería exigirse de un Estado que, como el nuestro, destina sus 
esfuerzos en la consecución de un modelo constitucional distinto: El Estado Social de 
Derecho y que, al igual que otras organizaciones estatales, estima que la voluntad sobre 
la cual se erige ese mismo Orden requiere de la representación electoral como fuente de 
legitimidad. 
 
Y para lograr tal cometido, debe admitirse que es una inquietud inspirada en las palabras 
del maestro Alejandro Nieto397 y en los buenos concejos de un académico que regala en 
sus discursos esa misma emoción por hallar esa tan anhelada actitud, el maestro Carlos 
Torres.398  
 
A continuación se trascribe un fragmento de la intervención del jurista Alejandro Nieto: 
 
“Al llegar a estas alturas forzoso es reconocer que nos encontramos 
perdidos en el laberinto. Mis experiencias personales han coincidido punto 
por punto con las teoría de las escuelas que aparecen en los libros; pero si 
todas son plausibles y si todas cuentan con adeptos entusiastas, pero que 
peor. Y en tal confusión he estado viviendo hasta que me di cuenta de que 
la abundancia de teorías se debe a un mal planteamiento, empezando por el 
                                               
 
 La reflexión toma como punto de partida el artículo de Robert Alexy que lleva por título 
“Ponderación, Control del Constitucionalidad y Representación”. Op. Cit. 
397
 La obra se titula El Derecho y el revés, escrita junto al maestro Tomás-Ramón Fernández. La 
cita que se extrae es tomada del libro Curso de Argumentación Jurídica de Manuel Atienza. Op. 
Cit. 
398
 Es primordial para este punto el artículo escrito por el profesor Carlos Alberto Torres Ruiz, 
titulado: “La democracia desde el Derecho: Una reseña sobre Kelsen y Ross”, en Revista Derecho 
y Sociedad. Bogotá, , No. 4, Universidad Incca de Colombia, ISSN 2011-6438, 2011, p. 57-83 
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hecho de que no se trata de amontonar teorías brillantes o escoger una de 
ellas. La verdadera cuestión no es el concepto del Derecho ni la 
determinación de sus fuentes ni su interpretación. Todo esto no son más 
que epifenómenos de lo esencial. Lo esencial es la actitud personal que 
adopta el jurista ante el Derecho. No se trata, por tanto, de una actitud 
intelectual sino vital. No es una teoría sino una praxis; una convicción, no 
una razón.”399  
 
Cuál sea esa actitud, sospechamos, tal como lo evoca el Director de la presente tesis, 
puede ser la que nos identifica políticamente400. Y adelantando la que puede ser la 
conclusión final por tratarse de la opción que también hemos elegido, decidimos hoy que 
es la democracia a la que rendiremos esa anhelada actitud que nos reclama la vida. No 
cuesta recabar en la democracia buena parte de nuestros deseos y la legitimidad de los 
mismos, la razón es simple: 
 
“…quien defiende la democracia defiende también la autonomía y las 
libertades que son expresión de esta. Quien defiende la democracia también 
preconiza una cierta idea de igualdad, la igualdad política. Y quien acoge la 
democracia asume en algún sentido la idea de dignidad humana”401 
 
En este escenario, ¿cuál puede ser la relación del ideal democrático con el Tribunal 
Constitucional y con la representación de la voluntad popular? Para responder debe 
mencionarse antes una noción sobre la representación y la presencia de un eje 
conductor de esa misma representación: las minorías. 
 
La representación de la voluntad del pueblo se refleja como una de las características de 
la democracia moderna a diferencia de la democracia antigua, puesto que se basa, 
                                               
 
399
 Es un fragmento de las palabras pronunciadas por el maestro Alejandro Nieto, citado por 
Manuel Atienza en el libro Curso de Argumentación. Op. Cit., p. 45 
400
 Esta es una de las apreciaciones expuestas por el maestro Carlos Torres en el pasado 
Congreso Internacional de Derecho Constitucional llevado a cabo en la Universidad Libre. Bogotá 
2013. 
401
 TORRES, Carlos. Op. Cit., p. 81  
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justamente, en la trasmisión representativa del poder402 . No obstante, ¿qué tendrá esto 
que ver con el Tribunal Constitucional, si la representación presume básicamente la 
existencia del parlamento como órgano representativo de ese poder transmitido, pues 
funge como órgano competente para la producción de leyes que, entendidas como 
manifestación de esa misma voluntad, simbolizan en sí mismas la discusión y el acuerdo 
de las diversas posturas contrapuestas?  
 
Si la trasmisión del poder coincide con la presencia de órganos que representan, en 
definitiva, la transmisión de mi poder para la adopción de las decisiones más importantes 
al interior de la comunidad403, y una de ellas es la producción definitiva de las leyes a las 
cuales deberé someter mi libertad; el parlamento sería un órgano idóneo no solo para 
hacer visible esta idea de consenso y discenso404, sino también, para develar en ese 
órgano, simultáneamente, el similar derecho que tendrían los ciudadanos de participar, 
con las restricciones que ello implica405.  
 
Ahora, estas decisiones deberán adoptarse de alguna manera. La salida por lo pronto se 
encuentra en la adhesión de un mayor número de participantes a favor de la alternativa 
que resulte vencedora, esto es, será un mayor número de los integrantes quienes,   
participando libremente y en condiciones de igualdad, puedan optar por la alternativa que 
al final resulte ganadora. Sin embargo, esta decisión debe ser congruente con el principio 
de mayoría limitada o moderada, con el fin de perseguir la coexistencia entre las 
mayorías que consiguieron el resultado vencedor y las minorías que deberán acatar su 
decisión. De lo contrario, las minorías se verían atraídas por una salida diferente a la 
discusión y el debate: el uso de la fuerza406. 
                                               
 
402
 SARTORY, Giovanni. La democracia en 30 lecciones, Trad. Alejandro Pradera, Madrid, Ed. 
Taurus, 2009, p. 57. Ver también del mismo autor ¿Qué es la democracia?, Trad. Miguel 
González y María Pestellini, Madrid, Ed. Taurus, 2003, p. 201 
403
 Giovanni Sartory al exponer una idea de democracia electoral, afirma: “…la democracia 
electoral no decide las cuestiones, sino que decide quién decidirá las cuestiones”. La democracia 
en 30 lecciones, Op. Cit., p. 34 
404
 BOBBIO, Norberto. El futuro de la democracia, Trad. José Fernández, México, Fondo de 
Cultura Económica, 2001, p. 72 
405
 TORRES, Carlos. “La democracia desde el Derecho: Una reseña sobre Kelsen y Ross”. Op. 
Cit., p. 70. 
406
 En relación con el uso de la fuerza por las minorías como alternativa frente a la exclusión 
política, el profesor Carlos Torres anota: “Entre las ventajas del procedimiento democrático se  
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En resumen, la representación del pueblo y la protección de las minorías  describirían, en 
gran medida, ese espacio cercano a la democracia moderna y, el parlamento, como 
órgano de representación de esa voluntad popular se reservaría, en principio, ese 
esfuerzo por cristalizar su finalidad. 
 
Pero, ¿será posible atribuir al Tribunal Constitucional una suerte de representación y un 
propósito mediante el cual consiga el amparo efectivo de los derechos de las minorías? 
La respuesta es afirmativa, siempre que, de un lado la representación de la voluntad del 
pueblo no se agote en la mera participación electoral, sino que además sea admisible 
una representación de orden  argumentativo407  y, de otro, se conceda en el Tribunal 
constitucional que su función no es simplemente “…la defensa de la normatividad 
ubicada en el peldaño más alto del ordenamiento jurídico…”408 sino que es realmente 
“…algo más sustantivo: la defensa de las minorías”409. Análogamente, bien podría 
concluirse con el jurista Austro Húngaro Hans Kelsen: 
 
“…Si se considera que la esencia  de la democracia se halla, no en la 
omnipotencia de la mayoría, sino en el compromiso constante entre los 
grupos representados en el parlamento por la mayoría y por la minoría y, 
como consecuencia de ello, en la paz social, la justicia constitucional 
aparece como un medio particularmente idóneo para hacer efectiva esta 
idea…”410  
 
Y como era de esperarse,  
  
“…La simple amenaza del recurso al tribunal constitucional puede constituir, 
en manos de la minoría, un instrumento adecuado para impedir que la 
                                                                                                                                              
 
tiene la prevalencia de la discusión pacífica sobre la fuerza, no se trata de afirmar a la democracia 
como la única forma de gobierno con esta característica, se trata más bien de decir que el arma 
de la democracia no es la fuerza”. Ibíd., p. 73 
407
 ALEXY, Robert. “Ponderación, control de Constitucionalidad y Representación”. Op. Cit., p. 100 
408
 TORRES, Carlos. “La democracia desde el Derecho: Una reseña sobre Kelsen y Ross”. Op. 
Cit., p. 63 
409
 Ibíd. 
410
 KELSEN, Hans. “La Garantía Jurisdiccional de la Constitución”. Op. Cit., p. 152 
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mayoría viole inconstitucionalmente los intereses jurídicamente protegidos 
de aquélla y para oponerse así, en última instancia, a la dictadura de la 
mayoría,  que no es menos peligrosa para la paz social que la de la 
minoría.”411 
 
Esa amenaza aparece concretada, en nuestro contexto, tanto en la revisión eventual de 
fallos de tutela como en el control abstracto de las leyes y demás actos, a través del 
control de constitucionalidad.  
 
El uso de la ponderación puede señalarse, además, como uno de los distintos 
instrumentos cuyo peso se hace notorio para la conservación de los contenidos 
constitucionales en virtud del no sacrificio de una de sus normas sino en el objetivo por 
maximizarlos y armonizarlos. Permite, a su vez, justificar la razón por la cual pueda 
exigirse al legislador su compromiso continuo de blindar los derechos y garantías 
fundamentales en aras de su efectiva realización.  
 
Es, en últimas, la labor del juez constitucional y, en especial, la de la Corte 
Constitucional; la que mejor expresaría una verdadera función jurisdiccional y política, 
con el fin de salvaguardar el contenido material de la Constitución y con el fin de controlar 
el comportamiento de quienes tienen la obligación constitucional de permitirlo, de quienes 
deben trabajar conjuntamente en ello. 
 
2.5 Caso colombiano: Algunos apuntes desde la 
jurisprudencia de la Corte Constitucional 
Para aventurar algunas notas genéricas vinculadas al ejercicio de la ponderación se han 
escogido unos pocos fallos de la Corte Constitucional. 412   
                                               
 
411
 Ibíd. 
412 Bien puede anotarse, el uso de la ponderación en situaciones atinentes a la labor desplegada 
por la Corte en aras de la efectiva realización de los derechos, por ejemplo; pero también, en la 
actividad del legislador para promover y concretar el ejercicio efectivo de los mismos. La Corte 
Constitucional de Colombia en Sentencia T-013/2006 M.P. Rodrigo Escobar (Disponible en 
www.corteconstitucional.gov.co), sostiene: “…en circunstancias excepcionales, los derechos 
pueden verse enfrentados a otros derechos o intereses constitucionales. En estos eventos, para 
asegurar su vigencia plena y garantizar una aplicación armónica de los mismos, primero el 
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a) Finalidad de la ponderación: Acorde con los objetivos propios perseguidos por esta 
técnica especial, la Corte ha concebido que en situaciones de colisión entre derechos 
fundamentales, principios, valores y demás bienes constitucionalmente protegidos, la 
optimización, armonización y maximización de las normas en examen perfilan la 
práctica de este procedimiento. A este tenor, la Corte sostiene: 
 
“La finalidad del juicio de ponderación es la maximización de los principios 
involucrados en las normas en disputa –cuando el análisis se hace respecto 
de normas jurídicas- de manera que ninguno de los extremos resulte 
anulado, sino meramente atenuado por el que lo enfrenta”413 
 
b) Relación con principios constitucionales: El uso de este procedimiento, debe ser 
congruente con los distintos principios que orientan la interpretación constitucional, por 
ser estos un marco o directriz que obliga al intérprete en su labor. Así parece 
manifestarlo la Corte: 
 
“(…) en los casos de enfrentamiento de las normas constitucionales que 
sirven de respaldo a ciertos derechos, el principio de unidad 
constitucional exige interpretar la Constitución como un todo armónico y 
coherente…” 
 
(…) 
 
“El principio de armonización concreta implica la mutua delimitación de 
los bienes contrapuestos, mediante la concordancia práctica de las 
                                                                                                                                              
 
Legislador y luego los distintos operadores jurídicos, tienen la carga de buscar conciliar tales 
derechos, de manera que sólo cuando ello no sea posible y se genere un conflicto entre ellos, 
deben proceder a determinar las condiciones de prevalencia del uno sobre el otro a través de 
juicios de ponderación  
413
 Corte Constitucional de Colombia, sentencia C-154/2007 M.P Marco Gerardo Monroy. 
Asimismo, sentencia C-1287/2001 M.P Marco Gerardo Monroy. Disponibles en 
www.corteconstitucional.gov.co 
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respectivas normas constitucionales, de modo que se asegure su máxima 
efectividad.”.414 (Negrillas fura del texto) 
 
Del principio de corrección funcional, como pauta que exige al intérprete respetar las 
funciones asignadas por el mismo ordenamiento jurídico, puede notarse en el 
apartado que sigue, el llamado de la Corte frente al rol desempeñado por el juez en la 
revisión de los actos proferidos por el legislador, específicamente, la ley: 
 
“En ejercicio del control constitucional, el papel del juez no es el de evaluar 
si la ponderación realizada por el legislador a la hora de definir las reglas 
que regulan y, en consecuencia, limitan los derechos, son las mejores. Su 
función constitucional es simplemente la de controlar los virtuales excesos 
del poder constituido o, en otras palabras, las limitaciones arbitrarias, 
innecesarias, inútiles o desproporcionadas de los derechos 
fundamentales.”415 
 
c) Criterios a tener en cuenta en el juicio de ponderación: Para llevar a cabo este  juicio 
tan particular, es menester atender, entre otros:  
 
 Los límites que enfrenta cada derecho416. Como tal, la tensión que se ocasione 
entre derechos no debe… resolverse mediante una ponderación superficial  o una 
prelación abstracta de uno de los bienes jurídicos en conflicto417. Todo lo contrario, 
obliga al intérprete a contemplar tanto las diversas circunstancias que rodean cada 
caso en concreto, así como los intereses que puedan estos perseguir. En fin, 
 
“El juicio de ponderación obliga así a considerar los elementos 
circundantes a cada principio en pugna, para determinar, luego de un 
                                               
 
414
 Corte Constitucional de Colombia, Sentencia T- 425/1995. M.P. Eduardo Cifuentes. Disponible 
en www.corteconstitucional.gov.co 
415
 Corte Constitucional de Colombia, sentencia C-475/1997 M.P Eduardo Cifuentes Muñoz. 
Disponible en www.corteconstitucional.gov.co 
1.1.1 
416
 Corte Constitucional de Colombia, sentencia T-929/2011 M.P Luis Ernesto Vargas. 
Disponible en www.corteconstitucional.gov.co 
417
 Corte Constitucional de Colombia, sentencia T-425/1995. M.P. Dr. Eduardo Cifuentes Muñoz. 
Disponible en www.corteconstitucional.gov.co 
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análisis de alcances y consecuencias, derivado del peso mismo de 
cada principio, a favor de cual debe resolverse la colisión.”418 
 
 El peso abstracto de los derechos: Refiere la necesidad de un tratamiento especial 
dado un margen de protección especial frente al derecho. Es el caso particular de 
los derechos de los niños que, recurriendo a la voluntad expresa del constituyente; 
si bien no haría inocuo el juicio de ponderación, sin duda demarca una clara línea 
de solución a la colisión de principios.419 Y esto será objeto de revisión en el 
capítulo final de esta investigación, en cuanto, la figura del interés superior del 
menor puede leerse como una de las varias cláusulas de interpretación de los 
derechos fundamentales.  
 
 Contenidos normativos que no hayan sido proscritos expresamente del 
ordenamiento jurídico420, ya que, una conducta que ha sido de algún modo 
desterrada del sistema normativo no puede servir de base para la ponderación, 
por la sencilla razón de que es una prohibición que no puede ser tenida como uno 
de los derechos a ponderar, puesto que no puede ser calificado como tal421.  
 
Estos aspectos teóricos, se ofrecen como una pequeña muestra de los elementos que 
configuran la comprensión de la ponderación desde la práctica constitucional. 
 
 
2.6 Derechos fundamentales y Cláusulas como criterios de validez del 
Ordenamiento  
 
Para cerrar éste capítulo, resta recopilar algunos de los conceptos que se utilizaron en 
las páginas que anteceden, con el fin de subrayar la propuesta contenida en ésta tesis y 
que terminará su desarrollo en el capítulo tercero.  
                                               
 
418
 Corte Constitucional de Colombia, sentencia C-154/2007 M.P Marco Gerardo Monroy. 
Disponible en www.corteconstitucional.gov.co 
419
 Ibíd.  
420
 Corte constitucional de Colombia, sentencia C-417/2009 M.P. Juan Carlos Henao. Disponible 
en www.corteconstitucional.gov.co 
421
 Ibíd.  
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De entrada, el requisito para detectar la relevancia y el alcance de los derechos 
fundamentales y de las normas que los expresan sugiere aceptar que: “La columna 
vertebral de la Constitución de 1991 está formada por los principios, los valores y los 
derechos constitucionales.”422 
 
De recordar, además, que los derechos fundamentales reciben una atención especial por 
tratarse de garantías básicas para la protección de intereses indispensables para los 
individuos; ello podría explicar, en parte, el lugar preferente que ocupan en el 
ordenamiento, su inviolabilidad y el mayor vigor que los caracteriza, a pesar de su 
carácter no absoluto.  
 
En suma, estas garantías fundamentales soportan y orientan la estructura misma del 
Estado; pero correlativamente la interpretación y consiguiente delimitación de su 
contenido es diseñado, o por lo menos, inspirado según la concepción del Estado y de la 
Constitución que se hallen recreadas en el mismo texto constitucional. 
 
Así, pese a que, las normas de derecho fundamental, cuentan con una estructura que, en 
principio, ofrece un grado de indeterminación que podría suscitar amplios márgenes de 
discrecionalidad; esta “…indeterminación no le permite al juez actuar total y 
absolutamente libre…”423, pues la “…interpretación del caso particular se mueve dentro 
de parámetros establecidos por la propia Constitución.”424 
 
Parece, entonces, favorecer a esa labor interpretativa que se realiza de los enunciados 
de derecho fundamental, que deba orientarse por criterios que puedan sujetarse a los 
mismos contenidos constitucionales, de tal forma que logre armonizarlos y optimizarlos y, 
pueda, justamente, conservar el principio de unidad constitucional y de concordancia 
práctica. En éste sentido, vale la pena identificar en la Carta Fundamental cláusulas 
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 Corte Constitucional de Colombia, sentencia T 473/1992 M.P. Ciro Angarita Barón. Disponible 
en www.corteconstitucional.gov.co 
423
 Corte Constitucional de Colombia, sentencia T-002/1992: M.P. Alejandro Martínez Caballero. 
Disponible en www.corteconstitucional.gov.co 
424
 Ibíd.  
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hermenéuticas, es decir, disposiciones o parámetros de interpretación a través de los 
cuales pueda dotarse de significado a los enunciados de derecho fundamental. 
 
Ahora bien, si como se ha sostenido, los contenidos constitucionales (y por supuesto, los 
derechos fundamentales) son definitivos para dotar de validez al resto del Ordenamiento, 
no parece incoherente reservar ese mismo carácter a las cláusulas o parámetros 
constitucionales que permitan interpretar y, por tanto, delimitar su contenido 
constitucional posible y vigente. 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
 
3. Dos cláusulas de interpretación de los 
derechos fundamentales en la Constitución 
Política de 1991 
Hasta este punto, se han expuesto una serie de consideraciones con el fin de 
comprender la dinámica de los derechos fundamentales y la importancia de su 
interpretación en el marco de ciertos criterios normativos, jurisprudenciales y doctrinarios. 
También ha sido elocuente el peso indiscutible de la Constitución como algo más que un 
simple trozo de papel en blanco o un montón de frases pomposas sin un ánimo distinto al 
puramente retórico. Ahora, el encuentro entre ambos caminos, es decir, la inevitable 
influencia en la delimitación del contenido de las normas de derecho fundamental por la 
misma Carta dado su especial valor o fuerza normativa, es lo que esperamos desarrollar 
en este capítulo tercero. 
 
Para cumplir tal propósito, se abordarán casos particulares en los cuales la Corte 
Constitucional ha utilizado dos herramientas extraídas directamente del contenido de la 
Carta Fundamental que, bien podrían identificarse como cláusulas hermenéuticas para la 
interpretación de los derechos fundamentales: La cláusula del Estado Social de Derecho 
y la cláusula del interés superior del menor. 
 
De ésta forma, se pretende comprobar la hipótesis planteada, reconociendo que la 
fórmula política del Estado Social de Derecho y el principio del interés superior del 
menor, son dos de los parámetros hermenéuticos utilizados por el intérprete 
constitucional para la interpretación de disposiciones de derecho fundamental. 
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3.1 La cláusula del Estado Social de Derecho 
3.1.1 Consideraciones Generales 
A partir del año 91, el Estado colombiano ha adoptado como fórmula política el Estado 
Social de Derecho425. De cara a este nuevo modelo, pueden subrayarse aspectos como: 
a) El notorio deseo por concretar, entre otros ideales, la dignidad humana,  libertad, 
tolerancia e igualdad; b) El gran interés que recobra para el Estado, procurar a los 
individuos condiciones materiales mínimas como salud, vivienda, salario y educación; c) 
El fortalecimiento de espacios de participación ciudadana y de mecanismos de control 
político y jurídico en el ejercicio del poder; d) La creación de mecanismos eficaces para la 
protección de los derechos y, e) El rol particular que desempeñan los derechos 
fundamentales como criterios de interpretación que inspiran el funcionamiento de la 
organización política426.   
 
En palabras del exmagistrado de la Corte Constitucional Carlos Gaviria Díaz en 
salvamento de voto - sentencia C-004/ 92-: 
 
“…la idea del Estado social de Derecho no debe interpretarse como una 
muletilla más o menos vacía, como un tópico que en el mejor de los casos 
se refiere a una especie de solidaridad entre gobernantes y gobernados en 
aras de una sociedad libre e igualitaria. Si la libertad e igualdad son un 
propósito cierto en el Estado Social de Derecho, en todo caso ello no se 
logra a través de la inocente pretensión del entendimiento entre todos los 
intereses y poderes sino justamente en la aceptación de dichas 
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 Corte Constitucional de Colombia, sentencia T 406 de 1992, M.P. Ciro Angarita Barón. 
Disponible en www.corteconstitucional.gov.co 
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 Asunto revisado, igualmente, en artículos de mi autoría titulados: ¿Colombia: Estado social de 
derecha?, en Revista Derecho y Sociedad, Universidad Incca de Colombia, Bogotá, 2010 y 
Educación Y Derecho Vs. Libertad Sexual De Niños Y Niñas: En busca de respuestas para una 
sociedad más incluyente en Revista Derecho y Sociedad, Universidad Incca, Bogotá, 2012 
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divergencias para el establecimiento de relaciones basadas en el control y 
en el respeto de las reglas de juego constitucionales.”427 
Pero, ¿de qué se trata ese llamado Estado Social de Derecho? ¿Qué permite identificar a 
un Estado Social de Derecho? 
 
El maestro Elías Díaz escribiría una obra en el año 1966 titulada “Estado de Derecho y 
Sociedad Democrática” en medio de un contexto social y político marcado por el régimen 
franquista. Publicación que, junto a otras, lo llevarían  incluso a comparecer ante el 
Tribunal de Orden Público428. Sin embargo y, pese a los contratiempos, su libro sería 
editado en varias ocasiones y en su séptima edición en el año de 1979, relata el mismo 
Elías Díaz, logra ser publicado, finalmente, en un medio social y político más coherente y 
más concorde con él429, pues era publicado ya no en vigor del régimen al que fuese un 
recio opositor, sino que esta vez veía la luz en un Estado de Derecho.430 
 
Esta es por tanto, una de las obras indiscutibles para conceptualizar una de las cláusulas 
propuestas en el presente trabajo.  
 
En este segmento, por lo pronto, sólo se resaltaran 4 rasgos característicos del Estado 
Social de Derecho431, no sin antes mencionar dos supuestos básicos: Primero, debe 
asumirse de entrada que el Estado Social de Derecho es un auténtico Estado de 
Derecho432, ya que para “…merecer en rigor esta denominación deberá responder a las 
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 Corte Constitucional de Colombia, salvamento de voto del magistrado Carlos Gaviria Díaz, 
sentencia C 004/1992 M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz. Disponible en 
www.corteconstitucional.gov.co. 
428
 DÍAZ, Elías. Estado de Derecho y Sociedad Democrática, Madrid, Séptima edición, Ed. 
Cuadernos para el Diálogo EDICUSA, 1979, p. 9 - 10 
429
 Ibíd., p. 9 
430
 Escribe el maestro: “¡Al fin mi Estado de Derecho se publica en un Estado de Derecho! 
¡Cuántas veces había pensado en ello!...La esperanza nunca se perdía”. Ibíd., p. 9-10 
431
 Es de precisar que, se trata de una exposición matizada por las explicaciones del profesor 
Carlos Torres en una de sus sesiones impartidas en los cursos de Derecho Constitucional. Por 
esta razón, las categorías han sido demarcadas tomando como base las lecturas de los 
catedráticos Elías Díaz y Manuel García Pelayo y, la comprensión que de ellas ha realizado el 
profesor Carlos Torres.  
432
 DÍAZ, Elías. Estado de Derecho y Sociedad Democrática. Op. Cit., p. 98.  
Elías Díaz, puntualiza: “El Estado social de Derecho para merecer en rigor esta denominación 
deberá responder a las exigencias que se han considerado propias de todo Estado de Derecho” 
Ver su obra citada p. 100. 
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exigencias que se han considerado propias de todo Estado de Derecho”433. Segundo, se 
trata de una fórmula que adquiere, a su vez, un sentido propio al pretender consolidar los 
derechos sociales y la justicia social, al tiempo que, fortalece un Estado ya no 
únicamente abstencionista sino decididamente intervencionista434 dentro de los márgenes 
que caracterizan al Estado de Derecho, precisamente, para evitar el desbordamiento en 
su actuación. En suma y citando al jurista Manuel García Pelayo:  
 
“El Estado…no solo debe omitir todo lo que sea contrario al Derecho, es 
decir, a la legalidad inspirada en una idea del Derecho, sino que debe 
ejercer una acción constante a través de la legislación y de la 
administración que realice la idea social del Derecho”435 
3.1.2 Características del Estado Social de Derecho 
 Imperio de la Ley y la Constitución: En el Estado Social de Derecho se continúa 
destacando el lugar preferente que tiene la ley, al constituirse como manifestación de 
la voluntad general, es decir, como “…concretización racional de la voluntad 
popular”436; pero afirmando igualmente, el principio de supremacía constitucional.  
 
En nuestro caso y de la mano de la Constitución Política del año 91, no es posible 
vacilar frente al especial ímpetu normativo de los contenidos constitucionales; sus 
mismas prescripciones darían cuenta de ello (Por ej.  Art. 4 C.P.). Pero no siempre fue 
así. Si recordamos la Ley 153 de 1887, en su art. 6437 señalaba: Una disposición 
expresa de ley posterior a la Constitución se reputa constitucional, y se aplicará aun 
cuando parezca contraria a la Constitución.  
 
Actualmente esta suerte de presunción de constitucionalidad de las leyes no sería del 
todo clara (salvo en algunas explicaciones referentes a las leyes estatutarias por 
contar estas con un control previo y automático de constitucionalidad). Por el contrario, 
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 Ibíd., p. 100 
434
 Ibíd., p. 96 - 97 
435
 GARCÍA, Manuel. Las transformaciones del Estado Contemporáneo, Madrid, ed. Alianza, 1987 
p. 56 
436
 DÍAZ, Elías. Estado de Derecho y Sociedad Democrática. Op. Cit., p. 30 
437
 Posteriormente sería derogado por el  Art. 40, Acto legislativo 3 de 1910 
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las leyes al igual que cualquier otra norma o acto de inferior jerarquía hoy en día es 
objeto de control de constitucionalidad y por ende, sujeto a revisión por parte del 
órgano jurisdiccional, el cual podría, eventualmente, anular los efectos jurídicos de la 
disposición abiertamente incompatible con la Constitución expulsándola del 
ordenamiento jurídico o condicionando su exequibilidad.  
 División de poderes y funciones: De igual manera, se mantiene la clásica separación 
de poderes aunque deba entenderse propiamente una diferenciación más que 
separación438, lo cual implica “…una serie de relaciones, controles e intervenciones 
mutuas y recíprocas”439. Sus objetivos más cercanos: De un lado, “evitar la 
concentración del poder en manos sobre todo…del ejecutivo, a fin de lograr el respeto 
de los derechos y libertades de los ciudadanos…”440. De otro, si bien se pretende 
fortalecer la independencia de cada Órgano constitutivo del poder público, debe a su 
vez facilitarse el control mutuo, generando un equilibrio que sólo es posible a través 
de este sistema de pesos y contrapesos441. 
 
Este es uno de los motivos que nos permitirían, en nuestro contexto, observar que la 
estructura del Estado no se agota en la ramificación del poder público (ejecutivo, 
legislativo y judicial), sino que dada esta necesaria división y/o distribución de 
funciones,  aparecen además en la escena estatal otros órganos que siendo 
autónomos a las ramas conforman, controlan y evitan el abuso y la concentración del 
poder. (Ej. Órganos de control disciplinario –Procuraduría- y control fiscal –
Contraloría-)442 
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 DÍAZ, Elías y COLOMER, José. Estado, justicia, derechos, Madrid, Alianza editorial, 2002, p. 
81 
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 DÍAZ, Elías. Estado de Derecho y Sociedad Democrática. Op. Cit., p. 32 
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 Ibíd., p 33 
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 Ibíd., p 33.  
Ver además DÍAZ, Elías y COLOMER, José. Estado, justicia, derechos. Op. Cit., p. 81 
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 Relacionado con la división y/o distribución de poderes acorde a los postulados de la 
Constitución de 1991, sostiene la Corte: “El modelo por el cual optó el constituyente de 1991 
mantiene el criterio conforme al cual, por virtud del principio de separación, las funciones 
necesarias para la realización de los fines del Estado se atribuyen a órganos autónomos e 
independientes. Empero, la idea de la separación está matizada por los requerimientos 
constitucionales de colaboración armónica y controles recíprocos. Por virtud del primero, se 
impone, por un lado, una labor de coordinación entre los órganos a cuyo cargo está el ejercicio de 
las distintas funciones, y, por otro,  se atenúa el principio de separación, de tal manera que unos 
órganos participan en el ámbito funcional de otros…En conjunto, la estructura constitucional 
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 Control de legalidad y constitucionalidad: O, parafraseando al maestro Elías Díaz, 
fiscalización de la Administración443. Acá se quiere asegurar una actuación de la 
Administración conforme a la Ley y a la Constitución. De ahí que todas las funciones 
que deba desempeñar un servidor público encuentre su límite y justificación en los 
contenidos legales y constitucionales y, pueda quedar posteriormente sujeto a un 
suficiente control jurisdiccional444 
 
No es suficiente en un Estado Social de Derecho argumentar en favor de la actividad 
realizada por los funcionarios públicos por adecuarse simplemente  a la Ley, debe en 
todo caso ser respetuosa de los derechos, valores y principios fundamentales.  
 
 Efectiva realización de los derechos: Una de las notas más importantes del Estado de 
Derecho y, consecuentemente, del Estado Social  de Derecho tiene que ver con el 
compromiso orientado hacia la más plena realización445 de derechos y libertades 
fundamentales446 aunado a la promoción y efectivo goce de derechos de corte social, 
económico y cultural447. 
 
Es por ello que hablar de una vida en condiciones plenas sin el acceso a los servicios 
de salud, o, de la libertad que tendría un individuo de expresar su pensamiento 
cuando no tuvo la oportunidad de ser formado y capacitado, debido a la imposibilidad 
                                                                                                                                              
 
descrita responde al modelo de frenos y contrapesos que tiene el propósito, no solo de obtener 
mayor eficiencia en el desarrollo de las funciones a través de las cuales el Estado atiende a la 
satisfacción de sus fines, sino, y principalmente, de garantizar una esfera de libertad para las 
personas, por efecto de la limitación del poder que resulta de esa distribución y articulación de 
competencias.” Corte Constitucional, sentencia C-971/2004 M.P. Manuel José Cepeda. Disponible 
en www.corteconstitucional.gov.co 
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 DÍAZ, Elías y COLOMER, José. Estado, justicia, derechos. Op. Cit., p. 81 
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 DÍAZ, Elías. Estado de Derecho y Sociedad Democrática. Op. Cit., p. 37 
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 Ibíd., p. 39 
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 DÍAZ, Elías y COLOMER, José. Estado, justicia, derechos. Op. Cit., p. 82 
447
 Afirma el maestro Elías Díaz“…Las certeras garantías jurídicas…así como la efectiva 
realización material de las exigencias éticas y políticas, públicas y privadas, especificadas y 
ampliadas en el tiempo como derechos económicos, sociales, culturales y de otra especie 
(minorías, etc.) constituyen la base para una progresiva igualdad y dignidad entre todos los seres 
humanos.” Ibíd. 
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de ingresar al sistema educativo; difícilmente podría defenderse sin verse obligado a 
recurrir a una que otra penosa falacia. 
 
La exigencia, por tanto, no se extingue con la mera proclamación de las disposiciones 
propicias a proteger las condiciones que nos hacen y permiten vivir dignamente. Es su 
efectiva realización y no su fuerza simbólica448 la que hoy en día se traza como dato 
esencial. Al respecto la Corte es enfática en indicar: 
 
“El carácter social de nuestro Estado de Derecho no es una fórmula 
retórica o vacía. Por el contrario, la naturaleza social que identifica al 
ordenamiento jurídico tiene clara expresión en la prevalencia de los 
derechos fundamentales, en la superación de la crisis del Estado de 
Derecho como sinónimo de la legalidad abstracta y en la inmediata 
realización de urgentes tareas sociales, todo lo anterior en desarrollo de 
los principios de solidaridad y dignidad humana.”449 
3.1.3 Papel del juez en el Estado Social de Derecho 
Sin duda, un lugar significativo en el Estado Social de Derecho es ocupado por el juez 
como “…piedra angular o…canal autorizado para garantizar la efectividad de los 
derechos consagrados constitucionalmente.”450 Lo cual no excluye ni tampoco ignora de 
manera alguna que al legislador, ordinariamente, se le ha reservado la función de 
impulsar la ejecución y el ejercicio de los derechos prescribiendo disposiciones generales 
y diseñando políticas públicas tendientes a distribuir los recursos propicios para su 
concreción.451 
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 Corte Constitucional de Colombia, sentencia T 406/1992 M.P Ciro Angarita Barón. Disponible 
en www.corteconstitucional.gov.co 
449
 Corte Constitucional de Colombia, sentencia T 505/1992 M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz. 
Disponible en www.corteconstitucional.gov.co 
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 Corte Constitucional de Colombia, sentencia T 392/2010 M.P. Jorge Iván Palacio. Disponible 
en www.corteconstitucional.gov.co 
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 Corte Constitucional de Colombia, sentencia SU 111/1997 M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz. 
Disponible en www.corteconstitucional.gov.co 
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No obstante, el accionar del juez representa, para el Estado Social de Derecho “…un 
elemento indispensable para mejorar las condiciones de comunicación entre el derecho y la 
sociedad…”452. Sigue siendo ese mediador entre las disposiciones prestas a interpretar y los 
destinatarios del proceso interpretativo en cada caso concreto. Luego, el juez constitucional 
es la expresión de un modelo destinado a ennoblecer la finalidad misma de este Estado: 
Procurar a cada uno de sus miembros ser tan libres y dignos, procurar a cada uno de sus 
miembros las herramientas y las condiciones materiales para hacerlo realidad453.   
 
En definitiva, su papel continúa siendo  “…la consecuencia directa de la enérgica pretensión 
de validez y efectividad de los contenidos materiales de la Constitución”.454 Y su presencia 
misma, la tranquilidad para quienes han vivido o podrían padecer, en algún momento, la 
exclusión, el olvido o la insensatez del  gran número que conforma las mayorías en la 
sociedad, “que no es menos peligrosa para la paz social, que la de la minoría.”455 
3.1.4 Fórmula política e interpretación de los derechos 
fundamentales 
Antes de revisar algunos casos concretos que permitan esbozar  conclusiones al respecto, 
debe enunciarse un par de criterios que brinden mayor claridad sobre la aplicabilidad de la 
fórmula política como parámetro cierto de interpretación. 
 
Para adelantar esta pretensión se destacarán tres aspectos de la relación entre 
interpretación y fórmula política, explicados por Raúl Canosa: La finalidad de la Fórmula 
política en el campo de la interpretación constitucional, sus funciones y, las 
consecuencias que dicha interpretación acarrea. 
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 Corte Constitucional de Colombia, sentencia T-406/1992 M.P Ciro Angarita Barón. Disponible 
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 En salvamento de voto de la  Corte Constitucional de Colombia sentencia C 004/1992 M.P. 
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Dos cláusulas de interpretación de los derechos fundamentales en la 
Constitución Política de 1991 
139 
 
Canosa Usera sugiere que la fórmula política representa “La síntesis jurídico-política de 
los principios inspiradores de la ideología, asumida en una Comunidad nacional”456. 
Quiere ello decir que, la fórmula política recoge en su configuración un elemento de 
orden axiológico, a modo de principios constitucionales; un objetivo o fin político; una 
determinada estructura socio-económica y, la expresión positiva de tal contexto o techo 
ideológico457.  
 
En otras palabras, si la idea inicial que es rescatada en este trabajo y que caracteriza al 
Estado colombiano es la consolidación de un Estado Social de Derecho como fórmula 
política desde el año 91; los principios constitucionales que harán posible este modelo, el 
contexto socio político y económico y, su positivización resultado de la voluntad de las 
fuerzas concurrentes en el momento constituyente458 serán encarnados en la expresión 
misma de esta fórmula y corresponderá, al mismo tiempo, con el arquetipo que deba 
utilizarse en el momento de interpretar contenidos de la (y desde la) Constitución. 
 
Así parece plasmarlo la Corte Constitucional en sentencia C-1064 de 2001: 
“La fórmula política del Estado Social de Derecho exige, así, que los 
órganos del Estado forjen la realidad institucional según los principios  
fundamentales de una organización social justa de hombres y mujeres 
igualmente dignos… 
 
(…) La interpretación sistemática del principio fundamental del Estado 
Social de Derecho y de los preceptos constitucionales que lo concretan, 
permite concluir que dicho principio abarca, sin caer en el paternalismo o 
en el asistencialismo, contenidos tanto de participación en la prosperidad 
general, de seguridad frente a los riesgos de la vida en sociedad, de 
equiparación de oportunidades como de compensación o distribución de 
cargas”459 
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 CANOSA, Raúl. Op. Cit., p. 306 
457
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 Corte Constitucional de Colombia, sentencia C-1064/2001 M.P. Manuel José Cepeda y Jaime 
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Las funciones, la finalidad, y la manera en que ha de desenvolverse la fórmula política, 
es también expuesta por Canosa Usera; aunque en este tramo tan solo se traerá a 
colación parte de su análisis. 
 
La finalidad global de la fórmula política, sostiene Canosa, es “…definir y delimitar la 
identidad de la Constitución…”460, es decir, aquello que permite comprender lo que en 
esencia constituye la Constitución. De ahí que, no pueda ser permisible ningún acto 
tendiente a sustituir lo que corresponde a la substancia misma de la Constitución de un 
Estado, salvo que se trate de una posibilidad que señale previamente el ordenamiento 
jurídico y, por tanto, deba efectuarse conforme a los procedimientos, competencias y 
demás reglas igualmente previstas en el sistema normativo.461 
 
Ahora, si bien, identificar y delimitar la identidad de la Constitución es una finalidad clave 
implícita en la fórmula política; un propósito determinante y no menos relevante de la 
misma y, particularmente, de la interpretación que resulte de ella, es conferir al 
Ordenamiento una Unidad462. De éste modo, la coherencia política y jurídica del 
contenido constitucional con la realidad social aparecen como resultado ineludible de la 
función principal encargada a la fórmula, esto es, “desarrollar al máximo su fuerza 
normativa”463; debido a que, “…ésta se ocupa, sobre todo, de extender la fuerza 
normativa de los preceptos más trascendentales del articulado del Texto y por ello los 
más difíciles de concretar, a causa de su generalidad y esquematismo.”464 
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cuando un elemento definitorio de la esencia de la Constitución de 1991, en lugar de ser 
modificado, es reemplazado por uno opuesto o integralmente diferente”. Corte Constitucional de 
Colombia, sentencia C-1040/2005, M.P. Manuel José Cepeda, Rodrigo Escobar, Marco Gerardo 
Monroy, Humberto Antonio Sierra, Álvaro Tafur y Clara Inés Vargas. Disponible en 
www.corteconstitucional.gov.co. 
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Para lograr concretar esta labor conforme a los propósitos pretendidos con el empleo de 
la fórmula política, puede observarse, al menos, dos modos generales a través de los 
cuales puede colocarse en funcionamiento la fórmula: Un funcionamiento positivo y un 
funcionamiento negativo, tal como lo anota Canosa. Así, “A través de jerarquizaciones y 
orientaciones de la actividad hermenéutica465”, la fórmula política “…indica al intérprete 
cómo ha de proceder”466” –funcionamiento positivo-; al tiempo que, “…señala límites 
máximos a la tarea interpretativa, más allá de los cuales ésta dejaría de ser estrictamente 
constitucional” –funcionamiento negativo-.467 En definitiva, se orienta, delimita y, en todo 
caso, controla tanto la actividad del intérprete y su labor interpretativa, como los actos 
que proceden de este ejercicio interpretativo. 
 
Sin embargo, a más de ofrecerse como control del comportamiento y de los actos del 
intérprete constitucional, ubicando su actuación “…en los justos términos del debate 
político-constitucional de un determinado momento”468; recurrir a la fórmula política como 
cláusula hermenéutica recreará, conjuntamente, la responsabilidad y el compromiso de 
salvaguardar y promover derechos y libertades469, actualizará el contenido material de la 
Constitución sin distorsionarlo y, en fin, “…graduará el proceso evolutivo del 
Ordenamiento y resolverá en cada caso la tensión dialéctica entre transformación y 
conservación”470 
3.1.4.1 Empleo de la fórmula política como cláusula 
hermenéutica. Un par de ejemplos en la jurisprudencia de la 
Corte Constitucional 
Serán objeto de análisis dos casos en los cuales es dable justificar el empleo de la 
fórmula política como cláusula hermenéutica para la interpretación de los derechos 
fundamentales. El primero es un fallo de constitucionalidad y el otro un fallo de tutela. 
Inicialmente se resumirán los antecedentes y el contexto en el cual se adopta la decisión, 
en seguida se destacarán parte de los argumentos en los que la fórmula política funge 
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como criterio de interpretación para ajustar e integrar los contenidos constitucionales y, 
finalmente, serán revisadas las condiciones de aplicación de la fórmula política en el caso 
sub examine para extraer algunas conclusiones. 
 
Sentencia C 1064/01471 
 
a) Criterios previos. A continuación se presentan algunos elementos conceptuales 
importantes para develar la situación que es detallada por la Corte: 
 
Antecedentes: 
 
-Un ciudadano demanda el Art 2 de la Ley 628 de 2000, por la cual se decreta el 
Presupuesto de Rentas y Recursos de Capital y Ley de apropiaciones para la vigencia 
fiscal del 1° de enero al 31 de diciembre de 2001. 
 
-Considera que en el momento en el que el legislador decidió expedir la ley anual de 
presupuesto para la vigencia fiscal del 1 de enero al 31 de diciembre de 2001, no incluyó 
las apropiaciones suficientes para aumentar el salario de los empleados públicos en un 
monto igual o superior a la inflación del año anterior. Situación que para el actor puede 
ser violatoria de los derechos a la paz individual, familiar y colectiva (Art. 22), el principio 
de igualdad (Art. 13), el derecho de los servidores a un trabajo en condiciones dignas y 
justas, y a la remuneración vital y móvil proporcional a la cantidad de trabajo 
 
Norma demandada: El aparte en negrilla es el que se acusa. 
 
Artículo2°. Presupuesto de Gastos o Ley de Apropiaciones. Con las rentas 
y recursos de capital de que trata el artículo anterior, aprópiese para 
atender los gastos de funcionamiento, inversión y servicio de la deuda 
pública del Presupuesto General de la Nación durante la vigencia 
fiscal del 1° de enero al 31 de diciembre de 2001, una suma por valor 
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de cincuenta y cuatro billones novecientos setenta y siete mil 
cuatrocientos noventa y dos millones setecientos veintitrés mil 
novecientos treinta y dos pesos moneda legal ($54,977,492,723,932), 
según el detalle que se encuentra a continuación: (....) 
 
Problema Jurídico: La Corte entra a estudiar si existió o no omisión legislativa contraria a 
la Constitución, puesto que, la suma de dinero objeto de apropiación en la Ley Anual de 
Presupuesto General de la Nación para la vigencia fiscal de 2001  (Ley 628 de 2000), 
podría ser insuficiente para cubrir el reajuste indexado, con base en la inflación causada, 
de los salarios de todos los servidores de las entidades cobijadas por el presupuesto a 
partir del 1 de enero de 2001 
 
Contexto: Es una decisión que se adopta en un momento socio-político complejo. En los 
años 2000 y 2001 (Expedición norma y control de constitucionalidad) el país se hallaba 
en medio de las conversaciones de paz entre el gobierno de Andrés Pastrana y las FARC 
(se alcanzan a suscribir dos acuerdos El acuerdo de los pozos y San Francisco de la 
sombra). 
 
No obstante, el conflicto armado es manifiesto ocasionando la muerte y secuestro de 
varios representantes a la cámara, periodistas, entre otros, como Diego Turbay Cote 
(Asesinado en el año 2000 por el frente 14 de las FARC), Alan Jara, Luis Eladio Pérez y 
Gloria Polanco (secuestrados en el año 2001 por las FARC); María Helena Salinas 
(periodista asesinada por paramilitares en 2001) y Jineth Bedoya (secuestrada por 
paramilitares con la presunta complicidad de agentes del Estado en el año 2001). Los 
grupos paramilitares cometen tres de las masacres más sangrientas: Masacre de El 
Salado (febrero 2000), Macayepo (octubre de 2000) y Chengue (febrero 2001).  
 
El plan Colombia suscrito entre el gobierno colombiano en cabeza de Pastrana y el 
gobierno norteamericano de Bill Clinton hace su aparición, con el fin de obtener 
financiamiento para asistencia militar. El rompimiento de las conversaciones que se 
adelantaban en la zona de despeje por el gobierno nacional se hacía cada vez más 
evidente, pese a la nueva prórroga otorgada por el gobierno nacional para continuar los 
diálogos en dicha zona y, la economía colombiana: Después de un proceso de 
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recuperación en el año 2000 y de estabilidad en sus variables macroeconómicas…entró 
en una fase de desaceleración… en el sector productivo para el año 2001472. 
 
b) Argumentos de la Corte. Se dividirán los argumentos en cuatro grupos: El primero de 
ellos, condensará criterios generales de la fórmula política; en el segundo grupo, se 
expresarán aquellos que hacen alusión a las condiciones para facilitar en la práctica la 
concreción de la fórmula política; en el tercero, se reunirán los argumentos presentados 
por la Corte que, en este trabajo, denotarían el empleo de la fórmula política como 
cláusula hermenéutica para interpretar derechos fundamentales. Por último, se 
agruparán los argumentos extraídos de la situación concreta que analiza la Corte 
Constitucional, esto es, del control de constitucionalidad de la norma demandada y serán 
contrastados con la resolución del mismo. 
 
Grupo 1: Criterios generales para la identificación de la fórmula política del Estado Social 
de Derecho 
Vale resaltar dos argumentos gruesos que suministrarán elementos para la resolución del 
caso concreto: 
 
 “(…) entre las manifestaciones concretas del principio fundamental del Estado 
Social de Derecho se encuentran, por ejemplo, los mandatos generales 
dirigidos a promover la igualdad real y efectiva mediante la adopción de 
medidas a favor de grupos marginados o discriminados (artículo 13 inciso 2 
C.P.); proteger especialmente a las personas que por su condición económica, 
física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta (artículo 
13 inciso 3 C.P.); proteger a la mujer embarazada, a la mujer cabeza de 
familia, a la niñez, a los adolescentes, a las personas de la tercera edad, a los 
discapacitados, a los pensionados y a los enfermos (artículos 43 a 49 C.P.); 
apoyar a los desempleados (artículo 54 C.P.) y promover el pleno empleo así 
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como el mejoramiento de la calidad de vida de las personas de menores 
ingresos (artículo 334, inciso 2); y, en general, dar prioridad sobre cualquier 
otra asignación al gasto social para la solución de las necesidades 
insatisfechas de salud, de educación, de saneamiento ambiental y de agua 
potable en los planes y presupuestos de la Nación y de las entidades 
territoriales”  
 
Ello nos permite considerar un par de criterios base en la constatación de la fórmula 
política del Estado Social de Derecho: La necesidad de concretar condiciones materiales 
mínimas para el goce de una vida en términos dignos, con el fin de conducir,  en 
definitiva, a la efectiva realización de los derechos. Por lo tanto, la igualdad deberá 
entenderse en términos sustanciales (y ya no únicamente en términos formales); 
generando al interior de la comunidad estatal un trato igual para los iguales y diferente 
para los diferentes, es decir que, para asegurar la igualdad en forma real y efectiva, debe 
asumirse la existencia de diferencias tanto connaturales a los seres humanos como 
diferencias producto de factores económicos, políticos, culturales y sociales, entre otros. 
La libertad también debe procurarse de manera efectiva; puesto que, no bastaría, por 
ejemplo, elegir un proyecto de vida si los medios para su realización han de ser 
ineficientes e insuficientes cerrando los espacios de participación a aquellos sujetos cuya 
situación es abiertamente desfavorable. Este sería un Estado de otro tipo, no social y 
mucho menos democrático de Derecho. 
 
De otro lado, si las condiciones materiales son indispensables para la satisfacción de los 
derechos que deben ser garantizados y promovidos por el Estado; la distribución de 
recursos será, de igual forma, determinante para éste propósito. Esta es la razón que 
justificaría priorizar el gasto social sobre cualquier otra asignación presupuestaria. 
 
En suma, un panorama de este tipo debe motivar al Estado para que adopte medidas 
que haga efectiva la libre elección de los individuos y, para crear estrategias apropiadas 
con el objetivo de prevenir cualquier forma de exclusión (acciones afirmativas), 
acrecentando las oportunidades de quienes por su condición se encuentren en una 
situación de debilidad manifiesta. Todo dentro del marco de posibilidades normativas y 
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presupuestales para su concretización en la práctica, cuya prioridad deberá reflejarse en 
el gasto social. 
 “El Estado Social de Derecho no impone un modelo económico o social, 
pero tampoco es indiferente a la realización de valores como el orden 
social justo y la dignidad humana. Tal interpretación deja a salvo la potestad 
de configuración legislativa radicada en cabeza del Congreso y de diseño de 
programas de gobierno atribuida al Ejecutivo, y busca conciliarla con los 
contenidos materiales que la propia Constitución consagra y que vinculan a 
todas las autoridades públicas. (…) Por ello, ante circunstancias omisivas 
debe darse aplicación directa a los preceptos constitucionales.” (Negrillas 
fuera del texto) 
 
Plantea la Corte dos aspectos que valen destacarse: Por una parte, la necesaria 
coherencia entre los contenidos materiales de la Constitución y la realidad social, es 
decir, entre un contenido que reconoce principios derechos y valores con un contexto que 
deba ser apto para, en efecto, llevar a cabo tales contenidos. De otro, el margen de 
actuación institucional del legislador y del órgano ejecutivo en el diseño y ejecución de 
políticas públicas y demás programas para la consecución, en la práctica, de tales 
contenidos materiales de la Constitución. Solo que a falta de la debida actuación 
predicable de estos órganos, debe aplicarse directamente los preceptos constitucionales.  
  
Grupo 2: Condiciones para la aplicación de la fórmula política 
 
Tal como viene precisando la Corte, la fórmula política adoptada en la Constitución vigente 
no impone un modelo económico o social, pero tampoco es indiferente a la realización de 
valores como el orden social justo y la dignidad humana. Significa que, debe adecuarse una 
suerte de circunstancias que faciliten la aplicación de la fórmula del Estado Social de 
Derecho a los objetivos trazados en el contenido material de la Constitución. Algunas de 
esas condiciones o circunstancias son de orden económico y afectan directamente la 
apropiación y el destino de los recursos del Estado. Sostiene la Corte: 
  
 “(…) la efectividad del Estado Social de Derecho depende de la realización de 
una serie de actos que suponen gastos económicos. Esta circunstancia revela 
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la estrecha relación que existe entre la concreción de los fines que se predican 
del Estado en materia social y la necesidad de contar con una estructura 
macroeconómica que permita no sólo el cumplimiento de tales objetivos sino, 
además, el normal funcionamiento del Estado.” 
 
En consecuencia, 
 “En la toma de decisiones macroeconómicas y en la formulación de políticas 
públicas, las autoridades competentes no pueden desentenderse de los 
derechos constitucionales de todas las personas y grupos de la sociedad ni 
dejar de ponderar si están contemplados de forma que se avance hacia su 
realización.”  
 
La colaboración mancomunada de los miembros del Estado, fundada en el principio de 
solidaridad, orientan su participación, mediante el pago de tributos y la posterior 
apropiación y ejecución de los mismos; de tal manera que la distribución y prioridad del 
gasto social logre conciliar el contenido constitucional y la realidad política y 
socioeconómica actual. 
 
 “(…) Es precisamente en el contexto de toma de decisiones macroeconómicas 
y sociales que los distintos sectores de la población, en virtud del principio de 
solidaridad, asumen cargas públicas razonables para permitir que sectores 
excluidos puedan progresivamente ser incorporados al goce de los beneficios 
del progreso, lo cual sólo se puede lograr mediante la conciencia creciente de 
la necesidad de cooperar y actuar mancomunadamente para mejorar la calidad 
de vida de todos los colombianos y superar gradualmente las desigualdades 
presentes.” 
 
En definitiva, alude la Corte: 
 
 “En la toma de decisiones macroeconómicas y en la formulación de políticas 
públicas, las autoridades competentes no pueden desentenderse de los 
derechos constitucionales de todas las personas y grupos de la sociedad ni 
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dejar de ponderar si están contemplados de forma que se avance hacia su 
realización.”  
 
Grupo 3: Fórmula política como parámetro de interpretación de los derechos 
fundamentales 
 
Inicialmente, parece conveniente subrayar el principio, denominado por la Corte, de 
inmunidad de los derechos como presupuesto importante en el análisis que realiza en 
este caso, para luego estudiar algunos argumentos que clarifican el contenido de 
derechos (como el derecho al trabajo y a la igualdad), consecuencia del empleo de la 
fórmula política del Estado Social de Derecho como cláusula hermenéutica. 
 
Mediante el principio de  inmunidad de los derechos, éstos pueden sustraerse de la libre 
disposición por parte de las mayorías. Esto explica por qué: La ausencia de desarrollo 
legislativo de los derechos constitucionales no puede significar el aplazamiento o recorte 
de los derechos que, por su naturaleza, requieren de la actuación de las autoridades 
públicas para asegurar su cumplimiento. Los derechos no solo reclaman un lugar 
preferente por tratarse de disposiciones que reconocen ámbitos trascendentales en el 
desarrollo pleno de los individuos; en el Estado Social de Derecho, dejan de suponer 
meros enunciados declarativos de la condición humana para traducirse en claras 
garantías que deben hacerse efectivas. Por lo tanto, la omisión legislativa no puede ser 
un obstáculo en la concreción de los derechos y éstos, simplemente, se queden escritos. 
Adquiere así sentido en un contexto como éste que la Corte deba “…en aplicación del 
principio de efecto útil de las normas constitucionales, interpretar el alcance de los 
derechos constitucionales.” 
 
Con estos asertos previos, a continuación se transcribirán algunos argumentos de la 
Corte relacionados con la interpretación que hace de los derechos base de la decisión: 
 
Igualdad  
 
 “(…) en el Estado Social de Derecho la igualdad material es determinante 
como principio fundamental que guía las tareas del Estado con el fin de 
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corregir las desigualdades existentes, promover la inclusión y la 
participación y garantizar a las personas o grupos en situación de 
desventaja el goce efectivo de sus derechos fundamentales. De esta 
forma, el Estado Social de Derecho busca realizar la justicia social y la 
dignidad humana mediante la sujeción de las autoridades públicas a los 
principios, derechos y deberes sociales de orden constitucional.” (Negrillas 
fuera del texto) 
 
 “De manera más puntual se podría decir, por ejemplo, que la concepción de 
igualdad material que inspira el Estado Social de Derecho se manifiesta 
plenamente en el mandato de protección especial a los más débiles, en 
términos comparativos, en el manejo y el reparto de recursos escasos.” 
(Negrillas fuera del texto) 
 
Trabajo  
 
 “El trabajo tiene…múltiples formas de expresión dentro del ordenamiento 
constitucional vigente, pues no es sólo un derecho a través del cual el 
individuo obtiene recursos que le permiten sufragar sus necesidades 
básicas (artículo 25 C.P.), sino que es, además, una obligación social que 
se traduce en un mecanismo de incorporación de la persona a la 
colectividad como sujeto que se dignifica a través del aporte que hace al 
desarrollo de una comunidad así como en un deber que tiene todo 
trabajador de contribuir solidariamente a la construcción de una sociedad 
más participativa en términos tanto políticos como económicos y, por esta vía, 
más democrática y plural.” (Negrillas fuera del texto) 
 
Significa que,  
 
 “(…) el trabajo se eleva a rango de principio fundamental necesario para la 
interpretación de la acción estatal y de los derechos y deberes incluidos en la 
Carta, así como un factor indispensable de integración social.”   
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Mínimo vital y movilidad salarial 
 
 “El inciso 1º del artículo 53 de la Constitución establece dentro de los principios 
fundamentales, que debe desarrollar el estatuto del trabajo, el derecho a una 
“remuneración mínima vital y móvil”. Este enunciado ha sido interpretado por la 
jurisprudencia constitucional como un derecho constitucional de los 
trabajadores a mantener el poder adquisitivo real del salario” 
 
 “(…) la movilidad del salario no puede ser entendida, para que sea efectiva 
(art. 2 CP), sino en un sentido real para responder a las variaciones de los 
factores de los cuales depende su capacidad adquisitiva.”  
 
 “En numerosos fallos, esta Corporación ha reconocido que la Constitución 
garantiza un derecho constitucional a mantener el poder adquisitivo del 
salario. La Corte ha fundado este reconocimiento en una interpretación 
sistemática de la Constitución, así como en la apreciación de la función y 
de los alcances del derecho al trabajo en condiciones dignas en un 
Estado Social de Derecho.” (Negrillas fuera de texto) 
 
 “(…) la Corte subraya que Colombia es un Estado Social de Derecho y por ello 
estima que, al estar fundado en el respeto a la dignidad humana y en la 
protección del trabajo, el derecho constitucional a mantener el poder 
adquisitivo del salario debe ser interpretado en sentido amplio.” 
 
Grupo 4: Análisis caso concreto: Para terminar, se extraerán en seguida unos cuantos 
considerandos de la Corte que permiten concluir y solucionar el caso en controversia. 
 
Es de recordar que, la Corte analiza si la suma de dinero apropiada en la Ley anual de 
Presupuesto General de la Nación para la vigencia fiscal de 2001 es o no insuficiente 
para cubrir el reajuste indexado, con base en la inflación causada, de los salarios de 
todos los servidores de las entidades cobijadas por el presupuesto a partir del 1 de enero 
de 2001; y por tanto existió o no omisión legislativa contraria a la Constitución. 
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El camino trazado por el Alto tribunal para adoptar la decisión puede ser el siguiente: 1. 
Determina la situación del derecho al trabajo y su coherencia en cuanto al salario y al 
mantenimiento o no de su valor adquisitivo; 2. En relación con el contenido del principio 
de igualdad material determina si es procedente o no dar un trato distinto a los servidores 
públicos cuyo salario es distinto, a efectos de reajuste salarial; 3. Define cuál debe ser 
dicho tratamiento diferencial al encontrar justificado el trato diferencial; 4. Decide si 
existió o no omisión legislativa contraria a la Constitución, en cuanto a la suma apropiada 
en la Ley General de Presupuesto, por tratarse de una suma insuficiente para cubrir el 
reajuste indexado, con base en la inflación causada, de los salarios de todos los 
servidores de las entidades cobijadas por el presupuesto a partir del 1 de enero de 2001. 
 
Poder adquisitivo del salario 
 
 “(…) si bien de una interpretación literal e histórica del artículo 53 de la 
Constitución no se deduce un derecho a conservar el poder adquisitivo 
real de los salarios, a la luz de una interpretación sistemática, reforzada 
por los convenios internacionales sobre la materia y por el respeto a los 
precedentes jurisprudenciales, la Corte considera que la Constitución 
protege dicho derecho dentro de unos lineamientos muy precisos…”  
 
 “En la presente sentencia la Corte confirma que la Constitución protege el 
derecho a mantener la capacidad adquisitiva salarial…Sin embargo, estima 
que la orden de aplicar una fórmula única y específica de indexación salarial 
para cualquier nivel salarial no es compatible con la ratio decidendi de las 
sentencias que constituyen precedente inmediato y directo de la C-1433 de 
2000. Esta es una de las razones por las cuales en la presente sentencia no 
se reitera dicha orden ni se fija una fórmula específica y única de 
indexación de todos los salarios de los servidores públicos cobijados por 
la ley de presupuesto parcialmente demandada.” (Negrillas fuera de texto) 
 
Situación servidores públicos y tratamiento diferencial 
 “(…) el artículo 53 protege la movilidad salarial tanto de los servidores públicos 
que ganan uno o dos salarios mínimos, como de  los que están ubicados en 
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escalas salariales superiores…Estima entonces la Corte que el reajuste 
salarial debe cobijar a todos los empleados y trabajadores al servicio de 
las ramas y entidades comprendidas por la ley anual de presupuesto 
parcialmente demandada. En términos prácticos, esto significa que todos 
ellos deben recibir un aumento salarial en el período regulado por dicha 
ley, es decir, la vigencia fiscal que se inició el 1 de enero de 2001 y que 
terminará el 31 de diciembre de 2001. (Negrillas fuera del texto) 
 
Sin embargo, dicho aumento salarial no tiene que ser idéntico para todos. 
La igualdad matemática o mecánica es contraria al principio según el 
cual, los iguales deben ser tratados igual y los diferentes deben ser 
tratados diferente. Este principio ha sido continuamente reiterado por la Corte 
pues ocupa una posición medular en un Estado Social de Derecho, en el que la 
igualdad no es formal, sino sustantiva o real. Siguiendo este orden de ideas, la 
Corte constata que entre los servidores públicos hay diferencias 
salariales de gran magnitud. Es decir, la brecha entre los servidores de bajos 
salarios y los de salarios altos es extensa y además ha aumentado en la 
década de los años noventa. Por lo anterior,  la Corte concluye que debe 
hacerse un aumento para todos estos servidores públicos, aunque éste 
no tiene que hacerse en el mismo porcentaje para todos. (Negrillas fuera 
de texto) 
 
En cuanto a los servidores públicos cuyos ingresos son inferiores, esto es, cuyo salario 
es menor al promedio ponderado de los salarios de los servidores de la administración 
central:  
 
 “(…) el incremento salarial debe basarse preponderadamente en la 
inflación, para que se mantenga la capacidad adquisitiva real de sus 
salarios…” 
 
Y en el caso de los servidores públicos cuyos ingresos son superiores, es decir, que se 
encuentran ubicados en las escalas salariales superiores al promedio, este derecho 
puede ser limitado, pero no desconocido: 
 
Dos cláusulas de interpretación de los derechos fundamentales en la 
Constitución Política de 1991 
153 
 
 “(…) serán aumentados de tal forma que los reajustes anuales de éstos 
servidores consulte el principio de progresividad por escalas salariales 
con el fin de que el incremento de quienes ganen menos sea 
porcentualmente mayor. Para que dicha progresividad sea estricta no deberá 
existir entre uno y otro grado o escala una diferencia desproporcionada. Las 
limitaciones al derecho a mantener anualmente el poder adquisitivo del salario 
de estos servidores sólo son admisibles constitucionalmente si ellas están 
dirigidas a alcanzar un objetivo de gasto público social prioritario y son 
estrictamente necesarias y proporcionales para lograr la realización efectiva de 
este objetivo.” 
 
 “Si…resultare una diferencia entre el aumento salarial nominal anual y el 
aumento salarial real anual, ambos globalmente considerados, éste ahorro 
fiscal deberá destinarse a gasto público social en beneficio de las 
personas especialmente protegidas por la Constitución, como por ejemplo 
los niños, las madres cabeza de familia, los desempleados, los discapacitados, 
los desplazados o los integrantes de otros grupos vulnerables, o a programas 
sociales constitucionalmente prioritarios, como por ejemplo, los de 
alimentación y cuidado de indigentes, cubrimiento de pasivos pensionales, 
educación y capacitación y salud.” 
Resuelve 
 
Declara la exequibilidad condicionada del artículo 2° de la Ley 628 de 2000.  Significa 
que no existe una omisión legislativa contraria a la Constitución, en tanto se admita que 
el artículo 2 de la Ley 628 de 2000 debe interpretarse conforme a una serie de criterios 
expuestos por la Corte. 
 
En otras palabras, condiciona la exequibilidad de la norma siempre que se entienda en 
definitiva que: -la movilidad salarial no se predica exclusivamente del salario mínimo legal 
y que la Constitución protege un derecho al mínimo vital que no es equiparable al salario 
mínimo legal; - la política pública salarial está llamada a propender el mantenimiento del 
poder adquisitivo de los salarios de los trabajadores y empleados del sector público 
central; -todos los servidores públicos tienen derecho a mantener el poder adquisitivo real 
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de su salario, utilizando una fórmula conforme al ingreso que devengan; -de presentarse 
un ahorro fiscal, deberá ser destinado a gasto social; -Finalmente, las autoridades 
adoptarán las decisiones y expedirán los actos de su competencia. 
 
c) Algunas conclusiones de esta decisión 
 
 Si, como lo anota la Corte en este mismo fallo: Por su origen y su función, la 
interpretación de la Constitución ha de ser vivificante para que sus mandatos 
efectivamente se cumplan y para que su significado responda a las realidades 
nacionales; atender, justamente, esta premisa parece indiscutible en el marco de la 
fórmula política, puesto que, informa el contenido constitucional de los derechos y 
principios fundamentales. 
 
 La Fórmula política condiciona la estructura económica para lograr la efectiva 
realización de los derechos y no al contrario, es decir que la política macroeconómica 
debe responder a las necesidades y características del modelo constitucional del 
Estado Social de Derecho. Por lo que, al pretender dar aplicación a la fórmula política, 
puede condicionarse la actuación de los órganos públicos encargados del diseño y 
ejecución de políticas públicas, y sujetar la creación de las mismas a la observancia 
de los principios que rodean al Estado Social de Derecho. 
La solidaridad y la prioridad en el gasto social se hacen ineludibles en la consecución 
y distribución de los recursos que permiten materializar garantías fundamentales.  
 
 La cláusula del Estado Social de Derecho delimita la manera de comprender el 
contenido de los derechos. 
 
En el caso que es revisado: 
 
-El derecho al trabajo es, simultáneamente, un derecho que dignifica al hombre y un 
principio condicionante de la forma en la que deban actuar los órganos públicos. 
Conjuntamente, para que pueda afirmarse el derecho a un trabajo en condiciones 
dignas éste presupone el mantenimiento del poder adquisitivo del salario 
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-La igualdad no es solo formal; debe ser material. La igualdad en términos materiales 
impone al Estado la obligación de proteger al más débil, corregir las desigualdades 
existentes, promover la inclusión y la participación y garantizar a las personas o 
grupos en situación de desventaja el goce efectivo de sus derechos fundamentales 
 
-Tratándose de un Estado Social de Derecho, la igualdad deberá predicarse en los 
términos de un trato igual para los iguales y diferente para los diferentes. De éste 
modo, se intenta orientar la adopción de medidas con el fin de salvaguardar al de 
mayor vulnerabilidad 
 
Sentencia T 532/92473 
 
a) Criterios Previos 
Antecedentes:  
-Un individuo interpone acción de tutela invocando en su favor la aplicación del Art 46 de 
la Constitución Política 
 
Art. 46: El Estado, la sociedad y la familia concurrirán para la protección y la 
asistencia de las personas de la tercera edad y promoverán su integración 
a la vida activa y comunitaria.  
El Estado les garantizará los servicios de la seguridad social integral y el 
subsidio alimentario en caso de indigencia 
 
-Conoce en primera instancia el juzgado 36 de Instrucción Criminal de Ibagué, el cual: 1. 
Solicita ampliación de la versión al accionante, quien manifiesta ser un adulto mayor de 
63 años, llevar treinta (30) años de separado y diez (10) de no ver a sus tres hijos y no 
poder trabajar desde hacía dos años como consecuencia de un problema ocular; además 
de no haber podido comunicarse con dos de sus hijos para solicitarles ayuda económica 
y expresó que el tercero se la había negado por no estar en condiciones para ello y pide 
al juez se le ordenara al Estado Colombiano suministrarle ayuda económica para una 
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operación de los ojos que le posibilitaría recuperar la vista y así poder trabajar. 
Finalmente, reconoció no haber visitado en esa ciudad ningún centro asistencial para 
solicitar el servicio médico, pero exhibió una orden de operación de los ojos ordenada por 
un médico del hospital universitario Evaristo García de la ciudad de Cali. La fecha fijada 
en dicha orden para la operación era la del 27 de agosto de 1991. 2. Resuelve denegar la 
solicitud de tutela, mediante providencia del 5 de mayo de 1992, al considerarla 
improcedente por no tratarse del medio judicial apropiado, pues a su juicio, era la acción 
penal por el delito de inasistencia alimentaria. En cuanto a la petición del actor para 
obtener una intervención quirúrgica, consideró el juez, que al no existir omisión ni acción 
por parte de ninguna autoridad de la localidad, no era procedente tramitar tal pretensión. 
 
-No fue objeto de impugnación la decisión y conoce la Corte vía revisión eventual 
 
Problema jurídico: 
 
La Corte deberá examinar si el accionante se encuentra o no en situación de indigencia, 
si se han vulnerado o no su derecho fundamental a la seguridad social y, si en 
consecuencia, habría o no obligación del Estado de asistirlo integralmente. 
 
Contexto: 
 
-Se encuentra vigente desde hace un año la Constitución de 1991 
 
-César Gaviria es presidente y en materia económica implementa un modelo de apertura 
económica más acelerado 
 
-Se presenta una de las más notables crisis energéticas en el país 
 
-Hay una intensificación de la violencia a manos de miembros del narcotráfico. Pablo 
Escobar y el grupo denominado “Los extraditables” continúan la oleada de secuestro y 
muerte. Aparecen en escena los PEPES (Perseguidos por Pablo Escobar) 
 
-Ha pasado un año desde la desmovilización de grupos armados como el Quintín Lame y 
el EPL (Ejército Popular de Liberación) 
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b) Argumentos de la Corte 
 
Grupo 1: Criterios generales para la identificación de la fórmula política del Estado Social 
de Derecho 
 
De igual forma que en el análisis anterior, en las páginas que siguen, se enfatizará en las 
razones expuestas por la Corte que permitan comprender la adopción y configuración de 
un modelo constitucional particular cuya fórmula política es la del Estado Social de 
Derecho. Se estudiará la influencia de ésta fórmula en la resolución de un caso concreto 
que involucra un adulto mayor en situación de indigencia. 
  
La Corte declara: 
 
 “El Estado social de derecho, instituido por el constituyente colombiano, 
define la naturaleza del régimen político, económico y social, 
identificándolo con los valores y fines enunciados en el Preámbulo de la 
Constitución. La superación del Estado de derecho como garantía de la 
libertad y de la igualdad formales tiene lugar en el Estado social de derecho 
mediante la acentuación de los elementos finalistas que guían la actividad 
estatal administrativa y política. La persona humana y su dignidad constituyen 
el máximo valor de la normatividad constitucional, cuyo reconocimiento 
conlleva importantes consecuencias para el sistema de relaciones económicas 
y sociales.” (Negrillas fuera de texto) 
 
Puede, entonces, colegirse que la fórmula política, tal como lo suscribía Raúl Canosa, se 
construye de tal modo que en ella se recoge una determinada estructura socio política, 
además de un conjunto de principios y el contexto que evidencia su carácter axiológico. 
Empero, como lo propone la Corte es la fórmula política la que permite definir, 
ciertamente, cuál es esa estructura económica y política y, en fin, cómo debe adaptarse a 
los cometidos por ella protegidos; y no al contrario, es decir, no puede, so pretexto de un 
modelo económico y de una estrategia política definida por un grupo en particular, 
pretender acondicionar una fórmula política que en la práctica termine (o pueda terminar) 
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chocando con la estructura y el régimen escogido, precisamente, por ignorar la 
singularidad de esa fórmula. 
 
La Corte además logra esclarecer la insuficiencia relacionada con la concepción del 
Estado Social de Derecho como consecuencia exclusiva del Estado de bienestar. Si bien, 
este es un modelo que brinda ciertas preocupaciones que adoptará el Estado Social, 
existen serias circunstancias que no responde el Estado de bienestar, tal como sucedió 
con el aumento gradual de poder al sector privado. La necesidad por superar este evento 
hace que el Estado Social deba garantizar “…estándares mínimos de salario, 
alimentación, salud, habitación, educación, asegurados para todos los ciudadanos bajo la 
idea de derecho y no simplemente de caridad”.474 En palabras de la Corte: 
 
 “El llamado Estado de bienestar o Welfare State, tan criticado por doctrinas 
contrapuestas como el liberalismo tradicional o la teoría marxista, no es 
consecuencia necesaria del carácter social de nuestro Estado de derecho. Por 
el contrario, éste trasciende las contradicciones que el primero evidenció 
históricamente…” 
 
No sobra recordar que la fórmula se completa con el carácter democrático del Estado 
derivado de su actividad intervencionista; cuyos efectos motivaron un mayor  margen de 
participación y control político sumado a la ampliación del catálogo de derechos y la 
peculiar fuerza normativa de principios y valores constitucionales475 
 
Grupo 2: Condiciones para la aplicación de la fórmula política 
 
La influencia de una determinada política económica en las condiciones del Estado son 
evidentes y basta abrir los ojos para observarla en el modo de vida al que estamos 
sujetos los miembros de una comunidad estatal. Sin embargo, tal como se ha venido 
insistiendo, es la fórmula política la que debe condicionar esta estructura económica con 
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el fin de conciliar el contenido material de la Constitución y la realidad que pretende 
regular. 
 
En el caso en controversia, la pobreza de un lado y el propósito de hacer efectivos los 
derechos de otros, abren la lectura de la Corte en los términos siguientes: 
 
 “La pobreza, sin duda, atenta contra la vigencia efectiva de los derechos 
fundamentales. Sus causas estructurales son combatidas mediante políticas 
legislativas y macro-económicas. Sus efectos, en cambio, exigen de una 
intervención estatal directa e inmediata, cuyo fundamento no es otro que la 
naturaleza social del Estado y la efectividad de los principios, derechos y 
deberes consagrados en la Constitución.” (Negrillas fuera de texto) 
 
 “El fundamento de la transformación de los deberes sociales del Estado 
frente a los miembros pobres de la comunidad radica en el carácter social 
del Estado, lo cual se traduce en la prestación continua y eficiente de los 
servicios públicos, la prioridad del gasto social y la intervención oportuna de las 
autoridades para impedir la vulneración o amenaza de los derechos 
fundamentales constitucionales.” (Negrillas fuera de texto) 
 
 “El sistema económico en el Estado social de derecho, con sus 
características de propiedad privada de los medios de producción, libertad de 
empresa, iniciativa privada e intervencionismo estatal, está orientado según un 
contenido humano y por la aspiración de alcanzar los fines esenciales de 
la organización social. Por ello, el ordenamiento jurídico consagra tanto 
derechos programáticos, que dependen de las posibilidades presupuestales del 
país, como derechos prestacionales que dan lugar - cuando se cumplen los 
requisitos para ello - al ejercicio de un derecho público subjetivo en cabeza del 
individuo y a cargo del Estado.” 
 
Es decir que, para concretar el Estado Social de Derecho ella debe traducirse en un 
parámetro de interpretación de los objetivos y fines perseguidos por el Estado, de los 
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derechos que desea procurar y de la actuación que debe orientar a los órganos llamados 
a interceder, con su labor, en dicha concretización. 
 
Grupo 3: Fórmula política como parámetro de interpretación de los derechos 
fundamentales 
 
Igualdad material: 
 
Nuevamente la Corte reitera el trato preferente que debe ofrecerse a personas en 
situación de vulnerabilidad, al dotar de sentido la disposición que reconoce el derecho 
fundamental a la igualdad bajo la cláusula del Estado Social de Derecho.  
 
 “Cuando una persona demuestra la circunstancia de debilidad manifiesta en que 
se encuentra, debido a su condición económica, física o mental (CP art. 13), sin 
que ella misma o su familia puedan responder, excepcionalmente se genera 
para el Estado una obligación de proteger especialmente a la persona colocada 
en dicha situación.” 
 
Principio de Solidaridad:  
 
Deja de tener un carácter puramente simbólico para devenir en una norma que 
complementa el contenido axiológico de la Constitución y que a través de su lectura en 
clave del Estado Social de Derecho permite ampliar el ámbito de protección de personas 
que se hallan en un estado de debilidad manifiesta. La asistencia integral y el acceso a 
condiciones que dignifican la vida de los adultos mayores en situación de indigencia se 
justifica claramente cuando la obligación del Estado, la sociedad y la familia se recrea en 
la práctica como una verdadera obligación concurrente. 
 
Ha dicho la Corte en relación con este principio que: 
 
 “El principio de solidaridad social ha dejado de ser un imperativo ético 
para convertirse en norma constitucional vinculante para todas las 
personas que integran la comunidad (CP art.1). 
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La decisión de elevar a rango constitucional el principio de solidaridad social 
tuvo su origen en el repudio a la injusticia social y en la convicción de que su 
gradual eliminación compromete a la sociedad entera y al Estado…” () 
 
Seguridad Social 
 
Marca para el caso un contraste significativo con otras interpretaciones que pudiese 
conllevar éste derecho en contextos diversos al de la fórmula del Estado Social de 
Derecho, en cuanto a su cubrimiento, acceso y protección integral para la población 
menos favorecida. Veamos algunos razonamientos expuestos por la Corte: 
 
 La individualización de la asistencia y protección según las características 
de los diferentes grupos de la población y la ampliación del concepto y 
cubrimiento de la seguridad social a todos los habitantes, son las notas 
distintivas del nuevo marco constitucional de la seguridad social. Mientras 
el legislador amplia progresivamente la cobertura de la seguridad social, "la 
familia, la sociedad y el Estado" deben contribuir solidariamente a dar respuesta 
oportuna y efectiva a las personas colocadas en situación de indigencia que ven 
amenazados o vulnerados sus derechos fundamentales como consecuencia 
exclusiva de su condición económica (CP arts. 1, 13). (negrillas fuera del tedxto) 
 
 Los derechos a la salud (CP art. 49), a la seguridad social integral (CP art. 
48), y a la protección y asistencia a la tercera edad (CP art. 46), en principio 
programáticos, pueden verse actualizados y generar un derecho público 
subjetivo de inmediata aplicación (CP arts. 13 y 85), si la persona interesada 
demuestra fehacientemente su condición de debilidad manifiesta y la 
imposibilidad material de su familia para darle asistencia, en particular cuando la 
completa ausencia de apoyo lo priva de su derecho al mínimo vital. (Negrilla 
fuera del texto) 
 
En tal evento, se opera una inversión en el orden de exigibilidad del principio de 
solidaridad social, que obliga al Estado a una prestación directa e inmediata en 
favor de la persona que se halla en circunstancias de debilidad manifiesta, sin 
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perjuicio del derecho en cabeza de la autoridad estatal, cuando sea del caso, al 
reintegro posterior de su costo por parte del beneficiario y de su familia.” 
 
La efectiva realización de los derechos y, en especial, el derecho a la seguridad social 
correría una suerte sinuosa de contemplar llanamente su exigibilidad conforme a las 
condiciones presupuestarias y el modelo macroeconómico; pero el panorama que sugiere 
la Corte interpretando este derecho siguiendo los postulados de la fórmula política nos 
permite conducir a posibilidades, ciertamente, distintas. En efecto, los recursos y demás 
condiciones presupuestarias son necesarios para materializar un derecho de este tipo y el 
juez no puede ser indiferente a ello; lo que cambia es la idea de someter su exigibilidad 
únicamente a la consecución de dichas condiciones. Se  instrumentaliza, así, al Estado 
con el fin de colocarlo al servicio de los individuos y, entre estos, de manera especial, a 
aquellos cuya situación es ostensiblemente débil para dignificar su existencia cuando no 
cuentan con los medios para hacerlo posible por sí mismos. 
 
Grupo 4: Análisis caso concreto: 
 
Recurriendo a la estructura de análisis de la decisión anterior, se propone para este 
aparte un camino similar en la resolución del caso. Primero, se expondrán  un par de 
argumentos apuntados por la Corte respecto de la situación de indigencia en general; en 
seguida, se añadirá el análisis hecho por la Corte en relación con la situación del 
accionante y finalmente, se mostrará la decisión adoptada por la Corte.  
 
Situación de indigencia:  
 
 “Existen miembros de la comunidad desfavorecidos en la repartición de los 
recursos económicos, marginados de la participación política y condenados, por 
su situación menesterosa, a una vida de penurias y necesidades que ofende la 
dignidad de la persona humana. 
 
Los indigentes son personas que carecen de recursos económicos 
mínimos para subsistir dignamente y se encuentran incapacitados para 
trabajar, debido a su edad o estado de salud” (Negrillas fuera de texto) 
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Circunstancias que constituyen una condición de indigencia absoluta:  
 
 “(…) (i) incapacidad absoluta de la persona de valerse por sus propios medios; 
(ii)  existencia de una necesidad vital cuya no satisfacción lesiona la dignidad 
humana en sumo grado; (iii) ausencia material de apoyo familiar.” 
 
Situación particular del accionante 
 
 “Los antecedentes permiten deducir que el señor RICARDO RIVERA es una 
persona de la tercera edad (63 años), que carece de medios económicos, 
cuya familia se encuentra materialmente disuelta y sus miembros (esposa 
e hijos) son de difícil localización. Afirma el petente en su solicitud que la 
posibilidad de trabajar se supedita a una operación en los ojos para 
recuperar  la visión, por lo que solicita al Estado suministrarle ayuda 
económica para su realización.” (Negrillas fuera del texto) 
 
  “La vigencia de los derechos fundamentales de una persona, en este 
contexto el derecho a la salud en conexidad con el derecho fundamental al 
trabajo, no puede quedar al albur de las acciones penales o civiles en 
contra de las personas legalmente obligadas a prestar su asistencia en 
estos casos.  El juez debe proceder a verificar la existencia de los supuestos de 
hecho que generan a favor del indigente un derecho público subjetivo a una 
determinada  prestación estatal (CP arts. 1, 2, 13 y 46).” (Negrillas fuera del 
texto) 
 
 “El principio de efectividad de los derechos fundamentales, obliga al juez 
de tutela a definir, dentro del proceso, el medio más eficaz para promover 
su cumplimiento, máxime cuando la ley no lo contempla o lo hace de 
manera genérica. Precisamente, la situación de extrema indigencia, 
presupuesto necesario para tornar exigible una cierta actividad prestacional a 
cargo del Estado, debe ventilarse en el curso del proceso, así como la 
circunstancia de ausencia de apoyo familiar y la eventual incapacidad de 
solucionar de manera autónoma una necesidad vital por el sujeto 
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absolutamente menesteroso. Adicionalmente, el juez constitucional no 
puede permanecer indiferente a las condiciones y cargas anejas al 
ejercicio del derecho subjetivo público de carácter prestacional, en los 
casos excepcionales en que éste se hace exigible con independencia de 
una deliberada política estatal pública o social de amplio espectro. En estos 
casos, el proceso de tutela, por su connotación social, debe llevar al juez a 
propiciar una audiencia de ese carácter, a la cual se cite a la persona 
pretendidamente indigente en términos absolutos, sus familiares, la respectiva 
entidad pública frente a la cual se solicita la realización de una específica 
prestación y, si es del caso, para promover la práctica de la solidaridad, a otros 
miembros e instituciones de la sociedad civil. Acreditado el carácter de 
indigente absoluto…cabe reconocer en cabeza del sujeto y a cargo de la 
entidad pública respectiva, el derecho a recibir la prestación 
correspondiente, estableciendo - a la luz de las circunstancias - las cargas 
retributivas a su cargo, las cuales pueden consistir en trabajo social.” 
(Negrilla fuera del texto)     
 
Según puede observarse, es un escenario que conduce buena parte de las reflexiones de 
la Corte a enfatizar en una de las características de la fórmula política del Estado Social 
de Derecho: La efectiva realización de los derechos. Esta característica se transforma en 
uno de los lineamientos gruesos a través del cual se da un sentido al contenido dispuesto 
en las normas de derecho fundamental y que le permiten al accionante, en este caso, 
clarificar las obligaciones concretas que deban ser ordenadas para su firme realización. 
 
Decisión final 
 
La Corte en este caso decide: 
 “REVOCAR la sentencia del 5 de mayo de 1992, proferida por el Juzgado 36 
de Instrucción Criminal de Ibagué, que denegó la tutela solicitada por el señor  
RICARDO RIVERA.” 
 
 “ORDENAR al Juez 36 de Instrucción Criminal de Ibagué, que, de 
conformidad con lo dispuesto en el fundamento jurídico número 7 de esta 
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sentencia, determine si RICARDO RIVERA tiene el carácter de indigente 
absoluto y resulta procedente en su caso que reciba por parte de la autoridad 
pública respectiva la protección especial contemplada en el inciso 3o. del 
artículo 13 de la Constitución Política.” 
 
c) Algunas conclusiones  
 
 La fórmula política del Estado Social de Derecho puede llegar a condicionar la 
estructura política y económica del Estado, confirmando con ello una idea sustancial: 
El Estado es quien debe ofrecerse al servicio de la materialización de la fórmula 
política y no al contrario. 
 Una forma de respldar tal puesta al servicio de la fórmula por el Estado aparece 
soportada en la interpretación de las normas de derecho fundamental que deba 
realizar el intérprete constitucional, con el fin de procurar su efectiva realización. 
 
 Una muestra del alcance de la fórmula política del Estado Social de Derecho como 
parámetro de interpretación de los derechos, se observa en la consolidación de la 
solidaridad como principio fundamental en la actuación de los órganos del Estado 
obligando su participación de manera concurrente cuando los sujetos se hallan en una 
situación de vulnerabilidad.  
 
Puede igualmente percibirse en el sentido que adquiere la seguridad social cuando 
quien reclama su protección se halla en una situación de debilidad manifiesta (como 
es el caso de la indigencia absoluta) y reclama del Estado una atención prioritaria. En 
esta circunstancia la seguridad social debe interpretarse atendiendo al menos tres 
momentos: 1. Asistencia Integral y ampliación del cubrimiento para su efectiva 
protección. 2. La posibilidad de generar un derecho público subjetivo de inmediata 
aplicación siempre que la persona interesada demuestra fehacientemente su 
condición de debilidad manifiesta y la imposibilidad material de su familia para darle 
asistencia, en particular cuando la completa ausencia de apoyo lo priva de su derecho 
al mínimo vital. 3. El reconocimiento de una obligación concreta a cargo de la 
autoridad o entidad pública correspondiente, atendiendo las cargas retributivas a su 
cargo. 
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Hasta éste instante se ha intentado mostrar con este análisis, tanto del fallo de 
constitucionalidad C-1064/01 y de la sentencia de tutela T-533/92, el empleo de la 
fórmula política del Estado Social de Derecho como cláusula hermenéutica para la 
interpretación de los derechos fundamentales. Además, se revela un panorama más 
amplio en cuanto a la probable limitación de la fórmula política a la estructura y contexto 
socio político y económico, instrumentalizando al Estado en favor de la satisfacción y 
efectiva realización de los derechos de los individuos.  
 
En ésta misma senda puede encontrarse una serie de decisiones de la Corte, aunque 
para cerrar este segmento es importante enunciar una decisión más y obtener conceptos 
decisivos y concluyentes para esta investigación: La sentencia C-313/13 a propósito del 
pago anticipado en operaciones de crédito sin el pago de multas o penalidades.  
 
Sentencia C-313 de 2013476 
 
Este es un fallo que permite reiterar la configuración del Estado Social de Derecho como 
cláusula de interpretación de los contenidos de la Constitución (y desde la Constitución), 
con el ánimo de concretar en la realidad social los cometidos institucionales a través de 
los cuales se ha organizado el Estado colombiano. 
 
Por esta razón, la Corte abre la discusión aduciendo: 
 
“(…) las medidas encaminadas a materializar los derechos de las personas 
y, entre cuyos propósitos se advierte el incremento del bienestar y la calidad 
de vida de las mismas, son congruentes con el Estado Social de Derecho…” 
 
En éste sentido, la Corte, a través del estudio de constitucionalidad del Art. 1º (parcial) de 
la Ley 1555 de 2012 encuentra en el empleo de la fórmula política, una medida vital para 
trazar ciertos límites en la actividad del sistema financiero. De insistir en la importancia de 
la estructura macroeconómica fundada en la materialización de dicha fórmula, no dará 
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 Corte Constitucional de Colombia, sentencia C-313/2013, M.P. Gabriel Eduardo Mendoza 
Disponible en www.corteconstitucional.gov.co 
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espera en reconocer el derecho que le asiste al individuo como consumidor de ese 
mismo sistema financiero.  
 
En palabras de la Alto Tribunal, puede sugerirse que: 
 
“(…) entre las diversas tareas, propias del Estado Social de Derecho, tienen 
lugar los deberes de vigilancia, control, y regulación de la actividad 
financiera, con miras a promover el objetivo constitucional de la 
democratización del crédito. El sujeto, especialmente protegido en el ejercicio 
de los deberes estatales mencionados, es el consumidor, en particular, el 
consumidor y el usuario financiero.” (Negrillas fuera del texto) 
 
(…) 
 
“(…) Entiende el Tribunal Constitucional que la intención de propender a la 
mejora en las condiciones de vida, es expresión de los contenidos propios 
de la fórmula política de nuestra Carta, cual es el Estado Social de 
Derecho. No pierde de vista el juez Constitucional que el acceso a recursos 
económicos es un factor importante en el logro de los cometidos 
mencionados.” (Negrillas fuera del texto) 
 
En consecuencia, 
“…se está frente a un nuevo tipo de derecho social, el derecho del 
consumo, el cual, se corresponde con el Estado Social de Derecho. Un 
Estado impávido frente a eventuales abusos por parte de grandes 
organizaciones económicas a individuos necesitados de bienes o servicios, 
dejaría de cumplir con una finalidad primigenia que inspiró el Estado Social de 
Derecho.” (Negrillas fuera del texto) 
 
El desarrollo pleno del individuo y su relación constante en el Estado debe ser 
congruente con el mínimo axiológico recogido en la fórmula política, el cual solo puede 
exponerse, justamente, en las relaciones cotidianas de los sujetos. Eso implica, 
inexcusablemente, contar con los medios y condiciones para hacerlo posible. De no ser 
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así, el Estado por intermedio de sus autoridades competentes deberá proporcionar las 
herramientas para, por lo menos, intentarlo.  
 
La intervención del Estado en cabeza de la administración y del legislador no son 
suficientes, el juez constitucional complementa esta labor simbolizando para el menos 
favorecido o el más débil ese interlocutor que, además de contar con la idoneidad de su 
potestad, es hoy en día el órgano más cercano del poder público para asegurar la 
protección de sus garantías. 
 
Ahora bien, si la pretendida efectiva realización de los derechos es una de las 
características del Estado Social de Derecho, esta es una máxima ineludible para el 
intérprete constitucional tanto en el estudio abstracto que efectúa en el control de 
constitucionalidad de las leyes como en la revisión eventual de los fallos de tutela. El 
resultado: Continuar siendo el garante del contenido material de la Constitución, es decir, 
de la consecución de esos mismos derechos, esto es, de la concretización de la fórmula 
política. 
 
Así, la libertad y la igualdad, garantías fundamentales de ese sujeto, extienden su 
contenido de la mera formalidad a un carácter sustancial. El trato especial o diferencial y, 
la posibilidad de hacer efectivas las elecciones no podrían ser menos importantes, 
incluso, frente a un monstruo tan grande como el sistema financiero, cuya abierta ventaja 
frente a los usuarios se decanta a la hora de realizar un acuerdo que, visiblemente, no se 
efectúa entre iguales. 
 
De nuevo, la trascendencia de la fórmula política en la delimitación del contenido 
constitucional es innegable y se concede en expresiones tan definitivas como las 
siguientes: 
“(…) la libertad encuentra restricciones en situaciones como el abuso de la 
posición dominante. Entiende la Corte que en tal entorno la idea de libertad 
contractual ha de ser matizada. Sin duda, deberá seguir gozando de la 
protección constitucional por ser expresión de la autonomía en los términos en 
los cuales desde Locke  hasta Constant se entendiera, pero, con la masificación 
y los movimientos acelerados de la economía y en un mercado en el cual unos 
actores tienen la posibilidad de prefijar las cláusulas del contrato y otros han de 
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plegarse a ellas si desean acceder al servicio, tal libertad se desdibuja.” 
(Negrillas fuera del texto) 
 
 (…) 
 
“En suma, observa la Corporación que el derecho del consumidor, como 
expresión de un tipo de derecho propio de sociedades ya distantes del 
liberalismo de finales del siglo XVIII y más propiamente del siglo XIX, se aviene 
muy bien con el Estado Social de Derecho. Desdibujada la autonomía en 
los contratos entre sujetos pretendidamente iguales, pero, que en realidad 
no lo son, es labor de los poderes públicos trascender esa mera igualdad 
formal entre poder económico y usuario o consumidor, para restaurar, en 
lo posible, la igualdad entre los sujetos.” (Negrillas fiera del texto)   
 
A la postre, el individuo, eje primordial de la organización estatal, encuentra en la 
vigencia y efectividad de sus derechos la oportunidad de ser reconocido como sujeto 
autónomo, libre y digno; encontrando en el Estado y en la actuación de sus autoridades, 
desde la lectura que ofrece la fórmula política, instrumentos eficaces para que estas 
prerrogativas sean una realidad 
3.2 interés Superior del menor 
El objetivo para dilucidar este principio tiene como referencia la construcción que sobre el 
mismo ha hecho la Corte Constitucional en su jurisprudencia. Se tomará, entonces, una 
parte importante de las decisiones de la Corte en las que se analiza la situación especial 
del menor en el contexto del Estado colombiano, a partir de la normativa constitucional. 
 
Los casos gruesos que se examinarán para emplear éste principio como cláusula de 
interpretación estarán enmarcados en el derecho a la salud, uno de ellos relacionado con 
la cobertura del servicio de vacunación para un sector de la población en situación de 
pobreza y el otro, relacionado con el derecho a la salud de niños en situación de 
discapacidad.  
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Interesa para esta investigación las consecuencias que acarrean la aplicación del interés 
superior del menor como parámetro de interpretación de los derechos fundamentales y, 
en extenso, de los contenidos constitucionales; debido a la correlación implícita que 
tendrían ciertos criterios esenciales como la cláusula de erradicación de las injusticias 
presentes, principio de integralidad y principio pro-infans con el contenido mismo que 
identifica este interés superior en la práctica constitucional.  
3.2.1 Aspectos generales 
a) Anotaciones previas 
El profesor Carlos Torres, en un artículo dedicado al análisis del castigo en la práctica 
educativa de los niños477, sostiene la existencia de ciertos rasgos que caracterizan a los 
menores478 y que permitiría identificarlos como un grupo de especial protección desde el 
ámbito jurídico: Primero, la diferencia respecto del catálogo de los derechos de los 
menores en relación con el catálogo de derechos de otras personas; segundo, el carácter 
prevalente de los derechos de los niños sobre los derechos de los demás479 y, tercero, el 
denominado “interés superior del menor””480 
 
El primero de estos rasgos concerniente a su catálogo de derechos, bien podría mostrar 
esta especialísima condición atribuida por el constituyente a los menores; en tanto, han 
concebido en su favor una serie de garantías fundamentales no predicables de igual 
forma a otras personas, “tal es el caso de la alimentación equilibrada, el tener una familia 
y no ser separado de ella, el cuidado y amor, la recreación”481.  
 
El carácter prevalente de sus derechos es explicado, por su autor, desde dos 
dimensiones que no pueden ser ignoradas: su condición naturalística, la cual se 
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 TORRES R., Carlos A. “Prácticas y Castigos del Entorno Educativo frente a la dignidad de los 
Menores. Notas para un Ensayo sobre la Jurisprudencia”. En Revista Jurídicas UNINCCA, Vol. 10, 
Bogotá, ISSN 2256-4438, 2012 
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 De acuerdo con nuestro ordenamiento jurídico, en general, se entiende que es niño todo menor 
de 18 años. 
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 TORRES RUÍZ, Carlos Alberto., “Prácticas y Castigos del Entorno Educativo frente a la 
dignidad de los Menores. Notas para un Ensayo sobre la Jurisprudencia”. Op. Cit., p 10 
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evidencia en la notoria condición física de indefensión482 y, la exclusión de los niños del 
derecho a elegir y ser elegidos, es decir, la exclusión de la condición de ciudadanos483.  
El último de los rasgos aducidos en éste artículo, el interés superior del menor, es el que 
ocupará las páginas que siguen a continuación. 
 
b) Definición  
 
Para definir y caracterizar el concepto de interés superior del menor, es preciso atender, 
en principio, tres decisiones de la Corte Constitucional: Las sentencias T-408/95, T-
599/06 y T-510/03. 
 
De acuerdo con este Alto Tribunal, el ordenamiento jurídico reconoce en cabeza del 
menor, “…una caracterización jurídica específica fundada en sus intereses 
prevalentes”484 que se ve justificada “…tanto desde una perspectiva humanista - que 
propende la mayor protección de quien se encuentra en especiales condiciones de 
indefensión -, como desde la ética que sostiene que una adecuada protección del menor 
garantiza la formación de un adulto sano, libre y autónomo…”485 
 
Quiere ello decir que, al conceder al niño un tratamiento singular desde el ordenamiento, 
se prevé un compromiso del Estado, la sociedad y la familia en torno al cuidado y 
asistencia plena de los menores. Esta es una de las razones por las cuales el Art. 44 de 
la Constitución Política, expresando la voluntad del constituyente, introdujo una serie de 
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 Ibíd. p. 10. 
Puede verse también en sentencia C-664/06 M.P Humberto Antonio Sierra, una consideración de 
la Corte al respecto. Aduce el Tribunal: “La jurisprudencia constitucional ha sostenido que los 
mandatos constitucionales de especial protección a la infancia tienen origen, entre otras 
razones, en la falta de madurez física y mental de los niños, circunstancia que les hace 
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imprescindibles la adopción de medidas de protección para garantizar su desarrollo armónico e 
integral y “proveer las condiciones que necesitan para convertirse en miembros autónomos de la 
sociedad.. Los menores se tornan de esta manera en sujetos de especial protección 
constitucional, cuyos derechos e intereses tiene carácter superior y prevaleciente” (Negrillas 
fuera del texto) 
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 TORRES RUÍZ, Carlos Alberto, “Prácticas y Castigos del Entorno Educativo frente a la 
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garantías que adquieren el carácter de fundamentales por tratarse de titulares que 
obedecen a una condición bien particular y, que por tanto, obliga una atención 
privilegiada.486  
Esto explicaría, además, la forzosa intervención del Estado en escenarios en los cuales 
sean los niños objeto de algún tipo de vulneración que afecte su integridad o su dignidad.  
No puede justificarse, de ningún modo, el maltrato, la indiferencia y el abuso en contra de 
quien, por definición, se encuentra en una posición de debilidad manifiesta. Tal vez en 
éste sentido, se perciba el valor de los argumentos del juez constitucional y no sea 
extraño por qué: 
 
“Puede afirmarse entonces que todo conflicto que involucra el interés 
superior del menor se entiende de suyo resuelto en pro de los derechos de 
éste al amor, a la asistencia, al cuidado y a la protección que demanda el 
desarrollo de su personalidad, en las condiciones más favorables y dignas, 
toda vez que ninguna razón podrán esgrimir el Estado, la sociedad y a la 
familia para no garantizarle al menor su desarrollo integral”487 
 
Finalmente, la fórmula política del Estado Social de Derecho no es ajena a esta 
cualificación que el ordenamiento asume como principio vinculante en relación con los 
niños; por el contrario, tal como lo resaltaba Canosa Usera, si la fórmula política recoge 
un elemento axiológico para su configuración, a modo de principios, el interés superior 
del menor sería uno de esos componentes mínimos. 
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“El artículo 44 de la Constitución Política es inequívoco al establecer que los 
derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los demás…Una 
de las principales manifestaciones de este precepto constitucional, que se 
enmarca en el contexto del Estado Social de Derecho y del deber general 
de solidaridad, es el principio de preservación del interés superior del 
menor…Dicho principio refleja una norma ampliamente aceptada por el 
derecho internacional, consistente en que al menor se le debe otorgar un 
trato preferente, acorde con su caracterización jurídica en tanto sujeto de 
especial protección, de forma tal que se garantice su desarrollo integral y 
armónico como miembro de la sociedad.” 
 
Así las cosas, la comprensión de ésta caracterización jurídica específica encuentra en el 
art. 44 en concordancia con el art. 13 y el art 1 de la Constitución Política su más claro 
acuerdo normativo. Y la implementación del bloque de constitucionalidad consolidará y 
ampliará el espacio de movilidad para su eficaz realización.  
 
Concluyendo, el interés superior del menor es una figura jurídica que se traduce en un 
principio básico, el cual reconoce en favor de la condición especial del menor una serie 
de prerrogativas fundamentales que obligan de manera concurrente al Estado, la 
sociedad y la familia garantizar tanto su protección, asistencia y cuidado integral, como 
observar un compromiso real para asegurar un tratamiento preferente de sus derechos.   
 
c) Algunas Consecuencias 
 
Este principio fundamental puede percibirse en la práctica a través de algunas medidas 
adoptadas por el Estado que procuran, entre otros, definir procedimientos, autoridades y 
procesos especiales para el tratamiento de las conductas punibles realizadas por 
menores infractores; diseñar y ejecutar políticas públicas encaminadas al cuidado 
prioritario de la primera infancia; diseñar y ejecutar políticas públicas cuyo objetivo sea el 
mejoramiento en el acceso a vacunas y medicamentos por parte de la población menos 
favorecida, con el fin de disminuir las tasas de mortalidad infantil; fijar límites relativos a la 
incorporación de menores a la fuerza pública, disminuyendo en todo caso situaciones de 
riesgo para su integridad (ej. no presencia de menores bachilleres en zonas de combate); 
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implementar proyectos que fomenten la inclusión de menores partícipes del conflicto 
armado interno; implementar programas de atención prioritaria a menores en situación de 
abandono, prostitución, desnutrición; definir otras fórmulas para una protección reforzada 
de menores trabajadores, con discapacidad, y niñas-adolescentes en estado de 
embarazo. 
3.2.2 Bloque de constitucionalidad 
Resulta de suma importancia para este estudio, precisar varias de las normas 
constitutivas del bloque de constitucionalidad dado su carácter vinculante. Con todo, es 
de advertir que, sólo se transcribirán fragmentos de las normas contentivas del bloque de 
constitucionalidad que servirán de sustento para el análisis de los casos que, para este 
trabajo de investigación, son una muestra del empleo de la figura del interés superior del 
menor como parámetro de interpretación. Es decir que, dependiendo de las situaciones 
particulares a ser analizadas, los apartes normativos serán mucho más amplios. Por lo 
pronto, teniendo en cuenta que serán objeto de revisión eventualidades en las cuales se 
afecta el derecho a la salud de los menores, parece útil e imprescindible resaltar en los 
siguientes ítems, principios y referencias normativas del bloque: 
 
Convención Derechos del Niño488 
 
 Art 3. Párrafo 1: En todas las medidas concernientes a los niños que 
tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los 
tribunales, las autoridades administrativas o los órganos legislativos, una 
consideración primordial a que se atenderá será el interés superior del 
niño. 
 
Declaración Derechos del Niño489 
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 Principio II: El niño gozará de una protección especial y dispondrá de 
oportunidades y servicios, dispensado todo ello por la ley y por otros 
medios, para que pueda desarrollarse física, mental, moral, espiritual y 
socialmente en forma saludable y normal, así como en condiciones de 
libertad y dignidad. Al promulgar leyes con este fin, la consideración 
fundamental a la que se atendrá será el interés superior del niño. 
 
Pacto Internacional Derechos Económicos Sociales y Culturales490 
 
 Artículo 10: Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que:  
3. Se deben adoptar medidas especiales de protección y asistencia 
en favor de todos los niños y adolescentes, sin discriminación alguna 
por razón de filiación o cualquier otra condición. Debe protegerse a los 
niños y adolescentes contra la explotación económica y social. Su empleo 
en trabajos nocivos para su moral y salud, o en los cuales peligre su vida 
o se corra el riesgo de perjudicar su desarrollo normal, será sancionado 
por la ley. Los Estados deben establecer también límites de edad por 
debajo de los cuales quede prohibido y sancionado por la ley el empleo a 
sueldo de mano de obra infantil. (Negrillas fuera del texto) 
 
 Artículo 12 
1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de 
toda persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física y 
mental.  
2. Entre las medidas que deberán adoptar los Estados Partes en el Pacto 
a fin de asegurar la plena efectividad de este derecho, figurarán las 
necesarias para:  
a) La reducción de la mortinatalidad y de la mortalidad infantil, y el 
sano desarrollo de los niños;  
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b) El mejoramiento en todos sus aspectos de la higiene del trabajo y del 
medio ambiente;  
c) La prevención y el tratamiento de las enfermedades epidémicas, 
endémicas, profesionales y de otra índole, y la lucha contra ellas;  
d) La creación de condiciones que aseguren a todos asistencia médica y 
servicios médicos en caso de enfermedad. (Negrillas fuera del texto) 
 
Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad491 
 
 Artículo 7 -Niños y niñas con discapacidad: Los Estados Partes tomarán 
todas las medidas necesarias para asegurar que todos los niños y las 
niñas con discapacidad gocen plenamente de todos los derechos 
humanos y libertades fundamentales en igualdad de condiciones con los 
demás niños y niñas.  
En todas las actividades relacionadas con los niños y las niñas con 
discapacidad, una consideración primordial será la protección del 
interés superior del niño.  
Los Estados Partes garantizarán que los niños y las niñas con 
discapacidad tengan derecho a expresar su opinión libremente sobre 
todas las cuestiones que les afecten, opinión que recibirá la debida 
consideración teniendo en cuenta su edad y madurez, en igualdad de 
condiciones con los demás niños y niñas, y a recibir asistencia apropiada 
con arreglo a su discapacidad y edad para poder ejercer ese derecho. 
(Negrillas fuera del texto) 
 
 Artículo 25 –Salud: Los Estados Partes reconocen que las personas 
con discapacidad tienen derecho a gozar del más alto nivel posible 
de salud sin discriminación por motivos de discapacidad. Los 
Estados Partes adoptarán las medidas pertinentes para asegurar el 
acceso de las personas con discapacidad a servicios de salud que tengan 
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 Tomado de la página web http://www2.ohchr.org/spanish/law/disabilities-convention.htm 
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en cuenta las cuestiones de género, incluida la rehabilitación relacionada 
con la salud. En particular, los Estados Partes:  
 
a) Proporcionarán a las personas con discapacidad programas y atención 
de la salud gratuitos o a precios asequibles de la misma variedad y 
calidad que a las demás personas, incluso en el ámbito de la salud sexual 
y reproductiva, y programas de salud pública dirigidos a la población;  
 
b) Proporcionarán los servicios de salud que necesiten las personas con 
discapacidad específicamente como consecuencia de su discapacidad, 
incluidas la pronta detección e intervención, cuando proceda, y servicios 
destinados a prevenir y reducir al máximo la aparición de nuevas 
discapacidades, incluidos los niños y las niñas y las personas 
mayores;  
 
c) Proporcionarán esos servicios lo más cerca posible de las comunidades 
de las personas con discapacidad, incluso en las zonas rurales;  
d) Exigirán a los profesionales de la salud que presten a las personas con 
discapacidad atención de la misma calidad que a las demás personas 
sobre la base de un consentimiento libre e informado, entre otras formas 
mediante la sensibilización respecto de los derechos humanos, la 
dignidad, la autonomía y las necesidades de las personas con 
discapacidad a través de la capacitación y la promulgación de normas 
éticas para la atención de la salud en los ámbitos público y privado;  
 
d) Prohibirán la discriminación contra las personas con discapacidad en la 
prestación de seguros de salud y de vida cuando éstos estén permitidos 
en la legislación nacional, y velarán por que esos seguros se presten de 
manera justa y razonable;  
 
f) Impedirán que se nieguen, de manera discriminatoria, servicios de salud 
o de atención de la salud o alimentos sólidos o líquidos por motivos de 
discapacidad. (Negrillas fuera del texto) 
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Protocolo de San Salvador492 
 
 Artículo 16- Derecho de la Niñez: Todo niño sea cual fuere su filiación 
tiene derecho a las medidas de protección que su condición de 
menor requieren por parte de su familia, de la sociedad y del Estado. 
Todo niño tiene el derecho a crecer al amparo y bajo la responsabilidad 
de sus padres; salvo circunstancias excepcionales, reconocidas 
judicialmente, el niño de corta edad no debe ser separado de su madre. 
Todo niño tiene derecho a la educación gratuita y obligatoria, al menos en 
su fase elemental, y a continuar su formación en niveles más elevados del 
sistema educativo. (Negrillas fuera del texto) 
 
 Artículo 10 -Derecho a la Salud:  
 
1. Toda persona tiene derecho a la salud, entendida como el disfrute 
del más alto nivel de bienestar físico, mental y social.  
2. Con el fin de hacer efectivo el derecho a la salud los Estados partes se 
comprometen a reconocer la salud como un bien público y particularmente 
a adoptar las siguientes medidas para garantizar este derecho:  
a. la atención primaria de la salud, entendiendo como tal la asistencia 
sanitaria esencial puesta al alcance de todos los individuos y familiares de 
la comunidad;  
b. la extensión de los beneficios de los servicios de salud a todos los 
individuos sujetos a la jurisdicción del Estado;  
c. la total inmunización contra las principales enfermedades infecciosas;  
d. la prevención y el tratamiento de las enfermedades endémicas, 
profesionales y de otra índole;  
e. la educación de la población sobre la prevención y tratamiento de los 
problemas de salud, y  
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 Tomado de la página web http://www.oas.org/juridico/spanish/tratados/a-52.html 
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f. la satisfacción de las necesidades de salud de los grupos de más alto 
riesgo y que por sus condiciones de pobreza sean más vulnerables. 
(Negrillas fuera del texto) 
 
Observaciones Generales del Comité de los Derechos del Niño 
 
 Observación general No. 14 (Año 2013): sobre el derecho del niño a que su interés 
superior sea una consideración primordial (artículo 3, párrafo 1) 493 
 
“1. El artículo 3, párrafo 1, de la Convención sobre los Derechos del Niño 
otorga al niño el derecho a que se considere y tenga en cuenta de manera 
primordial su interés superior en todas las medidas o decisiones que le 
afecten, tanto en la esfera pública como en la privada…” 
 
“4. (…) en la Convención no hay una jerarquía de derechos; todos los 
derechos previstos responden al "interés superior del niño" y ningún 
derecho debería verse perjudicado por una interpretación negativa del 
interés superior del niño.” (Negrillas fuera del texto) 
 
“13. Todos los Estados partes deben respetar y poner en práctica el 
derecho del niño a que su interés superior se evalúe y constituya una 
consideración primordial, y tienen la obligación de adoptar todas las 
medidas necesarias, expresas y concretas para hacer plenamente 
efectivas este derecho.” 
  
“14. El artículo 3, párrafo 1, establece un marco con tres tipos diferentes 
de obligaciones para los Estados partes, a saber:  
a) La obligación de garantizar que el interés superior del niño se 
integre de manera adecuada y se aplique sistemáticamente en todas 
las medidas de las instituciones públicas, en especial en todas las 
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Tomado de página web  
http://www2.ohchr.org/English/bodies/crc/docs/GC/CRC.C.GC.14_sp.pdf 
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medidas de ejecución y los procedimientos  administrativos y judiciales 
que afectan directa o indirectamente a los niños; 
 
c) La obligación de velar por que todas las decisiones judiciales y 
administrativas, las políticas y la legislación relacionadas con los 
niños dejen patente que el interés superior de estos ha sido una 
consideración primordial; ello incluye explicar cómo se ha examinado y 
evaluado el interés superior del niño, y la importancia que se le ha 
atribuido en la decisión.  
 
c) La obligación de garantizar que el interés del niño se ha evaluado 
y ha constituido una consideración primordial en las decisiones y 
medidas adoptadas por el sector privado, incluidos los proveedores de 
servicios, o cualquier otra entidad o institución privadas que tomen 
decisiones que conciernan o afecten a un niño.” (Negrillas fuera del texto) 
“32. (…) el concepto de interés superior del niño es flexible y adaptable. 
Debe ajustarse y definirse de forma individual, con arreglo a la situación 
concreta del niño o los niños afectados y teniendo en cuenta el contexto, 
la situación y las necesidades personales…” 
 
“46. (…) el "interés superior del niño" es un derecho, un principio y 
una norma de procedimiento basados en una evaluación de todos los 
elementos del interés de uno o varios niños en una situación 
concreta.(Negrillas fuera del texto) 
 
“75. Un elemento importante que debe tenerse en cuenta son las 
situaciones de vulnerabilidad del niño, como tener alguna 
discapacidad, pertenecer a un grupo minoritario, ser refugiado o 
solicitante de asilo, ser víctima de malos tratos, vivir en la calle, etc…” 
(Negrillas fuera del texto) 
 
“76. El derecho del niño a la salud (art. 24) y su estado de salud son 
fundamentales para evaluar el interés superior del niño…” 
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 También serán de importancia otras observaciones generales de éste Comité 
como la Observación General No.3: El VIH/SIDA y los derechos del niño (Año 
2003), Observación General No.4: La salud y el desarrollo de los adolescentes en 
el contexto de la Convención de los Derechos del Niño (Año 2003) y Observación 
General No.7: Realización de los derechos del niño en la primera infancia (Año 
2005)494. Aunque como se ha dicho, los casos a ser analizados se enfatizarán en 
otra serie de normas del bloque. 
 
Observaciones Generales del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
 
 Observación general No. 14: El derecho al disfrute del más alto nivel posible de 
salud (artículo 12)495 
 
“1. La salud es un derecho humano fundamental e indispensable para el 
ejercicio de los demás derechos humanos. Todo ser humano tiene derecho 
al disfrute del más alto nivel posible de salud que le permita vivir 
dignamente…” 
 
“4. (…) la referencia que en el párrafo 1 del artículo 12 del Pacto se 
hace al "más alto nivel posible de salud física y mental" no se limita 
al derecho a la atención de la salud. Por el contrario, el historial de la 
elaboración y la redacción expresa del párrafo 2 del artículo 12 reconoce 
que el derecho a la salud abarca una amplia gama de factores 
socioeconómicos que promueven las condiciones merced a las 
cuales las personas pueden llevar una vida sana, y hace ese derecho 
extensivo a los factores determinantes básicos de la salud, como la 
alimentación y la nutrición, la vivienda, el acceso a agua limpia potable y a 
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Observaciones Generales - UNICEF, tomado de la página web 
http://www.unicef.org/ceecis/crcgencommes.pdf 
495
Tomado de la página web  
http://confdts1.unog.ch/1%20SPA/Tradutek/Derechos_hum_Base/CESCR/00_1_obs_grales_Cte
%20Dchos%20Ec%20Soc%20Cult.html#GEN14 
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condiciones sanitarias adecuadas, condiciones de trabajo seguras y sanas 
y un medio ambiente sano. (Negrillas fuera del texto) 
 
“8. El derecho a la salud no debe entenderse como un derecho a 
estar sano. El derecho a la salud entraña libertades y derechos. Entre 
las libertades figura el derecho a controlar su salud y su cuerpo, con 
inclusión de la libertad sexual y genésica, y el derecho a no padecer 
injerencias, como el derecho a no ser sometido a torturas ni a tratamientos 
y experimentos médicos no consensuales. En cambio, entre los derechos 
figura el relativo a un sistema de protección de la salud que brinde a las 
personas oportunidades iguales para disfrutar del más alto nivel posible 
de salud.” (Negrillas fuera del texto) 
“9. El concepto del "más alto nivel posible de salud", a que se hace 
referencia en el párrafo 1 del artículo 12, tiene en cuenta tanto las 
condiciones biológicas y socioeconómicas esenciales de la persona como 
los recursos con que cuenta el Estado…” 
 
“12. El derecho a la salud en todas sus formas y a todos los niveles 
abarca los siguientes elementos esenciales e interrelacionados, cuya 
aplicación dependerá de las condiciones prevalecientes en un 
determinado Estado Parte: 
a) Disponibilidad: Cada Estado Parte deberá contar con un número 
suficiente de establecimientos, bienes y servicios públicos de salud y 
centros de atención de la salud, así como de programas… 
b) Accesibilidad: Accesibilidad. Los establecimientos, bienes y servicios 
de salud…deben ser accesibles a todos, sin discriminación alguna, 
dentro de la jurisdicción del Estado Parte 
c) Aceptabilidad: Todos los establecimientos, bienes y servicios de salud 
deberán ser respetuosos de la ética médica y culturalmente 
apropiados… y deberán estar concebidos para respetar la 
confidencialidad y mejorar el estado de salud de las personas de que 
se trate. 
d) Calidad: Además de aceptables desde el punto de vista cultural, los 
establecimientos, bienes y servicios de salud deberán ser también 
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apropiados desde el punto de vista científico y médico y ser de buena 
calidad…” 
 
“22. En el apartado a) del párrafo 2 del artículo 12 se pone de manifiesto 
la necesidad de adoptar medidas para reducir la mortinatalidad y la 
mortalidad infantil y promover el sano desarrollo de los niños… Es 
preciso dar a los niños con discapacidades la oportunidad de 
disfrutar de una vida satisfactoria y decente y participar en las 
actividades de su comunidad.” (Negrillas fuera del texto) 
 
“24. La consideración primordial en todos los programas y políticas con 
miras a garantizar el derecho a la salud del niño y el adolescente será el 
interés superior del niño y el adolescente.” (Negrilla fuera del texto) 
 
“30. Los Estados Partes tienen obligaciones inmediatas por lo que 
respecta al derecho a la salud, como la garantía de que ese derecho será 
ejercido sin discriminación alguna (párrafo 2 del artículo 2) y la 
obligación de adoptar medidas (párrafo 1 del artículo 2) en aras de la 
plena realización del artículo 12” (Negrillas fuera del texto) 
 
“31. (…) la realización progresiva significa que los Estados Partes tienen 
la obligación concreta y constante de avanzar lo más expedita y 
eficazmente posible hacia la plena realización del artículo.” 
 
“32(…) existe una fuerte presunción de que no son permisibles las 
medidas regresivas adoptadas en relación con el derecho a la salud. Si 
se adoptan cualesquiera medidas deliberadamente regresivas, 
corresponde al Estado Parte demostrar que se han aplicado tras el 
examen más exhaustivo de todas las alternativas posibles y que esas 
medidas están debidamente justificadas por referencia a la totalidad de 
los derechos enunciados en el Pacto en relación con la plena utilización 
de los recursos máximos disponibles del Estado Parte (Negrillas fuera del 
texto) 
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33. Al igual que todos los derechos humanos, el derecho a la salud 
impone tres tipos o niveles de obligaciones a los Estados Partes: la 
obligación de respetar, proteger y cumplir. A su vez, la obligación de 
cumplir comprende la obligación de facilitar, proporcionar y promover… La 
obligación de respetar exige que los Estados se abstengan de injerirse 
directa o indirectamente en el disfrute del derecho a la salud. La 
obligación de proteger requiere que los Estados adopten medidas para 
impedir que terceros interfieran en la aplicación de las garantías prevista 
en el artículo 12. Por último, la obligación de cumplir requiere que los 
Estados adopten medidas apropiadas de carácter legislativo, 
administrativo, presupuestario, judicial o de otra índole para dar plena 
efectividad al derecho a la salud.” (Negrillas fuera del texto) 
 
Resoluciones de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
 
 Caso Atala Riffo y Niñas Vs. Chile496 
 
“El objetivo general de proteger el principio del interés superior del 
niño es, en sí mismo, un fin legítimo y es, además, imperioso. En 
relación al interés superior del niño, la Corte reitera que este principio 
regulador de la normativa de los derechos de las niñas y los niños se 
funda en la dignidad misma del ser humano, en las características 
propias de los niños y las niñas, y en la necesidad de propiciar el 
desarrollo de éstos, con pleno aprovechamiento de sus 
potencialidades…“ (Negrillas fuera del texto) 
 
 
                                               
 
496
La Corte examina la eventual responsabilidad internacional del Estado chileno, atinente con el 
presunto trato discriminatorio y la interferencia arbitraria en la vida privada y familiar de Karen 
Atala Riffo, debido a su orientación sexual, en el proceso judicial que resultó en el retiro del 
cuidado y custodia de sus hijas. Tomado de la página web 
http://www.corteidh.or.cr/index.php/jurisprudencia# 
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3.2.3 Aplicabilidad como cláusula de interpretación de los 
derechos fundamentales 
Se estudiarán ciertos casos para ofrecer un panorama más o menos claro del empleo del 
principio del interés superior del menor como cláusula de interpretación de los derechos 
fundamentales. 
 
El derecho a ser revisado, a través de la jurisprudencia de la Corte, es el derecho a la 
salud. Para tal efecto, se ha escogido dos fallos de éste Alto Tribunal que tienen por 
objeto acentuar la íntima conexión del principio del interés superior del menor con otro 
principio: principio pro-infans y, con una cláusula en particular: La cláusula de 
erradicación de las injusticias presentes. No obstante, se tendrá en cuenta otras 
decisiones emanadas de la Corte, a través de las cuales podamos registrar una serie de 
elementos teóricos claves en el tratamiento a menores con discapacidad, por ser un 
grupo de niños con un alto grado de vulnerabilidad. 
 
El Art 44 de la Constitución Política consagra, en favor de los menores, un conjunto de 
normas cuyo contenido en principio no se caracterizaría por ser de aplicación inmediata 
sino por tener un carácter prestacional, un ejemplo es el derecho a la salud. Sin 
embargo, conforme a la voluntad expresa del constituyente, éste derecho adquiere una 
doble connotación al tener por titular un menor de edad, es un derecho fundamental y, 
simultáneamente, es un derecho de carácter prestacional.497  
 
En general, éstos derechos fundamentales de carácter prestacional entre los cuales se 
encuentra el derecho a la salud, señala la Corte: 
 
“(…) En primer lugar, se componen de un núcleo esencial mínimo, no 
negociable en el debate democrático, que otorga derechos subjetivos 
directamente exigibles mediante la acción de tutela. En segundo término, se 
integran de una zona complementaria, que es definida por los órganos 
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 Corte Constitucional de Colombia, sentencia SU-225/98, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz. 
Disponible en la página web www.corteconstitucional.edu.co 
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políticos atendiendo a la disponibilidad de recursos y a las prioridades 
políticas coyunturales.”498  
 
Qué haga parte de ese núcleo fuerte de aplicación y de la zona de penumbra 
(parafraseando a Hart y Ross) respecto del derecho a la salud, es algo que se verá más 
adelante examinando casos puntuales. 
 
No obstante, desde la interpretación que ha hecho la Corte, puede anticiparse dos 
premisas del contenido comprendido por este derecho, análogas al papel de las 
entidades encargadas de prestar el servicio de salud. De un lado, tratándose de niños y 
niñas, “…los servicios de salud…que requieran son justiciables, incluso en casos en los 
que se trate de servicios no incluidos en los planes obligatorios de salud (POS y 
POSS).”499 De otro, constituiría una violación del derecho fundamental a la salud de los 
menores “…que una ESS, EPS o ARS le suspenda el suministro de un tratamiento 
médico que requiera, antes de que éste haya sido efectivamente asumido por otro 
prestador.”500 Quiere ello decir que, la inmediatez y la continuidad en la prestación del 
servicio de salud de los niños y niñas, es una obligación que hace parte del núcleo fuerte 
de aplicación del derecho a la salud, pese a su carácter prestacional, y aún más claro, si 
el servicio de salud es solicitado por un menor en situación de discapacidad o que 
padece una enfermedad catastrófica. 
 
Los niños en situación de discapacidad cuentan, por su parte, con una protección 
constitucional reforzada y requieren, de éste modo, la implementación de acciones 
afirmativas; el diseño y ejecución de “…políticas públicas que permitan prestar servicios 
de salud…de manera prioritaria, expedita, y eficaz…”501; así como el acceso a programas 
para su rehabilitación y demás medios que le permitan beneficiarse de tratamientos 
adecuados para mejorar en lo posible su situación y, poder gozar “…plenamente de 
                                               
 
498
 Ibíd.  
499
 Corte Constitucional de Colombia, sentencia T-127/2007 M.P. Manuel José Cepeda. Disponible 
en la página web www.corteconstitucional.edu.co 
500
 Corte Constitucional de Colombia, sentencia T-467/2004, M.P. Manuel José Cepeda. 
Disponible en la página web www.corteconstitucional.edu.co 
501
 Corte Constitucional de Colombia, sentencia T-391/2009, M.P. Humberto Antonio Sierra. 
Disponible en la página web www.corteconstitucional.edu.co  
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todos los derechos humanos y libertades fundamentales en igualdad de condiciones con 
los demás niños y niñas”502. De esta manera, “… la atención a la que tienen derecho 
las personas con discapacidad debe ser especializada…y…se orienta a 
garantizarles una mejor condición de vida, razón por la cual deben brindarse 
alternativas terapéuticas, así la razón de la incapacidad no pueda derrotarse. ”503 
 
Asimismo, el traslado y cubrimiento de los demás gastos de transporte deben ser objeto 
de prioridad en el acceso a los servicio de salud504. No parece razonable que sujetos en 
situación de vulnerabilidad por su condición de niños, en situación de discapacidad y 
además sin recursos, no puedan recibir el tratamiento o cualquier otro servicio de salud, 
debido a la dificultad de trasladarse al lugar apropiado para recibir asistencia médica. En 
suma, si bien los gastos del traslado corresponden inicialmente al usuario y en segundo 
lugar a los familiares más cercanos; dada la carencia de recursos, las condiciones de 
quien requiere la atención médica y la premura en dicha atención, la Entidad Promotora 
de Salud, por ejemplo, asumiría los gastos, excepcionalmente.505 
 
Todo lo anterior conduce a un principio que complementaría la estructura normativa en 
esta materia: el principio pro infans. Es un principio que concreta en la práctica el uso de 
la cláusula hermenéutica del interés superior del menor, en los casos en los cuales se 
busca dotar de sentido a las disposiciones que reconocen garantías fundamentales y 
propone, justamente, una suerte de atención peculiar a los intereses de los menores 
cuando estos puedan entrar en colisión con intereses de otras personas o cuando deba 
delimitar su contenido. En palabras de la Corte: 
 
                                               
 
502
 Art 7 de la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad. 
503
 Corte Constitucional de Colombia, sentencia T-608/2007, M.P. Rodrigo Escobar Gil. Disponible 
en www.corteconstitucional.gov.co 
504
 Sobre el tema ver sentencias de la Corte Constitucional de Colombia: T-1158/2001  y T- 
786/2006 M.P. Marco Gerardo Monroy (Disponible en la página web 
www.corteconstitucional.edu.co). En éste último fallo anota la Corte: “…el cubrimiento de los 
gastos de transporte para que un usuario pueda acceder al servicio de salud está sujeto a la 
capacidad económica del paciente y a sus capacidades físicas y mentales…”  
505
 Corte Constitucional de Colombia, sentencia T-391/2009 M.P. Humberto Antonio Sierra. 
Disponible en www.corteconstitucional.gov.co  
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 “(…) es una herramienta hermenéutica valiosa para la ponderación de 
derechos constitucionales, en el entendido que en aquellos eventos en que 
se haga presente la tensión entre prerrogativas de índole superior, deberá 
preferirse la solución que otorgue mayores garantías a los derechos de los 
menores de edad.  De este modo, la aplicación de los postulados 
constitucionales y legales que regulan la prestación de los servicios públicos 
relacionados con la materialización de los derechos fundamentales de los 
niños, estará supeditada a la plena observancia del principio pro infans”506 
3.2.3.1 Revisión de algunos casos concretos 
Para culminar este capítulo se explorará, específicamente, dos casos concretos para 
complementar esta serie de ideas que estructuran el derecho a la salud a través de la 
aplicación del interés superior del menor como cláusula hermenéutica y, trazar así, 
posteriormente, algunas conclusiones. 
  
Sentencia SU 225/98507 
 
Antecedentes 
  
- Se interpone acción de tutela contra el Ministerio de Salud y la Secretaría Distrital de 
Salud de Bogotá, debido a la presunta vulneraron de los derechos fundamentales a la 
vida (C.P., artículo 11), a la salud (C.P., artículos 44 y 49) y a la seguridad social 
(C.P., artículo 48) de varios menores de edad, al no suministrarles, en forma gratuita, 
la vacuna contra los virus que producen las enfermedades conocidas como meningitis 
Meningococcica y meningitis por Haemophilus Influenzae. 
 
- El grupo de padres que representan a sus hijos, según la declaración de su 
apoderado judicial, se caracterizan por ser en su mayoría, madres cabeza de familia o 
trabajadores del sector informal, residentes en la localidad de Puente Aranda 
                                               
 
506
 Corte Constitucional de Colombia, sentencia T-289/2007, M.P. Jaime Córdoba Triviño. 
Disponible en la página web www.corteconstitucional.edu.co 
507
 Corte Constitucional de Colombia, sentencia SU-225/98, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz. 
Disponible en la página web www.corteconstitucional.edu.co 
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(Bogotá).  Además de no poseer los recursos suficientes para sufragar la atención en 
salud que requieren sus hijos menores de edad y no encontrarse vinculados a alguna 
institución prestadora del servicio público de seguridad social.  
 
- El Ministerio de Salud afirmó que la vacuna contra la meningitis, para esa época, no 
estaba incluida dentro del esquema único de vacunación para Colombia y que el 
suministro de la misma se hacía sólo en forma focalizada, a grupos vulnerables y 
según el riesgo epidemiológico. A la par, señaló que las familias que habitan zonas no 
consideradas como de alto riesgo, podían acceder a la vacuna a través de las EPS y 
otras instituciones públicas o privadas de salud que la suministraban con algún costo. 
 
- Conoce en primera instancia el Juzgado 12 de Familia de Bogotá y mediante 
providencia de julio 17 de 1997 decide: Primero, tutelar los derechos a la vida, a la 
salud y a la seguridad social de los hijos de los demandantes y, segundo ordenó, en 
su momento, al Ministerio de Salud y a la Secretaría Distrital de Salud de Bogotá, que 
en el término de 48 horas: 
  
 "se apersonen de la situación que se ha planteado respecto de la población 
infantil de la zona de Puente Aranda de esta ciudad, disponiendo lo 
necesario para que de inmediato se procese el estudio pertinente que 
conlleve a que los menores accionantes reciban en forma gratuita las dosis 
o vacunas que sean de su caso en específico, para prevenir o controlar la 
enfermedad de la meningitis".  
 
Problema jurídico 
 
La Corte debe resolver si procede o no la acción de tutela incoada y, en éste sentido, si 
los menores tienen el derecho fundamental a exigir del Estado, protección gratuita, 
oportuna y eficaz, contra las variedades de meningitis bacteriana que puedan afectar su 
salud y colocarlos en situación de debilidad manifiesta. Adicionalmente, se pregunta la 
Corte si la abstención del Estado, en este caso, viola el núcleo esencial de los derechos 
prestacionales de los menores en materia de salud (C.P. art 44) y, en segundo lugar, si la 
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misma quebranta el mandato constitucional de erradicar la marginación y la 
discriminación (C.P. art. 13) 
 
Argumentos de la Corte y estudio del empleo de la cláusula hermenéutica 
 
El entorno que demarca la aplicación del interés superior del menor como parámetro de 
interpretación de las normas de derecho fundamental, es otra cláusula hermenéutica: la 
del Estado Social de Derecho. Su íntimo vínculo se puede explicar de dos formas, o se 
trata de cláusulas que configuran una unidad argumentativa cuando los casos refieren, 
por supuesto, la amenaza o vulneración de derechos de los menores; o el interés 
superior, pese a constituir una cláusula independiente para interpretar derechos 
fundamentales, forma parte del elemento axiológico de la fórmula política, de acuerdo 
con la explicación de Canosa Usera. 
Por tal motivo y creyendo que una u otra alternativa es aceptable, la siguiente afirmación 
de la Corte es pertinente: 
 
 “(…) En el Estado social de Derecho, la comunidad política debe un trato 
preferencial a quienes se encuentran en circunstancias de debilidad 
manifiesta y están impedidos para participar, en igualdad de condiciones, en 
la adopción de las políticas públicas que les resultan aplicables. En este 
sentido, es evidente que los niños son acreedores de ese trato preferencial, 
a cargo de todas las autoridades públicas, de la comunidad y del propio 
núcleo familiar al cual pertenecen (C.P. art. 44)” 
 
Este trato preferente de los derechos de los niños es consecuencia directa de la 
aplicabilidad del interés superior como principio básico en favor de su condición, e 
implica, adicionalmente, consagrar un catálogo de derechos distinto al de otras personas, 
entre los cuales se encuentran: 
 
 “(…) derechos fundamentales de carácter prestacional, como el derecho a la 
salud, que necesariamente deben ser atendidos por alguno de los tres 
agentes que la propia Carta designa: la familia, la sociedad y el Estado.”  
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Ya se anotaba, acorde al análisis de la Corte, la dualidad en su contenido, esto es, un 
núcleo esencial y una zona complementaria. En este caso, para la Corte: 
 
 “(…) sólo la parte del derecho que tiende a la satisfacción de las 
necesidades básicas del menor - lo que se ha denominado su núcleo 
esencial -, pueda ser directamente aplicada por el juez, mientras que es el 
legislador quien debe definir su completo alcance.”  
 
Es decir que,  
 
 “(…) el aspecto del derecho prestacional fundamental que no puede quedar 
sometido al debate político es, justamente, aquel que tiende a la 
satisfacción más elemental de las necesidades básicas del titular del 
derecho.” 
 “Así por ejemplo, hace parte del núcleo esencial del derecho a la salud de 
los menores, el atentado grave - por acción o por omisión - contra su salud, 
que de ninguna manera puede ser evitado o conjurado por la persona 
afectada y que pone en alto riesgo su vida, sus capacidades físicas o 
psíquicas o su proceso de aprendizaje o socialización.” 
 
Por otra parte, se mencionó que el Art. 44 concordante con el Art 13 (derecho a la 
igualdad) ofrecía la base normativa para la configuración del interés superior del menor. 
En esta situación que revisa el Alto Tribunal, si la igualdad sustancial propia de un Estado 
Social de Derecho es fuente para concretar, ciertamente, este principio; en el evento de 
menores que se hallen en condiciones de pobreza o marginalidad, la igualdad sustancial 
recobra un valor singular cuando se ve representada en la cláusula de erradicación de 
las injusticias presentes. Cláusula observable siempre que el juez constate 4 supuestos: 
 
 “(1) identificación de un grupo de personas discriminadas o marginadas; (2) 
demostración de la existencia de una necesidad básica y de su falta de 
atención; (3) examen de los hechos y razones relativos a la respuesta dada 
por el Estado a la situación específica de marginación o discriminación; (4) 
calificación constitucional acerca del grado de cumplimiento histórico que en 
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la situación concreta ha debido tener el mandato de erradicación de las 
injusticias presentes, atendidas las posibilidades legales y fácticas del 
momento.” 
Así, 
 
 “(…) se plantea a la sociedad y al Estado, el desafío constante de corregir la 
discriminación y la marginación, pues aunque en sí mismas puedan ser una 
derivación patológica de la organización existente, la Constitución las toma 
en cuenta sólo con el objeto de configurar una competencia enderezada a 
combatirlas.”  
 
Y la manera de corregir, en parte, la pobreza, la marginalidad y la discriminación derivada 
de aquéllas, se concreta en la intervención activa del Estado. Por lo tanto, su actitud 
omisiva es contraria a los mandatos constitucionales que prescriben una protección 
especial para aquellos que se encuentran en estado de debilidad manifiesta, como es el 
caso de los menores; los  mismos que no eligieron vivir en medio de circunstancias que, 
como estas, los colocan en una doble condición de vulnerabilidad: Ser niño y pobre. 
  
 “En el caso de la promoción de la igualdad sustancial - en la que se integran 
las medidas en favor de los discriminados y marginados -, lo que se espera 
del Estado no es precisamente una abstención, sino una acción positiva. En 
este sentido, desde el punto de vista constitucional, la antijuridicidad  la 
constituye la abstención misma del Estado.” (Negrillas fuera del texto) 
 
 “La pobreza de los padres y la falta de cobertura de los servicios 
públicos de salud, son para el niño variables que se encuentran fuera 
de su control. Se descubre fácilmente que, en estas condiciones, el niño a 
la vez que ignora su precariedad, objetivamente es un sujeto impotente ante 
un riesgo de una magnitud incalculable.” (Negrillas fuera del texto) 
 
Ya en el caso concreto, al interpretar el derecho a la salud de los menores en clave 
de su interés superior, la Corte reconoce que: 
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  “(…) los niños gozan del derecho fundamental a la salud y a la 
protección contra toda forma de abandono (C.P. art., 44). La 
deficiente cobertura del servicio de vacunación, en este caso, viola 
flagrantemente el derecho a la salud de los menores, ya que los 
expone injustamente al riesgo de contraer una enfermedad letal o de 
consecuencias nefastas. Librar, de otra parte, a los menores al riesgo 
indiscriminado del contagio de la meningitis, comporta una forma de 
abandono que carece de toda justificación.” (Negrillas fuera del texto) 
 
 “(…) la prevalencia de los derechos de los niños, exige que sus 
necesidades vitales sean en todo momento atendidas con prioridad. 
La lucha contra la erradicación de las injusticias que se expresan a 
través de la marginación y la discriminación debe, por tanto, comenzar 
con reducir los riesgos de contraer enfermedades graves que, con 
mayor intensidad, recaen sobre los hijos de las gentes más pobres 
del país.” (Negrillas fuera del texto) 
 
 “No puede la Corte aceptar, porque es irrazonable, desproporcionado, 
falto de sindéresis y ayuno de toda humanidad, que los niños indigentes 
o cuyos padres carezcan de recursos suficientes, pese a enfrentar 
los riesgos derivados de enfermedades calamitosas  y la abulia de la 
administración pública sanitaria, no sean titulares del derecho 
subjetivo constitucional para exigir del Estado el cumplimiento de los 
deberes que el constituyente le ha impuesto de manera categórica en 
el artículo 44 de la C.P. (Negrillas fuera del texto) 
 
 El valor absoluto que la Constitución reconoce al niño, obliga al Estado a 
asistirlo y a protegerlo a fin de garantizar su desarrollo armónico e integral 
y el ejercicio pleno de sus derechos (C.P., art. 44). Este deber se torna 
aún más exigente cuando la familia y la sociedad, como ocurre en este 
caso, no disponen de medios suficientes para satisfacer un género de 
necesidades tan básicas como el suministro de vacunas indispensables 
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para conservar su vida y salud; en este evento el deber estatal subsidiario 
del inciso 2 del artículo 44 deviene principal. 
 
 “(…) La pasividad del Estado ante la marginación que sufren los niños de 
bajos estratos socioeconómicos, no se compadece con los deberes que le 
impuso a las autoridades públicas la consagración constitucional de un 
orden justo. Por supuesto, tampoco se compagina con el deber 
constitucional de proteger el núcleo esencial del derecho a la salud de los 
niños.” 
 
 “La abstención del Estado, en este caso, viola el mandato constitucional de 
erradicar la marginación y la discriminación. De otra parte, quebranta el 
núcleo esencial de los derechos prestacionales de los menores en materia 
de salud.” 
 
Consecuentemente, decide:  
 
 “CONFIRMAR, en los términos de esta sentencia, la decisión del 17 de julio 
de 1997, proferida por el Juez 12 de Familia de Santafé de Bogotá D.C.”  
 
Sentencia T 179/00508 
 
Antecedentes 
 
-Se presenta acción de tutela en representación de varios niños con diversos tipos de 
discapacidad cognitiva. Las madres de estos menores están afiliadas al Seguro Social, 
institución que venía prestando el servicio de salud requerido; y que para tal efecto, 
contrató vía convenio al Centro para limitados visuales y auditivos, con el fin de brindar 
asistencia especializada a los menores. 
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 Corte Constitucional de Colombia, sentencia T-170/2000, M.P. Alejandro Martínez Caballero. 
Disponible en la página web www.corteconstitucional.edu.co 
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- A partir del 28 de febrero de 1999, la Presidencia del Seguro Social, ordeno cancelar el 
contrato que había suscrito con el mencionado Centro y por lo tanto cesó la atención 
para los menores enfermos. 
 
-Aducen las madres que sus familias son de escasos recursos, que continuar con el 
tratamiento de manera particular es costoso y que al no atender el ISS a sus hijos 
discapacitados, éstos se ven afectados gravemente. 
 
-De acuerdo con la decisión de la tutela interpuesta en primera instancia, la Sala Civil del 
Tribunal Superior tuteló los derechos de los menores y ordenó un tratamiento (resultado 
de un contrato de prestación de servicios celebrado entre la Gerencia EPS del I. S. S. y 
el Gimnasio Federico Froebel Ltda) que, a juicio de las madres no es adecuado, puesto 
que se concentraba en el plan casero. 
 
-Se pide que se ordene al Seguro Social prestarle a los citados menores los servicios 
específicos de rehabilitación y al Departamento Administrativo de Bienestar social que 
implemente un programa especializado de atención para dichos discapacitados. 
 
-Los Seguros Sociales dicen que “La Personería tutelante equivocadamente supone que 
el ISS es sinónimo de salud pública a cargo del Estado”, de ahí concluye que la 
Personería carece de legitimidad para exigirle algo que no les corresponde puesto que, 
según el ISS, lo que se pide para los cinco niños es “atención educativa y pedagógica” y 
esto está excluido del POS 
 
- El Departamento Administrativo de Bienestar Social del Distrito Capital informó al Juez 
constitucional que si bién es cierto tienen programas para atender al niño retardado mental 
de los estratos 1 y 2, “Es importante resaltar que estos programas no fueron diseñados 
para menores que aunque padezcan retardo mental sean limitados visuales, auditivos, o 
parapléjicos…”. 
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Problema jurídico509 
 
La Corte se pregunta si fue contundente o no la orden de protección emanada del juez de 
primera instancia. La orden consistía en que el ISS debía “prestar directamente la 
asistencia que requieran los menores…y, en su defecto, la contrate con la institución o 
entidad que los suministre”.  
 
Argumentos de la Corte y estudio del empleo de la cláusula hermenéutica 
De nuevo, el escenario se circunscribe, por obvias razones, a la fórmula política del 
Estado Social de Derecho y, específicamente, a la efectiva realización de los derechos.  
 
 “En un Estado Social de Derecho la protección de los derechos 
fundamentales debe ser real y precisamente la garantía de la tutela 
apunta hacia tal finalidad. Dentro de esos derechos fundamentales están el 
derecho a la vida, a la dignidad de la persona, los cuales están íntimamente 
ligados al derecho a la salud y por ende a la seguridad social.” (Negrillas 
fuera del texto) 
 
El derecho a ser interpretado a través de la fórmula política y el principio del interés superior 
del menor, es el derecho a la salud. En ésta oportunidad la lectura que hace la Corte está 
orientada por el principio de integridad. 
 
 “La seguridad social en salud en Colombia tiene como principio el de la 
"integridad"” 
 
Este es un principio que refiere el acceso a: 
 
 “(…) la cobertura integral, a la atención básica, a la integralidad, a la 
protección integral, a la guía de atención integral y al plan integral. Atención 
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 Si bien, en este caso la Corte también analiza la importancia de la pedagogía constitucional, 
sólo se estudiarán los argumentos utilizados para decantar el problema descrito. 
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integral, que se refiere a la rehabilitación y tratamiento, como las normas lo 
indican.” 
 
Por consiguiente, el derecho a la salud, y conforme la explicación que se recuerda de los 
convenios y observaciones generales510, involucra mucho más que la mera noción de estar 
sano. En razón del principio de integridad, la atención debe cubrir otros servicios que 
puedan brindar, en el caso sub examine (menor en situación de discapacidad), la adecuada 
asistencia médica para su rehabilitación o el mejoramiento de su condición en términos de 
calidad de vida y/o vida digna. 
 
Con este referente, el uso de la cláusula del interés superior del menor se colige de los 
argumentos esgrimidos por la Corte, extraídos a continuación: 
 
 “Tratándose de los menores, el artículo 44 de la C. P. expresamente 
señala como uno de los derechos fundamentales de los niños el 
derecho a la salud y la seguridad social, luego si son beneficiarios del 
sistema, se puede reclamar mediante tutela el tratamiento correspondiente 
en su integridad. En conclusión, es particularmente reforzada la 
protección constitucional al menor cuya salud sea afectada.” (Negrillas 
fuera del texto) 
 
 “Ese tratamiento muy especial que señalan la Constitución, los Convenios y 
la jurisprudencia significa en la práctica la búsqueda del mejor tratamiento, y 
así lo establece el Protocolo de San Salvador, artículo 18, al decir que la 
atención debe apuntar al "máximo desarrollo de su personalidad". En 
otras palabras, es un mandato de optimización.”(Negrillas fuera del 
texto) 
 
                                               
 
510
 Puntualmente se llama la atención sobre los ítem 4, 8 y 22 de la Observación general No.14 
del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; ítems 75 y 76 de la observación 
general No.14 del Comité de los Derechos del Niño;  art. 25 literal e)  de la Convención sobre los 
derechos de las personas con discapacidad
510
; art 10 Protocolo de San Salvador y art.12  del 
Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 
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 “En el constitucionalismo humanista, el hombre es el centro de la 
atención del Estado. Si ese ser humano es además un niño 
discapacitado, con mayor razón debe ser protegido. Esa protección, en 
materia de salud le corresponde no solo al Estado sino también a la familia 
y a la sociedad.” (Negrillas fuera del texto) 
 
 “(…) a los niños discapacitados hay que darles el servicio eficiente, 
integral, óptimo en tratamiento y rehabilitación para que mejore las 
condiciones de vida, valor éste que está en la Constitución y es una 
facultad inherente a todos los seres humanos, con mayor razón a aquellos 
que padecen enfermedades y no ofrezcan perspectiva de derrota de la 
dolencia. De todas maneras son seres humanos que tienen derecho a 
encontrarle un sentido a la vida. Y una manera para neutralizar la 
impotencia frente a las circunstancias es facilitar cuestiones 
elementales como por ejemplo crear en ese ser humano 
comportamientos efectivos de dignidad y autodefensa (aprender a 
vestirse, a cuidarse, a caminar, a reconocer a los padres y su 
entorno).” (Negrillas fuera del texto) 
 
En el caso concreto: 
 
 “Analizando las pruebas, se tiene que efectivamente dichos menores son 
discapacitados, padecen graves enfermedades (reseñadas al principio de 
este fallo), provenientes casi todas ellas de retardo mental grave, que se 
considera incurable. Esos niños discapacitados tienen derecho a una 
atención, en materia de salud, preferente, integral y muy especializada, 
dándoles el tratamiento adecuado y la rehabilitación posible.” 
 
 “El argumento de que el tratamiento no está incluido dentro del POS, va en 
contravía de la referencia  que las normas sobre el POS hacen de 
"tratamiento y rehabilitación", máxime si está de por medio el trato 
preferencial que se les debe dar a los niños, y  del tratamiento 
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especializado que se le debe dar a los discapacitados que además debe 
ser integral y permanente.”  
 
 “(…) el tratamiento tiene que ser muy especializado e integral  y en tal 
sentido debe modificarse la parte resolutiva del fallo de primera instancia, 
para impedir así que se esquive la solución real al tratamiento de los niños a 
cuyo nombre se instauró la tutela. 
 
 “Si ese tratamiento especializado e integral se elude, es natural que el 
derecho fundamental continúa siendo violado.” 
 
 “(…) son los médicos y  paramédicos del Seguro Social quienes en este 
caso concreto determinarán tratamiento y rehabilitación.”   
 
Finalmente, resuelve la Corte: 
 
 “Confirmar el fallo de primera instancia en cuanto a tutelar a favor de los 
derechos de los menores, pero MODIFICARLA en cuanto a la orden que se 
dió y en su lugar se ORDENA a los Seguros Sociales que proceda a prestar 
la mejor asistencia integral y especializada que requieran los menores 
mencionados y que sea determinada por el personal de médicos 
especialistas y paramédicos de dicha institución, en el término de ocho días 
hábiles a partir de la fecha de este fallo; valoración que se hará según las 
enfermedades de cada uno de los niños, a fin de que los médicos y 
paramédicos indiquen los tratamientos y rehabilitación si fuere el caso que 
se requieran para que los Seguros Sociales cumplan a cabalidad y en la 
mejor forma lo que dichos profesionales indiquen, con la advertencia de 
que serán responsables de las mencionadas valoraciones, determinaciones 
y cumplimiento de éstas.”  
  
 “Se hace un llamado a prevención a la Alcaldía Mayor de Santafé de Bogotá para 
que en el proyecto de presupuesto se tenga en cuenta la progresividad 
determinada en el Protocolo de San Salvador, respecto de los discapacitados.” 
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3.2.3.2 Algunas conclusiones del empleo de la cláusula del 
interés superior del menor en los fallos anteriores 
 El interés superior del menor como cláusula de interpretación del derecho a la salud, 
impone al Estado la obligación de intervenir activamente, mediante la adopción de 
medidas prioritarias que les permitan a los niños el acceso real a los servicios de 
salud, considerando violatorio de los contenidos materiales de la Constitución una 
actitud omisiva. 
 
 La situación de pobreza y marginalidad colocan al menor en una doble condición de 
vulnerabilidad y, en estas circunstancias, el Estado se convierte en el obligado 
principal para promover y garantizar la debida asistencia de los servicios de salud a 
estos menores. 
 
 Existe una íntima conexión entre la cláusula del interés superior del menor y la 
cláusula de erradicación de las injusticias presentes; lo cual le permite al juez 
constitucional precisar ciertos casos en los que debe proponer una protección 
constitucional reforzada. 
 
 En casos de menores en situación de discapacidad, el interés superior del menor 
como cláusula de interpretación opera de tal modo que reconoce en cabeza del 
Estado la obligación de garantizarles a estos menores una atención integral del 
servicio de salud, esto es, una atención especializada o el cubrimiento de otros 
tratamientos que posibiliten su rehabilitación o el mejoramiento de su calidad de vida. 
 
 Significa que, se materializa el principio del interés superior del menor como 
parámetro de interpretación del derecho a la salud de niños y niñas, a través del 
principio de integridad, es decir, que otra muestra para concretar esta cláusula en la 
práctica se relaciona con la atención de un servicio integral para el favorecimiento de 
la autonomía y dignidad de sus pacientes. 
 
 
  
 
4. Conclusiones  
Como corolario y, una vez expuestas diversas teorías e información que orientó el 
camino para dar solución al problema propuesto, puede afirmarse que en el contenido 
material de la Constitución hay, en principio, dos cláusulas hermenéuticas para la 
interpretación de enunciados que reconocen derechos fundamentales: La fórmula política 
del Estado Social de Derecho y el principio básico del interés superior del menor. 
 
Se trata de dos cláusulas que reflejan la peculiar fuerza normativa de la Constitución, 
puesto que, obtenidas de su Texto, son concebidas como herramientas hermenéuticas 
que pueden delimitar el trabajo del intérprete, cuando éste se enfrenta a situaciones que 
involucren una disposición de derecho fundamental. 
 
Ello demuestra, que la interpretación simboliza ese punto de encuentro entre los 
contenidos formales inscritos en la Carta Fundamental y la realidad que desea 
condicionar. Esa es quizá, la razón por la cual, sus indeterminaciones “son recursos 
intencionales y funcionales para hacer un compromiso entre diferentes exigencias y 
permitir la adaptación de la Constitución a circunstancias diversas”.511  
 
La interpretación constitucional, es así este engranaje el cual, pese a no renunciar a los 
criterios generales que estructuran la interpretación jurídica, cuenta con ciertos aspectos 
que la harían singular, verbigracia, la jerarquía normativa del objeto sobre el cual recae el 
proceso interpretativo y las consecuencias que acarrea esta labor. 
 
Con todo, para ordenar los resultados conseguidos en la investigación adelantada e 
ilustrar la hipótesis y sub-hipótesis, las conclusiones serán divididas en dos grandes 
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segmentos. Inicialmente se recogerán razonamientos generales que definen las bases 
para la construcción de la hipótesis y sub-hipótesis. Y, las conclusiones finales, 
mostrarán, groso modo, la información revelada tras el curso de la investigación. 
4.1 Conclusiones generales. Influencia de la 
interpretación constitucional 
De momento, valga incluir como reflexión conclusiva la importancia de la interpretación 
constitucional, para señalar cinco supuestos  decisivos:  
 
Primero, tal como se acaba de referir, si la interpretación es el mecanismo que conecta a 
la Constitución como conjunto normativo con la realidad que desea influir, resulta 
conveniente extraer del mismo contenido constitucional elementos substanciales para 
efectuar procesos interpretativos que buscan dotar de significado normas de derecho 
fundamental.  
 
Segundo, la fórmula política del Estado Social de Derecho y el principio básico del interés 
superior del menor hacen parte de estos elementos substanciales bajo la forma de 
cláusulas hermenéuticas, cuyo objetivo es delimitar el contenido constitucional posible y 
vigente de las normas y disposiciones de derecho fundamental.  
 
Tercero, al ser cláusulas extraídas del mismo texto constitucional, cuentan con el mismo 
valor que irradia la Constitución, es decir, fungen también como verdaderas fuentes de 
Derecho y criterios de validez para el resto del ordenamiento jurídico.  
 
Cuarto, considerando el alcance que estas disposiciones y cláusulas tienen, su aplicación 
es exigible a los órganos jurisdiccionales y, en extenso, a  todos los órganos 
subordinados a la Constitución.  
 
Quinto, el propósito principal de otorgar tal ímpetu a la Carta Fundamental y por ende, 
garantizar que de ella misma se puedan obtener criterios hermenéuticos para la 
interpretación de sus propios contenidos, yace en la idea de fortalecer la eficacia del 
sistema como una unidad, conservar su coherencia y optimizar al máximo sus 
contenidos. 
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Ahora bien, la gran responsabilidad que demanda la interpretación y, posterior, aplicación 
de los contenidos constitucionales (los derechos fundamentales, concretamente), 
requiere, sin duda, de un sujeto cualificado, autónomo, independiente, imparcial y que 
encarne, simultáneamente, el ideal democrático. En éste sentido, la tesis comparte, la 
explicación del maestro Austro Húngaro Hans Kelsen, y estima que en nuestro contexto, 
el juez constitucional y, específicamente, la Corte Constitucional, tendría ese lugar 
significativo, pues, siendo un órgano colegiado que simboliza como cualquier otro órgano 
de este tipo, escenarios de discusión; representa, al mismo tiempo, un medio eficaz de 
protección de la minoría contra los abusos de la mayoría.512 Es un instrumento de 
comunicación accesible al más débil para hacer efectivas sus garantías. 
 
Este Órgano, tendrá en sus manos, para tal fin, dos grandes funciones procedimentales y 
sustanciales: El control abstracto de constitucionalidad y la revisión eventual de fallos de 
tutela. Aunque las herramientas son variadas, una de ellas logra destacarse, la 
ponderación. El margen de discrecionalidad que es innegable se vería ajustado por el 
contenido esencial del derecho fundamental, la observancia de principios 
constitucionales y la exigencia de justificación513 cuando, eventuales restricciones, 
pudiesen afectar a estas garantías básicas. Y, su función como intérprete encontraría en 
las cláusulas del Estado Social de Derecho y el interés superior del menor más que 
meros límites, herramientas eficaces para orientar su actuación y lograr preservar el telos 
de la Norma Fundamental.    
 
Así las cosas, la repercusión de su intervención no es sólo jurídica sino también política, 
en términos kelsenianos; en tanto, su actuación afecta los actos producidos que 
configuran parte del ordenamiento y que están sujetos a su control, así como el 
comportamiento de los órganos públicos que deban estar subordinados a la Constitución.  
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“La función política de la Constitución es la de poner límites jurídicos al 
ejercicio del poder. Garantía constitucional significa generar la 
seguridad de que esos límites jurídicos no serán transgredidos.”514 
4.2 Conclusiones específicas. Empleo de las cláusulas 
hermenéuticas 
Ya se ha dejado al lector una propuesta académica relativa a la existencia de criterios 
que orientan la actividad del intérprete constitucional cuando deba interpretar enunciados 
de derecho fundamental y que aquí se han denominado cláusulas hermenéuticas. Sólo 
resta cerrar con algunas conclusiones frente a su aplicabilidad. 
 
Las cláusulas hermenéuticas del Estado Social de Derecho y del interés superior del 
menor conforman, una unidad argumentativa cuya observancia se hace obligatoria para 
el intérprete constitucional en los casos que deba dotarse de significado al contenidos de 
la -y desde la- Constitución. 
 
Dos consecuencias gruesas se desprenden del empleo de ésta cláusula:  
 
De un lado, en contextos que, como el nuestro, la marginalidad y la pobreza son 
manifiestas; se impone al intérprete constitucional la obligación de considerar de manera 
armónica y congruente el contenido del interés superior del menor con la cláusula de 
erradicación de las injusticias presentes, a efectos de aclarar la responsabilidad que 
tendría el Estado y pueda ordenar las medidas concretas que deban adoptarse, para 
garantizar efectivamente un trato preferente a estos menores. 
 
Por otro, el empleo del interés superior del menor como cláusula hermenéutica reclama, 
a su vez, de todos los miembros del Estado colombiano el compromiso por salvaguardar 
los intereses básicos de los niños y niñas sin dilación ni excusa alguna, sea cual fuere su 
condición social, económica, física, mental y/o cultural. No parece permisible si quiera 
concebir, en un Estado Social de Derecho, que pueda ser justificable la discriminación e 
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indiferencia a la que pueda ser sometido cualquier niño o niña por parte del Estado y los 
particulares, debido a, una cierta condición que aquél posea. Así por ejemplo, los 
derechos consecuencia de tradiciones culturales diversas, como cualquier otro derecho, 
no son absolutos y, también deberán tener por límite, en su interpretación, el interés 
superior del menor. 
 
Valga advertir, en consonancia con lo anterior, que la aplicación de la cláusula del interés 
superior del menor, debe efectuarse atendiendo las circunstancias específicas de cada 
caso concreto, puesto que, dentro del grupo de menores puede observarse una serie de 
diferencias, verbigracia, la situación de discapacidad. Generando para aquél una 
protección reforzada. 
 
Significa que hay dos dimensiones en las que puede leerse el empleo de esta cláusula: 
Una dimensión externa y una dimensión interna. La dimensión externa obligaría al 
intérprete constitucional emplear la cláusula como parámetro imperativo en la 
interpretación del contenido del resto de derechos consagrados en la Constitución; y 
desde la dimensión interna, la aplicación de la cláusula impone al intérprete atender las 
circunstancias que  le permitan identificar en el menor una serie de condiciones 
especiales, con el fin de procurar en su favor una protección reforzada. 
 
Finalmente, esta cláusula al ser utilizada para interpretar el derecho a la salud de 
menores en situación de discapacidad, encuentra su concreción a través del principio 
pro-infans y del principio de integridad, con el fin de asegurar a estos menores un 
mejoramiento en su calidad de vida, un mayor grado de autonomía y, en fin, una vida 
más digna. 
 
La fórmula política del Estado Social de Derecho, por su parte, podría condicionar, 
eventualmente, la política macroeconómica para lograr la efectiva realización de los 
derechos, de tal modo que la actuación de los órganos públicos encargados del diseño y 
ejecución de políticas públicas deba estar sujeta a la observancia de los principios que 
rodean ésta fórmula. Así, la interpretación de enunciados que regulan normativamente 
garantías fundamentales acorde con la fórmula política del Estado Social de Derecho 
consigue preservar al individuo como fin en sí mismo y al Estado como instrumento al 
servicio de sus necesidades, y no al contrario. 
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Una muestra tangible del efecto provocado por la fórmula al emplearse como parámetro 
interpretativo, puede percibirse en, al menos, tres eventos, por citar algunos ejemplos. 1) 
En la consolidación de la solidaridad como principio fundamental, cuya influencia sujeta 
la actuación del Estado, la sociedad y la familia, para que de manera concurrente, 
garanticen la defensa del más débil y, en el caso del Estado, pueda persuadirse su 
atención para que en el diseño y ejecución de políticas públicas haya, en efecto, una 
prioridad del gasto social y así se faciliten condiciones materiales a la población más 
vulnerable. 2) En la pretendida consecución de la igualdad ya no únicamente formal sino 
sustancial, procurando un trato igual para los iguales y diferente para los diferentes, 
rechazando medidas desproporcionadas y discriminatorias. 3) Afianzando el derecho al 
trabajo como supuesto que dignifica al hombre y, en este sentido, el mantenimiento del 
poder adquisitivo del salario, es una de sus premisas. 
 
En definitiva, si la efectiva realización de los derechos es una de las características del 
Estado Social de Derecho, y si esta, a su vez, funge como parámetro de interpretación 
ineluctable de los contenidos de la (y desde) Constitución, el intérprete constitucional se 
vería abocado a legitimar su actuar ofreciendo la “suficiente garantía y seguridad jurídica 
para los llamados derechos fundamentales de la persona humana.”515 
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